
Decálogo para
la sustentabilidad
urbana
Propuestas de política pública 
desde la investigación
2013-2023



DECÁLOGO PARA LA SUSTENTABILIDAD URBANA 
PROPUESTAS DE POLÍTICA PÚBLICA DESDE LA INVESTIGACIÓN 
2013-2023 

 

Edición general
Manuel Hernández 

Diseño editorial y diagramación 
Nicolás Gutiérrez 

Cómo citar este documento: 
CEDEUS (2024). Decálogo para la sustentabilidad urbana. Centro de Desarrollo 
Urbano Sustentable, Santiago. https://doi.org/10.7764/cedeus.li.02

Se autoriza la reproducción total o parcial de este informe sin fines comerciales, 
siempre que incluya la cita correcta al documento. 

_____________
Primera edición
Enero 2024

Waldo Bustamante • Luis Fuentes • Jorge Gironás  

Pablo Pastén  •  Carol ina Rojas  •  Mar t ín Álvarez   

Carlos Bonilla • Sofía Coo • Sandra Cortés • Felipe Encinas 
Margarita Greene • María Inés Ramírez • Felipe Jorquera  

Felipe Ladrón de Guevara • Clara Mareschal • Catalina Marshall 
M a r í a  M o l i n o s  •  R o d r i g o  M o ra  •  Pa b l o  M oya 
Rocío Orrego •  Ale jandra Precht  •  Sonia Reyes 
Roxanna Ríos  •  Magdalena Rivera  •  Javier Rivera  

Sebastián Rodríguez • Javier Ruiz-Tagle • Ignacio Vargas 
Giovanni Vecchio • Alejandra Vega • Francisca Zegers 
Juan Munizaga • Francisca Musalem • Vanessa Novoa 
Lo re n a  N ú ñ e z  •  J o rg e  Pre c h t  •  O c t av i o  R o j a s  

Víctor Sepúlveda • Felipe Valenzuela • Sebastián Vicuña



ÍNDICE

Prólogo

Capítulo I Adaptación al cambio climático

Soluciones basadas en la naturaleza para la mitigación de las inundaciones

Forestación urbana para la adaptación al cambio climático

Capítulo II Vivienda adecuada y accesible

Vivienda asequible: aprendizajes desde Barcelona y Londres

Calificación energética obligatoria para viviendas: aportes para la discusión

Capítulo III Diseño de espacios colectivos

Diseño participativo de espacios públicos con perspectiva de infancia

Cambios normativos para la implementación de calles para las personas

Capítulo IV Planificación y regeneración urbana

Propuesta a la política de regeneración urbana en Chile

Oportunidades y desafíos para la planificación urbana en Chile: Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad 
y Espacio Público (PIIMEP)

Capítulo V Protección del suelo y agua

Ciudad y territorio: protección del agua

Consideraciones ambientales para la planificación territorial en ciudades mineras en Chile

7

8

11

29

38

41

51

60

63

77

86

89

97

106

109

119



76 Centro de Desarrollo Urbano Sustentable Centro de Desarrollo Urbano Sustentable

Sa
nt

ia
go

. F
ot

og
ra

fía
 ©

N
ic

ol
ás

 G
ut

ié
rre

z.

PRÓLOGO

Aunque los patrones de desarrollo de las ciudades son uno de los principales 
responsables de las emisiones de gases de efecto invernadero, el consumo de re-
cursos y la generación de desechos, las ciudades son la mayor clave para enfrentar 
los desafíos de la sostenibilidad. Solo las ciudades tienen la capacidad de modificar 
en forma masiva las actuales tendencias, pues los cambios no dependen de la 
voluntad o conciencia individual, sino del impacto colectivo de la implementación 
de políticas públicas sostenibles en transporte, vivienda, edificaciones energética-
mente eficientes, energía renovable, gestión de residuos, infraestructuras verdes 
y regeneración urbana.

Desde este consenso, en los últimos años, las agendas de las ciudades se han 
visto notablemente reforzadas. A nivel internacional, en 2015 la ONU aprobó la 
Agenda 2030 sobre Desarrollo Sostenible, incorporando explícitamente el ODS 11 
sobre Ciudades y Comunidades Sustentables. Este objetivo integró formalmente 
políticas e indicadores de vivienda, transporte, urbanización, patrimonio, resilien-
cia, espacios públicos y gobernanza urbanas.  Esta agenda global sería reforzada 
el mismo 2015 por la Conferencia ONU-Habitat III de Quito, donde los Estados se 
comprometieron a afrontar los desafíos urbanos de la crisis climática, de desigualdad 
social y de gobernanza.  A nivel nacional, estas agendas globales convergerían en 
la dictación de la Política Nacional de Desarrollo Urbano y la creación del Consejo 
Nacional de Desarrollo Urbano, hoy de Desarrollo Territorial, el cual asumió el rol 
de darle una visión sostenible e integral a las políticas de ciudades.

En este contexto, CEDEUS se adelanta en 2013, como un aporte serio e integral 
para abordar desde la investigación los desafíos de las ciudades, lo que con el apoyo 
de ANID fue clave para reafirmar el compromiso público con la generación de ciudades 
sustentables y justas. En estos diez años, hemos visto la colaboración activa de des-
tacados investigadores, que hasta antes de la creación de CEDEUS, habían abordado 
desde silos disciplinares la comprensión de las dinámicas de la vida urbana, con una 
menor capacidad de integrar conocimientos para influir en los cambios de tendencias.

Esta práctica fragmentada del conocimiento es también parte de la estructura 
centralizada y sectorial del Estado, el cual por décadas ha tendido a responder a las 
demandas de la sociedad con una visión parcializada. Solo hacia fines de la década 
del 2000, producto de la incapacidad del Estado para enfrentar reiteradas crisis 
urbanas en segregación social, transporte público, contaminación y resiliencia ante 
desastres, se comenzaría a levantar la urgencia de responder con políticas urbanas 
más sostenibles e integradas.

Aquí radica la importancia de CEDEUS y la investigación para la formulación 
de políticas de desarrollo urbano sustentable. Solo las políticas urbanas basadas 
en estudios y evidencia pueden hacer viable su implementación y capacidad para 
modificar las peligrosas tendencias de nuestras sociedades urbanas.  Los estudios 
y propuestas contenidas en este libro dan cuenta de este renovado liderazgo de la 
Pontificia Universidad Católica de Chile y la Universidad de Concepción, en respaldar 
estas agendas a través de CEDEUS, como principal referente nacional y latinoameri-
cano de investigación aplicada a la sustentabilidad urbana.

Luis Eduardo Bresciani Lecannelier
Director de la Escuela de Arquitectura 
Pontificia Universidad Católica de Chile
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Capítulo I

Adaptación al
cambio climático
Presentación:
Carolina Rojas y Juan Antonio Carrasco

En un mundo que busca reducir las consecuencias del crecimiento 
urbano y los efectos de los Gases de Efecto Invernadero, la naturaleza juega 
un rol clave y protagonista. Los dos documentos de este capítulo explican 
cómo, en distintas áreas y contextos, es posible integrar el desarrollo 
urbano sustentable en la mitigación de desastres y el cambio climático.

Las inundaciones representan un desafío significativo para las ciu-
dades y asentamientos, con consecuencias desastrosas que afectan no 
solo a las viviendas, sino también a la vialidad, la infraestructura pública, 
la actividad agropecuaria y las comunicaciones y se intensifican en años 
con fenómenos climáticos como el Niño. En este contexto, la mitigación 
y control de las inundaciones se vuelven esenciales para reducir vulne-
rabilidades y fortalecer la resiliencia de las comunidades. La recurrencia 
de inundaciones desde Valparaíso hasta el Biobío resalta la urgencia de 
adaptarse a los impactos del cambio climático.

El aumento del caudal de los ríos, tanto en la costa como en la región 
andina, está directamente relacionado con las precipitaciones pluviales 
e, importante, con la altitud de la isoterma cero, que marca la transición 
entre la lluvia y la nieve y puede provocar inundaciones violentas y rápidas. 
Históricamente, se ha abordado este problema mediante infraestruc-
turas tradicionales o grises, pero el documento “Soluciones basadas 
en la naturaleza para la mitigación de las inundaciones” propone un 
enfoque innovador centrado en soluciones basadas en la naturaleza 
específicamente diseñadas para la zona central de Chile.

El segundo documento, “Forestación urbana para la adaptación 
al cambio climático”, reconoce la forestación urbana como una estra-
tegia vital para combatir el cambio climático, que no solo contribuye a 

expandir la superficie forestal global, sino que también juega un papel 
fundamental en la adaptación al cambio climático.

Al regular las temperaturas, conservar la humedad del suelo y fa-
cilitar la infiltración de aguas pluviales, esta estrategia se erige como 
una defensa efectiva contra fenómenos climáticos extremos, como las 
inundaciones. La recurrencia de eventos climáticos intensos, evidenciada 
por inundaciones significativas en junio, subraya la imperiosa necesidad 
de adaptarse a los impactos del cambio climático.

Más allá de ser una respuesta climática, la estrategia de forestación 
urbana genera beneficios tangibles para el bienestar humano. Proporciona 
contacto con la naturaleza en entornos urbanizados, mejora la calidad 
del paisaje urbano, promueve la presencia de la biodiversidad local y 
fortalece la identidad urbana y el sentido de pertenencia. En síntesis, la 
forestación urbana no solo se presenta como una herramienta efectiva en 
la lucha contra el cambio climático, sino también como una oportunidad 
única para mejorar la calidad de vida en las ciudades chilenas.
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PUNTOS CENTRALES

Las inundaciones pueden tener consecuencias desastrosas en las 
ciudades y asentamientos. Por ello, y sobre todo en años con el fenómeno 
del Niño, es relevante reducir las vulnerabilidades y aumentar la resiliencia 
mediante su mitigación y control. Por años esto se ha hecho mediante 
infraestructuras tradicionales o grises. El presente documento tiene por 
objetivo entregar recomendaciones de infraestructura adecuada para 
reducir los impactos que generan estos eventos por medio de soluciones 
basadas en la naturaleza para la zona central de Chile.

INTRODUCCIÓN

En los años con fenómenos del Niño, cada cierto tiempo ocurren 
eventos de precipitaciones persistentes e intensas,  con consecuencias que 
pueden ser nefastas. Por ello las comunidades, asentamientos y ciudades 
de Chile deben adaptarse para reducir nuestras vulnerabilidades ante el 
Cambio Climático. El fin de semana del 23 de junio, hemos experimen-
tado una de las inundaciones más intensas de las últimas décadas. Los 
registros históricos muestran que desde Valparaíso al Biobío se presenta 
la más alta recurrencia de inundaciones asociadas a precipitaciones.  En 
la costa, los ríos dependen del aporte pluvial, aumentando su caudal por 
el efecto de las precipitaciones intensas. En los ríos andinos, los caudales 
se explican por el aporte de las precipitaciones líquidas (lluvia) y sólidas 
(nieve), donde es relevante la altitud de la isoterma cero, definida como 
la altitud que separa la zona donde llueve o nieva. De esta forma, cuan-
do asciende la isoterma cero, se produce el derretimiento de la nieve, 
lo que aumenta los caudales de forma rápida y provoca inundaciones 
violentas y rápidas. Históricamente, los daños se han concentrado en 
viviendas, vialidad, infraestructura pública, actividad agropecuaria e 
interrupción de comunicaciones. Este documento tiene como propósito 
hacer recomendaciones de infraestructura adecuada para reducir los 
impactos que generan  estos eventos por medio de soluciones basadas 
en la naturaleza en la zona central del país (Sbn).

Fuente: UICN, 2020.

Figura 1. Soluciones basadas en la naturaleza para enfrentar desafíos sociales.

¿QUÉ SON LAS SOLUCIONES BASADAS EN LA NATURALEZA (SBN)?

Son acciones que utilizan a los ecosistemas naturales y los beneficios 
que proveen para abordar diversos desafíos ambientales como la sequía, 
marejadas, erosión, la crisis alimentaria y las inundaciones por eventos 
extremos. Estas soluciones se centran principalmente en la restauración, 
la protección y el uso sostenible de los ecosistemas para brindar beneficios 
tanto para los seres humanos como para la naturaleza.

Las Sbn actúan de forma diversa para disminuir el impacto, frecuencia 
e intensidad de las inundaciones. Por ejemplo, pueden almacenar el agua, 
conducir el agua o favorecer los procesos de infiltración lenta. Este con-
junto de acciones disminuye o retrasa la llegada del agua a canales, ríos y 
sistemas de drenaje. La diversidad de soluciones permite realizar acciones 
a escala de cuenca, tramo de río, ciudades e incluso a nivel domiciliario.

Evidentemente, las inundaciones de junio de 2023 dejaron en claro 
que existen brechas en inversión de infraestructuras entre las regiones de 
Chile y, a la vez, las infraestructuras existentes no siempre están preparadas 
para enfrentar este volumen de precipitaciones. Un ejemplo de ello son  
los colapsos del puente de Lircay (Talca), el puente Chupallar (Linares) y 
el puente ferroviario en Longaví de Chile Central. Además, en el ámbito 
urbano, nuestra visión se ha centrado en sacar el agua lo más rápido posible 
de la ciudad, como si fuese un desecho, lo que provoca el colapso de los 
sistemas de drenaje durante eventos intensos de lluvias.

LAS SBN PARA FORTALECER  LA POLÍTICA PÚBLICA 

Es importante señalar que las Sbn para el manejo de inundaciones 
y la resiliencia hídrica pueden considerar diferentes tipos de infraestruc-
tura como azul/verde/turquesa/café y gris (McPhillips et al., 2023). Aquí 
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señalamos algunas que pueden priorizarse al momento de implementar 
políticas públicas para mitigar inundaciones por eventos extremos en 
asentamientos de Chile:

Restauración de cuencas hidrográficas: La degradación de las cuen-
cas hidrográficas aumenta el riesgo de inundaciones. Esto ocurre por una 
constante conversión de las coberturas naturales, como los matorrales, o 
áreas vegetadas hacia coberturas productivas e impermeables, como la 
urbanización, agricultura, silvicultura, entre otros. Esta transformación dis-
minuye la infiltración del agua lluvia en el suelo e impide que el agua lluvia 
sea retenida en el suelo, lo que provoca que escurra rápidamente hacia los 
cuerpos de agua cercanos, como ríos y lagos. Cuando las precipitaciones 
son intensas, el volumen de escorrentía aumenta, incrementando el riesgo 
de inundaciones. De esta manera, la reforestación, y la conservación de los 
bosques y la restauración de las áreas de ribera en las cuencas hidrográficas 
pueden desempeñar un papel crucial para ayudar a regular el flujo de 
agua, reducir la erosión del suelo y mejorar la capacidad de retención de 
agua del paisaje, lo que a su vez reduce el impacto de las  inundaciones. 

Restauración o protección de planicies de inundación y corredores 
fluviales: Nuestros ríos son corredores fluviales que atraviesan nuestras 
regiones y dan una identidad a nuestras ciudades. Durante muchos años, 
las ciudades chilenas han crecido presionando el espacio natural de los ríos 
en sus llanuras de inundación. Esto aumenta la exposición de la población 
y viviendas a desastres más violentos. Recuperar el espacio fluvial, o pro-
tegerlo, regresa la funcionalidad como llanura de inundación, que actúa 
atenuando las variaciones de caudal al generar espacios de almacenamiento 
y flujo de agua, disminuyendo el riesgo de inundación y regenerando los 
hábitats fluviales. Esto implica la limpieza de la basura y escombros de los 
ríos, la protección de las riberas, la reintroducción de vegetación ribereña 
y la creación de espacios de desbordamiento controlados.

Restauración de humedales: Los humedales costeros y de interior 
tienen una gran capacidad para retener y filtrar el agua. La porosidad de 
sus suelos permite almacenar una enorme cantidad de agua, impidiendo 
que escurra libremente.  De esta manera, restaurar y conservar estos eco-
sistemas puede ayudar a regular el flujo de agua y reducir la intensidad 
de las inundaciones al actuar como esponjas naturales que absorben el 

Fuente: Urbancost y Larrs basado en imágenes Sentinel 2, 2023.

Figura 2. Imágenes satelitales de humedales costeros saturados de agua durante el evento de junio.

exceso de agua y lo liberan lentamente durante eventos extremos. Por 
supuesto, cuando funcionan a su capacidad máxima su nivel de saturación 
llega a lo más alto, como lo demostraron una serie de humedales el fin de 
semana del 23 de junio en el Centro Sur de Chile (Figura 2).

Protección de las zonas costeras: las marismas son ecosistemas 
de transición entre ambientes marinos y terrestres que actúan como 
barreras naturales contra las inundaciones costeras, al mismo tiempo que 
generan una biodiversidad única adaptada a condiciones de salinidad. 
Estos ecosistemas pueden absorber la energía de las olas y reducir la 
velocidad del agua durante las tormentas, lo que ayuda a prevenir daños 
y reducir la erosión de las costas. Esto lo hemos visto en inundaciones 
por tsunamis como febrero de 2010 (Figura 3) y marejadas.

Fuente: Artículo.  Rojas, C., Pino, J. & Jaque, E. (2013). Strategic Environmental Assessment in Latin America: a methodological proposal for Urban Planning in the 
Metropolitan Area of Concepción (Chile). Land Use Policy 30, 519-527. 

Figura 3. En la imagen de la izquierda, el Humedal Rocuant Andalién está saturado de agua por efecto del tsunami de febrero de 2010. En la imagen de 
la derecha hay un mapa que muestra un índice de adecuación o sustentabilidad para la urbanización, que muestra la zona del humedal en rojo o con 
baja adecuación (Very Low Suitable).
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Infraestructura verde: En lugar de confiar únicamente en infraestruc-
turas grises (como diques, canales y presas), se pueden complementar 
con Sbn, que utilizan a los ecosistemas urbanos. Por ejemplo, la creación 
de corredores verdes, parques fluviales, parques de humedales y áreas 
de infiltración pueden ayudar a redirigir y absorber el agua de lluvia, 
reduciendo tanto la cantidad de agua que fluye hacia áreas urbanas, 
como el impacto de las inundaciones en las comunidades. 

La infraestructura natural para la gestión del agua puede incluir 
diversas acciones en diferentes escalas: techos verdes para captar agua 
lluvia, espacios verdes para mejorar la infiltración, restauración de pai-
saje para estabilizar laderas y restauración de humedales, entre otras 
acciones (Figura 4).

Infraestructura Natural
para la Gestión del Agua
Invirtiendo en ecosistemas para múltiples propósitos

Restauración de paisajes para reducir
el impacto de inundaciones, estabilizar

pendientes y asegurar agua limpia

Conservación y restauración de humedales

Protección y recuperación de
manglares, estuarios y playas

Protección y restauración
de arrecifes coralinos para la
protección costera y hábitat

Creación de derivaciones naturales
para reducir inundaciones río abajo

Conservación y protección de fuentes hídricas 
y ecosistemas reguladores (i.e. Áreas Protegidas)

Zonas de amortiguamiento ripario
para mantener la calidad del

agua y reducir erosión

Depuración de aguas residuales y
amortiguamiento de inundaciones
(humedales saludables)

* Cosecha de agua

Reconectar los ríos a llanuras de
inundación y acuíferos

* Mejorar in�ltración y
escorrentía urbana a través
de super�cies permeables

Cultivar en terrazas para reducir
erosión y aumentar in�ltración
en laderas

* Espacios verdes en zonas
urbanas para mejorar in�ltración 
y bio-retención

* Soluciones combinadas que tienen elementos 
construidos interactuando con elementos naturales 
y potencian los servicios ecosistémicos hídricos 
relacionados.

* Techos verdes para
capturar agua lluvia 

© IUCN Water

La infraestructura natural y semi-natural provee importantes servicios para la gestión del agua, 
equiparable con los bene�cios de la infraestructura convencional (gris).

La composición, estructura y funciones de los ecosistemas o infraestructura natural en las 
cuencas así como la forma en que interactúan con la infraestructura gris determinará la calidad 
de los servicios y co-bene�cios resultantes.

Figura 4. Infografía sobre infraestructura natural o verde para la gestión del agua

Fuente: IUCN Water, 2020.
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En la actualidad contamos con muy pocos parques en humedales. 
Uno de ellos es el Parque Humedal Los Batros en San Pedro de la Paz 
(Región del Biobío), el cual demostró resistir bastante bien el aumento 
del volumen de agua (Figura 5).

Además, este tipo de infraestructura verde, y también azul, favorece 
la integración de los espacios naturales en las ciudades. Por ejemplo, 
valorando los atributos estéticos de los ecosistemas o en el servicio de 
recreación para las personas, atributo directamente relacionado con la 
salud mental.

Para el caso particular del humedal Los Batros, se pudo registrar 
un fenómeno de precipitación intensa entre el 21 de junio hasta el 26 
de junio, alcanzando 115 milímetros de acuerdo con los registros de la 
Dirección Meteorológica de Chile. El agua recogida en la zona aledaña 
escurrió de forma natural hacia el humedal, incluyendo el parque, en 
donde se pudo apreciar la enorme concentración de agua y sedimento 
suspendido, que posteriormente fue decantando lentamente hasta vol-
ver a su nivel natural. Los niveles de agua fueron calculados utilizando 
el indicador de agua normalizado de vegetación (NDWI), a partir de 
imágenes satelitales Sentinel-2 (ver Figura 6).

Figura 5. Infraestructura verde-azul para la adaptación ante inundaciones en el Parque Humedal Los Batros. Imagen de izquierda en verano y derecha 
en junio, durante un evento de inundación.

Fuente: Boca Sur Informa - Felipe Jorquera, Urbancost, 2023.

Manejo del drenaje: Las Sbn también incluyen prácticas de manejo 
del agua urbana a nivel local, como la construcción de jardines de lluvia, 
humedales construidos, zanjas vegetadas y sistemas de almacenamiento 
y reutilización de agua. Estas medidas ayudan a capturar y tratar el agua 
de lluvia de manera natural, evitando la acumulación y el desbordamiento 
de agua en áreas urbanas.

En lugar de depender exclusivamente de sistemas de drenaje con-
vencionales, las ciudades pueden incorporar características de drenaje 
natural, como humedales y zanjas vegetadas. Una de las ciudades pioneras 
en implementar estos diseños y exigirlos en la planificación urbana es 
Portland (Estados Unidos). Por supuesto, en Chile no todas las ciudades 
cuentan con sistemas de evacuación de aguas lluvias, lo que hace compleja 
la implementación de DUS, pero no por ello menos necesaria o urgente. 
Estas características ayudan a filtrar y retener el agua, reduciendo la ve-
locidad del flujo, permitiendo una infiltración gradual en el suelo o una 
liberación lenta a la red de drenaje. Además, para los entornos urbanos 
las Sbn desempeñan un papel crucial en la gestión de inundaciones, pues 
estas han ido perdiendo su capacidad de infiltración (Figura 8), sumando 
que cada vez se ven más afectadas por la cantidad de basura presente en 
ríos y humedales.

Figura 6. Contenido de agua en la vegetación en el humedal Los Batros. 

Fuente: Urbancost y Larrs, basado en imágenes Sentinel 2, 2023.

Figura 7. Barrio con DUS (Drenaje Urbano Sustentable) con jardines de lluvia, zanjas filtrantes, pavimentos filtrantes y humedales en City of Gresham 
Portland USA.

Fuente: Carolina Rojas, Portland Marzo 2023.
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Figura 8. Capacidad de infiltración en ciudades.

Fuente: URBANCOST en base a US. EPA https://theconversation.com/stormwater-innovations-mean-cities-dont-just-flush-rainwater-down-the-drain-40129.

Las ciudades sensibles al agua tienen en las Sbn la esperanza de 
adaptarse al cambio climático y sus impactos, como las inundaciones. 
Las ciudades deben incorporar elementos de infraestructura verde como 
parques urbanos, jardines pluviales, techos verdes y corredores ecológicos. 
A propósito de la COP 25, un conjunto de académicos elaboramos el Infor-
me de Ciudades y Cambio Climático, donde planteamos 10 soluciones de 
infraestructura verde. Luego, en el Informe sobre Soluciones Basadas en la 
Naturaleza, reiteramos una vez más el rol de los humedales en la mitigación 
de inundaciones. Esto implica, además, desarrollar planes de acción para 
enfrentar sequías e inundaciones, así como fortalecer la resiliencia de la 
infraestructura ante eventos climáticos extremos. La implementación de 
estrategias de captación de agua de lluvia y la restauración de ecosistemas 
acuáticos, como los humedales, son medidas importantes para asegurar 
un suministro sostenible y conservación del agua en el futuro.

Estas medidas podrían ayudar a absorber y filtrar el agua de lluvia, 
reduciendo la carga en los sistemas de drenaje y previniendo inundaciones. 
Además, la infraestructura verde mejora la calidad del aire, proporciona 
hábitats para la vida silvestre y crea espacios verdes que mejoran la calidad 
de vida de los residentes urbanos. Por supuesto, de ahora en adelante de-
bemos poner más atención en nuestros ríos, lagunas y corredores fluviales.

Un segundo punto es que las Sbn, que proporcionan una serie de 
co-beneficios —muchos descritos en el Informe específico del Comité 
Científico de Cambio Climático (Marquet et al., 2021)—, solo se pueden 
implementar con Planificación Territorial, en la cual hay una brecha impor-
tante y desactualización, sobre todo para el ámbito rural.

PLANIFICACIÓN URBANA TERRITORIAL 

Lamentablemente la planificación urbana y territorial ha permitido 
el desarrollo urbano sobre humedales, estuarios, lagunas, riberas de ríos, 
terrazas, entre otros. Las zonas delimitadas de riesgo de inundación no han 
sido suficientes, pues aún existen problemas de subestimación de las zonas 
de inundación o derechamente el peligro de inundación no es incorporado 
adecuadamente en los instrumentos. De hecho, para el caso de los hume-
dales hay ejemplos que evidencian que han sido planificados como zonas 
residenciales y de transporte y cuya pérdida además se válida y proyecta 
por el instrumento de planificación (Rojas et al., 2019). El crecimiento de las 
infraestructuras de transporte e infraestructuras grises también ha causado 
efectos, como la pérdida de conectividad ecológica e hidrológica por conse-
cuencia de la fragmentación. Entonces, la planificación urbana y territorial 
debe integrar la gestión del agua como un elemento clave en el desarrollo 
de las ciudades. Además, por lo general el agua se ve como un desecho 
que hay que eliminar rápidamente y canalizarlo con infraestructuras grises. 
Sin embargo, por medio de la infraestructura verde-azul, como parques 
fluviales y áreas de infiltración, podemos ayudar a la recarga de acuíferos 
y la reducción del impacto de las inundaciones. Sin embargo, esto debe ir 
acompañado de sistemas de drenaje urbanos sostenibles para las precipi-
taciones de menor intensidad, que minimicen el riesgo de inundaciones y 
mejoren la calidad del agua.

Sumado a lo descrito, el problema se incrementa en áreas rurales donde 
la planificación del territorio es deficiente o inexistente, quedando relegada 
a instrumentos de emergencia, como los planes de emergencia comunales. 

Figura 9.  10 medidas de infraestructura y espacio verde (COP25).

Fuente: Basado en Muñoz, J. C., J. Barton, D. Frías, A. Godoy, W. Bustamante Gómez, S. Cortés, M. Munizaga, C. Rojas y E. Wagemann (2019). Ciudades y cambio 
climático en Chile: Recomendaciones desde la evidencia científica. Santiago: Comité Científico COP25; Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.
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Fuente: Modificada de Artículo.  Rojas, C., Pino, J. & Jaque, E. (2013). Strategic Environmental Assessment in Latin America: a methodological proposal for Urban 
Planning in the Metropolitan Area of Concepción (Chile). Land Use Policy 30, 519-527.

Fuente: Diario de Valdivia Online.

Figura 10.  Ecosistema planificado como zona residencial mixta, desarrollo condicionado, transporte, entre otras. Un ejemplo de las deficiencias de la planificación.

Figura 11.  Vivienda construida sobre humedal con claras evidencias de humedad en Población San Pedro, Valdivia.

Educación y participación comunitaria: Las Sbn también incluyen la 
educación y participación activa de la comunidad. Al fomentar la conciencia 
sobre los desafíos de las inundaciones y promover la participación de los 
residentes en la implementación de soluciones, se pueden lograr resultados 
más efectivos y sostenibles. Cada vez que hemos hecho alguna encuesta, 
las personas reconocen los servicios ecosistémicos de regulación de las 
inundaciones por los humedales. Además, las personas que viven en los 
entornos de los ecosistemas son muy sensibles y los valoran positivamente. 
La participación de las personas puede implicar la creación de programas 
de acción, planes de conservación y la colaboración con las autoridades 
locales en la planificación urbana y territorial. Un ejemplo de ello ha sido el 
proyecto GEF humedales costeros.

RECOMENDACIONES

Es importante dejar claro que las Sbn no evitan las inundaciones, 
pero sí ayudan a mitigar sus impactos para favorecer la resiliencia. Como 
recomendaciones consideramos que:

1. Debemos conciliar los cambios normativos y de planificación 
urbana y territorial para poder implementar las Sbn. En ese sentido, 
la cooperación entre los diferentes actores involucrados en la gestión 
del agua es fundamental para avanzar hacia ciudades sensibles al 
agua con una gestión integrada del riesgo de inundación (Figura 12).  

2. Las Sbn además generan co-beneficios que en definitiva contribu-
yen a contar con asentamientos humanos más sustentables y resilientes. 
Por ejemplo: un parque, que es una solución de infraestructura verde, 
tendrá como co-beneficio la recreación para las personas y la función 
de reducir el efecto del calor urbano.

3. Las Sbn son una forma relativamente económica, eficiente y 
sustentable para enfrentar las inundaciones y solucionar las deficiencias 
en infraestructuras para la resiliencia.

En este contexto, un primer intento de cambio y valoración del rol 
de los ecosistemas ha sido la Ley de Protección de Humedales Urbanos 
21.202, aún en evolución para poder determinar si sus efectos serán posi-
tivos para la implementación de soluciones basadas en humedales, pero 
que sin duda ha sido una contribución a ciudades más sensibles al agua. 
Otra oportunidad de implementación son los futuros planes comunales 
de acción climática explicados en la Ley 21455 de Cambio Climático y que 
deben realizar los unicipios del país. 

Por supuesto, para consolidar el rol de las Sbn en el control de inun-
daciones, ya sea para reducir el caudal máximo y/o reducir el volumen de 
la escorrentía, entre otros efectos, se requieren esfuerzos tecnológicos, 
económicos y de gobernanza. De esta forma, se logrará la colaboración 
entre gobiernos, empresas, organizaciones no gubernamentales y la 
sociedad civil, que es necesaria para establecer políticas y estrategias 
efectivas. Este documento es un soporte a esa discusión, relevando las 
evidencias científicas. 

En este sentido, además es fundamental contar con una gobernanza 
sólida y transparente, que promueva la participación ciudadana en la toma 
de decisiones relacionadas con el agua.
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Fuente: Urbancost, 2023.

Figura 12. Ciudades sensibles al agua.
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PUNTOS CENTRALES

· El aumento de la superficie global de bosques es una de las estra-
tegias más eficientes para mitigar las emisiones de gases efecto inver-
nadero que están acelerando el cambio climático en todo el planeta. 

· Las ciudades se pueden sumar a esta iniciativa mediante la fores-
tación urbana.

· El arbolado urbano es una estrategia de adaptación al cambio cli-
mático porque tiene la capacidad de regular las temperaturas extremas, 
retener la humedad del suelo y facilitar la infiltración de las aguas lluvias, 
evitando inundaciones.

· En Chile, el 87,7% de la población es urbana, por tanto, los benefi-
cios de su implementación llegarán a la gran mayoría de la población.

INTRODUCCIÓN

El aumento de la cobertura forestal es una de las estrategias más 
efectivas para combatir el cambio climático y mitigar el aumento de 
la temperatura del planeta. El Panel Intergubernamental del Cambio 
Climático (IPCC) ha priorizado a nivel global esta estrategia, y los go-
biernos han firmado compromisos explícitos para aumentar la superficie 
forestal al 2030.

La forestación urbana contribuye en parte a este objetivo, ya que 
permite adicionar superficies y masa forestal a las metas de cada país. Pero 
su contribución más relevante es la capacidad de mitigar los impactos 
más graves del cambio climático: altas temperaturas, pérdida de humedad 
del suelo, e inundaciones causadas por lluvias torrenciales, justo en los 
espacios en donde hoy vive la mayoría de la población.

En el mundo, más del 50% de la población es urbana y en Chile 
alcanza al 87,7%, según el Censo de 2017. Por esta razón, la forestación 
urbana permite acercar los esfuerzos de mitigación y adaptación a la 
ciudadanía, facilitando el compromiso y participación de la sociedad 
civil. Además, tiene una ventaja sobre otras estrategias de mitigación o 
adaptación al cambio climático: al mismo tiempo genera muchos otros 
beneficios que redundan en un aumento significativo del bienestar hu-
mano, tales como proveer contacto con la naturaleza en ambientes muy 
urbanizados, mejorar la calidad del paisaje urbano, favorecer la presencia 
de aves nativas e insectos benéficos, contribuir a la identidad urbana y 
al sentido de pertenencia, y favorecer el uso de los espacios públicos.

ANTECEDENTES

Estudios realizados en diversos países muestran el gran potencial 
de la plantación de árboles en zonas urbanas (forestación urbana) para 
contribuir a las metas de captura y almacenamiento de carbono. No hay 
datos actualizados para todos los países, pero las cifras de algunos de 
ellos son muy interesantes. En Canadá se ha estimado que el arbolado 
urbano existente almacena casi 34 Mt C (megatoneladas de Carbono) y 
que anualmente captura alrededor de 2,5 Mt CO2 (Pashera et al., 2014). 
En Estados Unidos, en 2018 se estimó una capacidad de captura neta 
de 18,9 Tg C año-1 a partir de la evaluación de la cobertura arbórea de 
3.553 ciudades.

A partir de la proyección de diversas políticas de uso del suelo y 
tendencias de expansión urbana, se estima que globalmente habría un 
potencial de aumentar hasta 3,34 millones de hectáreas de cobertura 
arbórea en las ciudades, lo que a su vez, permitiría aumentar la captura 
anual neta a 25,6 TgC año-1 (Fargione et al., 2018). Estos estudios con-
cuerdan en que el almacenamiento total y la tasa de secuestro anual de 
carbono (C) se correlaciona positivamente con el porcentaje de cobertura 
arbórea, con la proporción de árboles de mayor tamaño y la proporción 
de árboles sanos en el arbolado urbano. El arbolado urbano puede con-
tribuir también a disminuir las emisiones de carbono asociadas al uso de 
sistemas de aire acondicionado. La plantación de árboles alrededor de 
los edificios disminuye el consumo de energía para la regulación térmica. 
Por ejemplo, mediante la modelación de la plantación de 10 millones 
de árboles anualmente, en localizaciones seleccionadas para disminuir 
el gasto energético de los edificios (energy-conserving locations) por 
10 años, se ha estimado que al año 50 estos árboles almacenarán 77 
millones de toneladas de C, y habrán evitado la emisión de 286 millones 
de ton C desde las plantas de generación eléctrica (Nowak, 1993a). Si 
bien este cobeneficio es importante en países industrializados, en Chile 
podría no ser tan relevante dado que todavía no se ha generalizado el 
uso de aire acondicionado en las viviendas. No obstante, en el futuro, 
podría incrementarse debido al aumento de las temperaturas y la mala 
calidad de la aislación térmica de las viviendas (Escorcia Oyola et al., 2013).

Lo más relevante de la forestación urbana como estrategia de adap-
tación al cambio climático es que genera una gran variedad de servicios 
ecosistémicos (SE) simultáneamente con la captura y almacenamiento 
de carbono. Los SE son aquellas funciones del arbolado que generan 
beneficios para los seres humanos. Algunos de los SE más importantes 
para las ciudades chilenas son la captura de contaminantes atmosféricos 
tales como Ozono (O3), dióxido de Azufre (SO2), dióxido de Nitrógeno 
(NO2) y material particulado, la regulación del microclima urbano y mi-
tigación de altas temperaturas, el control de las inundaciones mediante 
la disminución de la escorrentía, el aumento de la infiltración de aguas 
lluvia, recarga de acuíferos y retención de humedad en el suelo (Carter 
et al., 2018; Livesley et al., 2016; Skelhorn et al., 2014).

Los árboles nativos además contribuyen a la conservación de la bio-
diversidad, ya que favorecen la presencia de fauna nativa, especialmente 
aves e insectos, como mariposas, abejas y moscas nativas, muchos de 
los cuales son desplazados de las zonas agrícolas debido a la aplica-

ción de agroquímicos para controlar la presencia de plagas, pero que 
afectan también a especies benéficas. Además, la forestación urbana 
aporta directamente al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sustentable (ODS) planteados por Naciones Unidas, especialmente con 
el ODS 13 “Acción por el Clima”, y el ODS 11 “Ciudades y Comunidades 
Sostenibles”. También puede contribuir al ODS 3 “Salud y Bienestar”, ya 
que el arbolado urbano tiene un positivo impacto en la salud física y 
mental de las personas. 

A continuación, se presentan los resultados de estudios realizados en 
Chile, en el marco del proyecto “Incorporación de los servicios ecosistémi-
cos en la planificación urbana” (Proyecto ANID/FONDECYT Nº1161709), 
y del proyecto “Dinámicas y riesgos en cuencas andinas para ciudades 
resilientes e inteligentes hídricamente” de CEDEUS. Los estudios se rea-
lizaron entre los años 2017-2019, y se han concentrado en dos servicios 
ecosistémicos relevantes para la adaptación al cambio climático: captura 
y almacenamiento de carbono, y regulación de temperaturas urbanas.

CAPTURA Y ALMACENAMIENTO DE CARBONO

En Chile hay escasas mediciones o estimaciones del C capturado y 
almacenado en el arbolado urbano. Particularmente, en Concepción, se 
analizó el Parque Ecuador mediante un catastro de las especies arbóreas 
presentes y posterior modelación con i-Tree_Eco™. Se estimó que el 
parque almacena un total de 350 toneladas de C, las cuales equivalen a 
1.285,3 toneladas de CO2. La capacidad de secuestro bruto anual alcanza 
a 3,22 toneladas de C, y 11,89 toneladas de CO2 equivalente (Barra, 2019). 
Los árboles de mayor tamaño (diámetro de tronco superior a 77 cm.) 
tienen una capacidad de secuestro anual desde 16 kg C año-1 mientras 
que los árboles con DAP menor a 8,9 cm secuestran solamente 2,0 kg 
C año-1 (Barra, 2019).

En La Serena y Coquimbo se calculó el carbono almacenado en el 
arbolado de 16 parques y plazas distribuidas en ambas ciudades. Se 
catastraron 437 árboles y palmeras presentes en las áreas verdes selec-
cionadas, de las cuales casi el 80% correspondió a flora de origen exótico. 
Del total catastrado, un 22,9% fueron palmeras, las cuales tienen escasa 
capacidad de almacenamiento de carbono. Los resultados por plaza o 
parque se resumen en la Tabla 1. La capacidad de almacenamiento varía 
significativamente: la Plaza de Armas de Coquimbo presenta el mayor 
valor con 199,5 ton. CO2, gracias a la presencia de dos grandes Ficus 
sycomorus de diámetros fustales de 108,7 y 92,3 centímetros (Salinas, 
2018). En el extremo opuesto, la plaza Bellavista tiene una capacidad 
de captura de apenas 0,3 ton., debido a su baja cobertura arbórea, ya 
que sólo cuenta con dos palmeras (Washingtonia robusta), un Quillay 
(Quillaja saponaria) y un aromo australiano (Acacia melanoxylon), todos 
de pequeño tamaño.

El estudio de Salinas (2018) muestra que es factible aumentar signi-
ficativamente la capacidad de captura y almacenamiento de carbono en 
las plazas de Coquimbo y La Serena mediante una selección apropiada de 
las especies de árboles, el aumento de la cobertura arbórea, y un manejo 
adecuado que contribuya al crecimiento y desarrollo de los árboles. En 
12 de las 16 áreas verdes analizadas es posible incrementar la cobertura Fotografía: Daniela Pizarro.
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arbórea y en todas se debe modificar el tipo de manejo para evitar las 
podas drásticas que disminuyen significativamente la capacidad de 
captura y almacenamiento de carbono. 

Es indispensable realizar estudios en otras ciudades chilenas para 
conocer mejor la actual capacidad de captura y almacenamiento de CO2, 
pero sobre todo es importante conocer las potencialidades de incrementar 
la capacidad actual, mediante la forestación de plazas y parques con baja 
cobertura arbórea, sumando la forestación de calles, avenidas y otros 
espacios públicos y privados. Ello debe ser realizado considerando las 
especies arbóreas mejor adaptadas a las regiones climáticas de Chile, y 
que aportan más significativamente a dicho objetivo.

Plaza o Parque C02 (tons plaza)

Plaza de Buenos Aires 28,5

Plaza Tenri 82,1

Plaza del Romeral Alto 1,6

Parque 18 de septiembre 8,3

El Buen Pastor 40,6

Plaza Villa El Indio 15,9

Plaza Cerro Grande nº1 3,5

Parque Espejo del Sol (N) 4,7

Parque Espejo del Sol (S) 5,7

Plaza Río Toltén 2,3

Plaza Nenúfares 20,9

Plaza Tesoreritos de Guayacán 11,0

Plaza Sector el Canelo 0,5

Plaza de Armas Coquimbo 199,5

Plaza Dalibor Rendic K. 19,6

Plaza Bellavista 0,3

Plaza Puyehue 44,1

Tabla 1. Almacenamiento de C02 de plazas y parques de Coquimbo 
y La Serena.

Fuente: Salinas, 2018.

REGULACIÓN DE TEMPERATURAS

Los árboles disminuyen la radiación solar por medio de la sombra, 
absorbiendo calor y disminuyendo la temperatura, y producto de sus 
procesos metabólicos liberan humedad, lo que aumenta el efecto enfria-
dor de la sombra. Por esta razón, las áreas verdes con mayor cantidad de 
árboles, y con árboles de mayor tamaño, tienen temperaturas máximas 
menores que su entorno urbano.

Para el caso de Coquimbo y La Serena se analizó la capacidad de 
enfriamiento de las plazas y parques, encontrando que en Coquimbo el 
49% de las plazas y el 79% de los parques tienen una baja capacidad de 

Fuente: Matamala, 2019. Reproducido con permiso de la autora. Fotografía: Daniela Pizarro.

Figura 1. Capacidad de enfriamiento de parques y plazas de Coquimbo y 
La Serena, según rangos de temperatura.
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enfriamiento, no superior a 1,2 ºC, mientras que sólo el 1% de las plazas 
puede disminuir la temperatura en 6ºC respecto de su entorno (Matamala, 
2019). En La Serena, el 46% de las plazas y 28% de los parques tienen 
una capacidad de enfriamiento menor a 1,2 ºC y sólo dos plazas (1% del 
total) tienen la capacidad de reducir en hasta 6 ºC la temperatura. Estas 
dos plazas tienen un 90% de cobertura arbórea y sólo un 10% de suelo 
pavimentado (Matamala, 2019).

La razón de la baja capacidad de enfriamiento es la baja cobertura 
arbórea de las áreas verdes y la alta proporción de superficies pavi-
mentadas. En Coquimbo, las plazas tienen en promedio el 50% de su 
superficie pavimentada (concreto, baldosas, y/o baldosines), y en la 
Serena corresponde al 42%. El concreto es un material que absorbe el 
calor del sol, aumentando la temperatura, lo que disminuye la capacidad 
de enfriamiento de los árboles presentes. Si se realizara un cambio en el 
diseño de las plazas, e incluso si se plantan árboles en las zonas pavimen-
tadas, la capacidad de regulación térmica aumentaría significativamente.

Un estudio similar se realizó en las ciudades de Temuco y Padre Las 
Casas, mostrando también una gran cantidad de superficies pavimen-
tadas y baja cobertura arbórea, a pesar de que estas ciudades están 
localizadas en clima templado lluvioso y cuyos ecosistemas nativos 
son principalmente bosques caducifolios y bosques de coníferas. Por 
lo tanto, hay una gran diversidad de árboles nativos factibles de ser 
utilizados en el arbolado urbano. El 65% de las áreas verdes tienen una 
cobertura arbórea menor al 20%, lo cual se traduce en que el 84,6 % de 
ellas tiene una capacidad de enfriamiento inferior a 2 ºC, el 14,2% tiene 
una capacidad de enfriamiento menor a 4 ºC y sólo el 1,2% (= 7 plazas) 
puede disminuir la temperatura en hasta 5 ºC (Westermeyer, 2019). La 
distribución de las plazas y parques según su capacidad de enfriamiento 
se muestra en la Figura 2.

En estas ciudades es posible aumentar significativamente la cobertura 
arbórea de las áreas verdes mediante un programa de forestación urbana 
orientado a la mitigación y adaptación al cambio climático.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

La municipalidad, de acuerdo con la legislación vigente, es la insti-
tución responsable del manejo de las áreas verdes y el arbolado urbano. 
Para ello cuenta con recursos propios y puede postular a diversos fondos 
del Gobierno Central asociados a programas específicos que le permiten 
aumentar la cobertura forestal (principalmente a través del arbolado de 
calles) y la superficie de áreas verdes.

Pero también hay otros servicios públicos con atribuciones en rela-
ción con el arbolado urbano. La Corporación Nacional Forestal (CONAF), 
dependiente del Ministerio de Agricultura, administra el Programa de 
Arborización Urbana, cuyo objetivo es el fomento del arbolado en 
espacios públicos, parques urbanos y periurbanos en Chile. Para ello, 
cuenta con 32 viveros en el país, donde produce especies nativas y exó-
ticas. CONAF se especializa en la producción de árboles y los entrega a 
municipalidades, organizaciones sociales, escuelas y personas naturales 
que lo solicitan. Este programa es el principal productor de árboles para 

espacios públicos urbanos y es el principal proveedor de árboles para 
las municipalidades chilenas.

Por su parte, el Programa de Parques Urbanos del Ministerio 
de Vivienda y Urbanismo administra los parques urbanos de gran 
tamaño en el Área Metropolitana de Santiago. Esta es una opor-
tunidad interesante para la implementación de esta estrategia de 
forestación urbana. Sin embargo, se requiere un esfuerzo de diálogo 
y capacitación, ya que hasta ahora los objetivos del programa son 
eminentemente ornamentales, sin priorizar aspectos ambientales ni 
de cambio climático. Ello se traduce en la predominancia de especies 
exóticas, baja cobertura arbórea y diseños con una alta proporción 
de superficies pavimentadas y carentes de vegetación. En ciudades 
que no son áreas metropolitanas, la municipalidad es la institución 
responsable de la implementación de esta estrategia y suele tener 
diversos programas e iniciativas vinculadas al arbolado urbano: 
construcción de nuevas áreas verdes, control de la contaminación 
del aire, disminución de inundaciones, embellecimiento del paisaje 
urbano, entre los más frecuentes.

En las áreas metropolitanas que abarcan muchas comunas (34 en 
Santiago, 11 en Concepción y 5 en Valparaíso), las municipalidades 
son responsables dentro de su jurisdicción territorial, pero debe existir 
una entidad de coordinación entre los municipios y con otros servicios 
públicos, tales como el Parque Metropolitano en Santiago, para que 
la administración de dichos parques sea concordante con las políticas 
municipales. En todos los casos CONAF debe estar incorporada en 
la toma de decisiones, en coordinación con municipalidades y otros 
servicios, dado que es la institución responsable de la producción de 
los árboles que serán utilizados en el programa de forestación urbana. 
En la actualidad, el principal cuello de botella para la implementación 
de esta estrategia es la baja producción de árboles nativos ornamen-
tales en los viveros del país (León-Lobos et al., 2020).

En síntesis, existe un marco legal y reglamentario que permite la 
implementación de esta estrategia existiendo interesantes sinergias 
con programas ya existentes, haciendo bastante factible su implemen-
tación. Sin embargo, no se han realizado evaluaciones de la eficacia de 
estos programas, el grado de éxito de las plantaciones, ni tampoco del 
porcentaje de sobrevivencia de los árboles. Para asegurar el éxito de 
esta estrategia y el cumplimiento de las metas de captura de carbono, 
es indispensable iniciar estudios en esta dirección.

RECOMENDACIONES

La forestación urbana puede implementarse en las regiones de 
Chile cuyos ecosistemas nativos incluyen ecosistemas forestales, o 
en las cuales hay árboles nativos adaptados a las condiciones cli-
máticas imperantes. Esto es en la zona centro, sur y austral de Chile, 
incrementando su factibilidad con la latitud. En la zona central, la 
factibilidad de implementación es afectada por la mayor competencia 
por el uso del suelo debido a la densidad de población y actividades 
en los espacios urbanos y periurbanos (ej. agricultura, urbanización, 
agroindustria, infraestructuras).

En este caso se deben realizar estudios para determinar el ámbito 
espacial en que puede ser aplicado, considerando los suelos disponibles 
tanto públicos como privados, susceptibles de incorporar nuevo arbolado 
o aumentar la densidad del arbolado preexistente. En las ciudades chilenas 
existen suelos destinados a parques urbanos que no se han construido, y 
franjas sujetas a restricciones como los espacios adyacentes a autopistas 
o las áreas de aproximación a los aeropuertos. Todos estos espacios son 
susceptibles de ser forestados. También se puede promover la forestación 
en los jardines y patios de viviendas. Por ejemplo, en el Área Metropolitana 
de Santiago, los jardines y patios de viviendas representan el 26% de la 
superficie urbana, que en el año 2010 era equivalente a 16.640 hectáreas, 
siendo 3,7 veces mayor que la superficie de áreas verdes públicas de ese 
mismo año (Reyes-Paecke & Meza, 2011).

Para la implementación de esta estrategia se propone seguir la reco-
mendación del IPCC respecto de la reforestación con especies nativas. 
Para ello, será necesario modificar los criterios de selección de especies 
para el arbolado urbano y también aumentar la cantidad y mejorar la 
calidad de las plantas nativas que se producen en viveros forestales 
(León-Lobos et al., 2020).

 
Se requiere un estudio de las especies arbóreas recomendadas, 

requerimientos de viverización y plantación y un protocolo estricto de 
obtención de semillas. Uno de los principales vacíos de conocimiento 
práctico se refiere a las condiciones de viverización adecuadas para es-
pecies nativas. Al respecto, se requieren estudios de largo plazo, ya que 
en la actualidad la producción de nativas para espacios urbanos en la 
zona central de Chile está concentrada en muy pocas especies: Quillay 
(Quillaja saponaria), Maitén (Maytenus boaria) y Boldo (Peumus boldus) 
y una especie naturalizada Pimiento (Schinus molle). En la zona sur hay 
una mayor diversidad de especies en los viveros, pero ello todavía no se 
refleja en la flora urbana, y no hay suficiente información respecto de la 
supervivencia de los árboles una vez plantados.

Junto con los estudios climáticos y geográficos, se deben conocer 
las preferencias de la población respecto de especies, localización, 
estructura y diseño de los espacios que serán forestados. Ello porque a 
mayor identificación de la población con los proyectos de forestación, 
habrá un mayor respaldo a su implementación, y mayores posibilidades 
de permanencia en el largo plazo. 

Hay experiencias de forestación en áreas urbanas que pueden en-
tregar información útil para la implementación de esta política, como 
por ejemplo aquellas implementadas en Cerros de Renca, en Santiago 
desde el 2006, y en el Cerro Chena desde 2008. Al respecto, se deben 
realizar estudios que permitan consolidar esta experiencia y diseñar 
estrategias adecuadas para asegurar el éxito y evitar las dificultades que 
han enfrentado las experiencias anteriores.

Santiago. Fotografía: Daniela Pizarro.
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La ciudad es un espacio de derechos. Derechos para sus habitantes 
que se asocian a un conjunto de dimensiones y requisitos que deben 
proyectarse en la ciudad para que esta sea justa, habitable, inclusiva, 
sostenible y resiliente. Dentro de estos derechos está la vivienda, la que a 
su vez -según organismos como ONU-Hábitat- debe ofrecer una serie de 
cualidades para convertirse en una vivienda adecuada, entre los cuales 
están la asequibilidad, la habitabilidad, la localización lejos de zonas de 
riesgo y con acceso a las oportunidades y servicios de la ciudad.

Los artículos de este capítulo se relacionan precisamente con dos 
temas fundamentales de la vivienda: la asequibilidad y la habitabilidad, 
los que por largo tiempo han sido parte de sostenidas discusiones en el 
país.  La asequibilidad es probablemente una de los aspectos más com-
plejos de abordar en el marco de una política de vivienda, toda vez que 
ella está directa o indirectamente relacionada con el modelo político y 
la realidad socioeconómica de cada país o región, con cuestiones cultu-
rales, con la flexibilidad para adoptar y adaptar diversos instrumentos de 
política según la organización del Estado, con la dimensión del problema 
y depende además de cuestiones coyunturales, entre otras. En cuanto a 
la habitabilidad, que implica un conjunto de atributos que deben ofrecer 
las viviendas para el confort y bienestar de las personas, también ha 
sido un tema de amplia discusión en el país y su materialización se ha 
concretado a través de instrumentos de políticas públicas, en diversos 
países desde hace décadas.

El documento “Vivienda asequible: aprendizaje desde Barcelona y 
Londres” muestra y compara instrumentos de políticas públicas, distintos 
entre sí y que se han aplicado en estas dos ciudades. Es posible observar 
que en ellas se aplican estas políticas en virtud del reconocimiento del 

derecho a que las familias accedan a una vivienda adecuada, aún en 
condiciones de dificultad que ciertos sectores sociales enfrentan para 
lograr viviendas con estas cualidades. La relevancia del documento ra-
dica además en el hecho de que a partir de estas experiencias es posible 
proponer recomendaciones absolutamente pertinentes para nuestro 
país, entre las cuales se encuentra la aplicación de políticas de alquiler 
de vivienda asequible, más allá de las experiencias comunales que han 
existido. Otras recomendaciones apuntan a generar políticas de gestión 
de suelo metropolitano y a que gobiernos comunales se constituyan en 
actores para la provisión de viviendas en sus territorios.

Por otra parte, el contenido del documento “Calificación energética 
obligatoria para viviendas” claramente se relaciona con el consumo de 
energía para acondicionamiento térmico, un componente relevante de 
la habitabilidad ofrecida por los edificios. Este texto se escribió mientras 
en el Congreso se discutía la Ley 21305 sobre eficiencia energética, mo-
mento en que uno de sus autores fue invitado a presentar y analizar este 
contenido con las y los integrantes de la Comisión de Energía y Minería 
del Senado.  El documento se constituyó en un aporte a la discusión para 
que la Calificación Energética de Viviendas (CEV), transitara de su carácter 
voluntario a la obligatoriedad para viviendas nuevas, transformándola 
en un instrumento más efectivo para la reducción de las asimetrías de 
la información que afecta a los consumidores de viviendas, quienes 
en general son poco conocedores de las cualidades que implican los 
atributos de eficiencia energética de los edificios. La obligatoriedad de 
la CEV es sin duda muy relevante, pero esta requiere complementarse 
con otros importantes instrumentos, -en cuya elaboración CEDEUS 
también ha participado- y que aún están en proceso de aprobación para 
su aplicación en todo el país, luego de largos años.



40 Centro de Desarrollo Urbano Sustentable

Decálogo para la sustentabilidad urbana

Sa
nt

ia
go

. F
ot

og
ra

fía
 ©

Ca
io

 S
ilv

a.

Vivienda asequible:
aprendizajes desde 
Barcelona y Londres

Autores:
Luis Fuentes
Javier Ruiz-Tagle
Felipe Valenzuela

Documento Para Política Pública Nº07 | Mayo 2020



4342 Centro de Desarrollo Urbano Sustentable Centro de Desarrollo Urbano Sustentable

Decálogo para la sustentabilidad urbana Propuestas de política pública desde la investigación

PUNTOS CENTRALES

Este documento presenta la experiencia reciente de Barcelona y 
Londres para nutrir la discusión sobre la implementación de una política 
de vivienda asequible en Chile. Los casos estudiados inducen a avanzar 
en la implementación de un modelo de vivienda en alquiler protegido.

INTRODUCCIÓN

Las dificultades para acceder a la vivienda en Chile se han acentua-
do en los últimos años, debido al aumento sostenido de los precios de 
compra y arriendo. Mientras las posibilidades de adquirir una vivienda 
en el mercado privado son cada vez más restringidas (IEUT-INCITI, 2018), 
las políticas habitacionales no han logrado revertir las dificultades, de 
manera que en los últimos años se ha observado un aumento del alle-
gamiento (Ministerio de Desarrollo Social, 2018) y un crecimiento de los 
campamentos (MINVU, 2019a). 

Este problema no sólo se observa en Chile, sino que corresponde 
a una crisis global de inasequibilidad de la vivienda, donde sus precios 
suben mucho más rápido que los ingresos de los habitantes. Buscando 
orientar la discusión sobre políticas de vivienda asequible en Chile, 
en este documento se analiza la experiencia de dos ciudades que han 
desarrollado planes para asegurar el acceso a la vivienda para su po-
blación, en el contexto de reconocidas crisis habitacionales: Londres 
(Reino Unido) y Barcelona (España). Mientras el Reino Unido ha tenido 
tradicionalmente políticas orientadas a la vivienda social en arriendo, 
en España los programas se han focalizado más bien en la propiedad 
(Arends M & García-Almirall, 2014).

Barcelona, España. Fotografía: George Kedenburg.
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Londres, Inglaterra. Fotografía: Arvydas Venckus.

ANTECEDENTES

Plan para el derecho a la vivienda de Barcelona (2016-2025)

Este plan ha sido elaborado por el Ayuntamiento de Barcelona (2016) 
con el objetivo de “garantizar la función social de la vivienda y avanzar en 
la construcción de un servicio público en este ámbito que esté a la altura de 
las mejores prácticas de otras ciudades europeas” (p.8). Dicho plan está 
basado en un enfoque de derechos, teniendo en cuenta que el derecho 
a una vivienda digna está consagrado en diferentes instrumentos y, por 
lo tanto, existe una obligación de abordarlo. 

Desde el inicio de la crisis inmobiliaria y económica que afecta a 
España, se observa que las dificultades para acceder a la vivienda han 
aumentado, debido al desempleo, la precariedad laboral y la disminución 
de los ingresos. Por otra parte, el acceso a la vivienda está crecientemente 
limitado por la presión inmobiliaria asociada al turismo y a la industria de 
los alojamientos temporales (ej. Airbnb), lo que genera un aumento de 
los precios y motiva el desplazamiento de los arrendatarios de menores 
ingresos hacia fuera de la ciudad. Entre 2008 y 2015 aumentaron consi-
derablemente los desalojos en Barcelona, por embargos a propietarios 
o alzas de precios a arrendatarios, sumando más de 35 mil casos.

Así, la promoción de la vivienda asequible, denominada general-
mente como Vivienda de Protección Oficial (VPO), ha estado orientada 
principalmente a la entrega en propiedad, con un porcentaje muy bajo 
de vivienda pública en alquiler, en comparación con el resto de Europa 
(Arends M & García-Almirall, 2014). En este contexto, uno de los principales 
objetivos del plan es aumentar el Parque de Vivienda Asequible, a través 
de una mayor provisión de VPO y de ayudas al alquiler. 

Para el aumento de la VPO se ha reservado el 30% de las unidades 
de nuevos proyectos inmobiliarios residenciales para vivienda protegi-
da, además de otorgar atribuciones para que el ayuntamiento realice 
compras de terrenos y edificios de manera preferente1. Junto con ello, 
el plan establece que el Patronato Municipal de Vivienda aumentará su 
producción habitacional para llegar a mil unidades por año, buscando 
destinar el 80% de las nuevas viviendas al alquiler, y el 20% restante en 
la modalidad de derecho de superficie. Esta modalidad implica adquirir 
una propiedad por un precio inferior al de mercado, pero por un período 
determinado de 75 años y manteniendo el suelo siempre en propiedad 
de la administración (Ajuntament de Barcelona, 2020).

El alquiler social corresponde a un arriendo con precios máximos 
definidos, y para acceder a él los hogares deben inscribirse en el Registro 
de Solicitantes de Vivienda y acreditar un nivel de ingresos inferior a un 
límite establecido según el Indicador de Renta de Suficiencia de Cataluña 
(IRSC). Además, existe un programa destinado especialmente a adultos 
mayores, a través de la llamada “vivienda dotacional para personas 
mayores” (Ajuntament de Barcelona, 2020). 

Adicionalmente existen las denominadas “ayudas al alquiler”, que co-
rresponden a subvenciones que cubren una porción del precio, entregadas 
a hogares que presentan dificultades para continuar pagando el alquiler 
de sus viviendas en el mercado privado. Existen programas destinados 
a hogares que mantienen deudas de alquiler o que se encuentran al día 
en sus pagos, pero tienen dificultades para mantenerlos. Los requisitos 
para acceder a estos beneficios implican la acreditación de un nivel de 
ingresos determinado según el IRSC, y se definen montos máximos para 
el valor de los alquileres y para la ayuda entregada. 

Otra iniciativa para el mercado privado es la Bolsa de Vivienda de 
Alquiler de Barcelona, que ofrece garantías de pago y beneficios para la 
rehabilitación de las viviendas, para incentivar que pongan sus propie-
dades en alquiler a través de esta modalidad, a precios por debajo del 
valor de mercado. 

London Housing Strategy (2018)

Este plan ha sido elaborado por la Greater London Authority (2018), 
bajo la administración del alcalde Sadiq Khan, con el objetivo de enfrentar 
una reconocida crisis habitacional en la ciudad y permitir el acceso a una 
vivienda digna y asequible a todos los londinenses. Uno de sus principios 
es la valoración de la mezcla social que caracteriza a la ciudad, y que es 
considerada como un importante activo para su desarrollo: “el éxito de 
Londres depende de que puedan vivir aquí personas de diferentes orígenes 
y niveles de ingresos” (Greater London Authority, 2018, p. 12).

La crisis de vivienda que experimenta Londres es una de las ma-
yores amenazas para el futuro de la ciudad, en un contexto marcado 
por procesos de gentrificación y desplazamiento en sus áreas centrales 
(Atkinson, 2000). Se reconoce que ser propietario está cada vez más fuera 
del alcance de la mayoría, mientras que la disponibilidad de vivienda 
asequible se ha reducido en los últimos años. Uno de los principales 
factores que ha incidido en esta disminución es la política “Right to Buy”, 
implementada desde 1980, que ha permitido la venta de más de 280 
mil viviendas asequibles a sus arrendatarios. Ello ha implicado que entre 
2007 y 2015, el porcentaje de nuevas viviendas asequibles disminuyó de 
33% a 13%, lo que ha llevado a un aumento en la cantidad de hogares 
en espera por una vivienda, y a mayores niveles de hacinamiento en las 
viviendas sociales (Greater London Authority, 2018). Por otra parte, la 
evidencia muestra que no todos los esquemas disponibles son efecti-
vamente asequibles para la mayoría, especialmente en los segmentos 
más pobres (Murphy & Baxter, 2017).

Para promover la vivienda asequible existen diferentes instrumentos, 
orientados tanto al alquiler como a la propiedad. Si bien no existe una 
definición de vivienda asequible (Murphy & Baxter, 2017), en general se 
entrega apoyo a hogares que no pueden satisfacer sus necesidades de 
vivienda a través del mercado. La elegibilidad se determina en relación 

1 https://www.barcelona.cat/infobarcelona/es/vivienda/acuerdo-entre-entidades-y-grupos-politicos-para-que-el-30-de-las-nuevas-viviendas-sean-protegi-
das-2-2_744446.html
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con los ingresos y los precios de las viviendas en un determinado sector. 
El Plan impulsado por Londres pretende incentivar tres modelos de 
vivienda asequible: Social Rent, London Living Rent, y Shared Ownership. 

Social Rent corresponde a vivienda pública entregada en arriendo a 
precios protegidos, y es la forma tradicional de acceso para los sectores de 
menores ingresos en el Reino Unido. El 22,5% de los hogares de Londres 
vive en este tipo de viviendas (Murphy & Baxter, 2017), que son propiedad 
de las autoridades locales (de nivel municipal) o de algunos proveedores 
privados registrados, quienes deben seguir los  estándares de arriendo 
establecidas a nivel nacional (Greater London Authority, 2016). Los 
gobiernos locales establecen sus propios procedimientos de selección 
de los beneficiarios, pero la legislación requiere que se prioricen ciertos 
grupos, como los que carecen de vivienda, viven en hacinamiento o son 
considerados vulnerables por otras razones. Los precios no representan 
necesariamente un porcentaje específico de los ingresos, pero son de-
terminados por debajo del nivel de mercado, a través de una fórmula 
(Homes & Communities Agency, 2015) -administrada a nivel local- que 
ajusta los precios según el nivel de los salarios y el valor relativo de la 
propiedad en arriendo (Mayor of London, 2020; Murphy & Baxter, 2017). 

London Living Rent es un producto habitacional intermedio, creado 
recientemente, que ofrece alquiler a hogares de ingresos medios mientras 
compran una vivienda definitiva. Se orienta a arrendatarios, tanto del 
sector privado como de “social rent”, que no tienen ahorros suficientes 
para comprar una vivienda en el sector y se espera que puedan ahorrar 
para transformarse en propietarios. Para ser elegibles, los hogares deben 
tener un ingreso anual inferior a 60 mil libras y ser capaces de ahorrar 
para comprar en un plazo de 10 años. Los precios son establecidos por 
los gobiernos locales, basándose en los niveles de salarios y precios de 
las viviendas a nivel local, y deben ser iguales o inferiores a un 80% del 
precio de mercado. 

Por último, London Shared Ownership es un programa de acceso a 
la propiedad para hogares de ingresos medios, donde éstos compran 
una parte de la propiedad (entre 25% y 75%) a través de un crédito 
hipotecario, y luego pagan un alquiler proporcional y regulado por el 
resto de su valor, lo que resulta más barato que el pago de una hipoteca 
completa o de un alquiler en el mercado privado. Además, a lo largo del 
tiempo pueden subir o bajar su proporción de propiedad, comprando 
o vendiendo. Para ser elegibles por las autoridades locales, los hogares 
deben tener un ingreso igual o inferior a 90 mil libras anuales. 

En general, las viviendas que forman parte de estos programas son 
destinadas especialmente a ser asequibles, lo que se busca mantener 
a perpetuidad, excepto en los casos acogidos al mencionado esquema 
“Right to Buy”. En ese sentido, no se trata de viviendas que estén dispo-
nibles también en el mercado privado. Para el arriendo en el mercado 
privado existen algunas ayudas, pero más bien asociadas a emergencias 
económicas por las que pueden atravesar las familias.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

En Chile, el concepto de vivienda asequible es poco utilizado. La política 
habitacional se ha centrado en la entrega de subsidios para la compra 
de vivienda, con un criterio de focalización que busca beneficiar a los 
segmentos más vulnerables de la población. Así, no existen  programas 
de vivienda social en alquiler (con la excepción de iniciativas puntuales 
de algunos municipios), a diferencia de la mayoría de los países de la 
OCDE, donde tienen una presencia relevante (Salvi Del Pero, Adema, 
Ferraro, & Frey, 2016).

Ante el crecimiento de la importancia del arriendo, y la búsqueda 
de mejores condiciones de localización que las ofrecidas por la vivienda 
social, en 2014 se implementó la primera política habitacional orientada 
al arriendo en Chile: el subsidio al arriendo DS 52. En su origen, este 
subsidio se presentaba como una solución habitacional transitoria, prin-
cipalmente para hogares jóvenes, con la perspectiva de que pudieran 
acceder a una vivienda definitiva. Sin embargo, en los años siguientes 
se ampliaron los rangos de edad de los potenciales beneficiarios, y se 
incrementó también el plazo máximo de duración del subsidio (Link, 
Valenzuela, & Marín-Toro, 2019). 

El subsidio se entrega a hogares que pertenecen al 70% más vulnerable 
de la población de acuerdo al Registro Social de Hogares. Se establece 
un requisito de precio máximo de arriendo mensual -entre 9,2 y 12 UF-, 
dependiendo de la comuna, y el Estado cubre una parte de ese valor, por 
un máximo cercano a las 3 UF mensuales. Entre 2014 y 2019 el subsidio 
de arriendo registró 64.325 postulaciones y se seleccionaron 44.190 be-
neficiarios (MINVU, 2019b). Sin embargo, solo 16.817 beneficiarios (el 38% 
de los seleccionados) ha podido utilizar efectivamente el subsidio, lo que 
corresponde apenas al 1,3% del total de hogares arrendatarios en el país. 

Los problemas para hacer efectivo el subsidio se explican principal-
mente por la dificultad de encontrar viviendas cuyo valor de arriendo 
mensual esté dentro de los rangos de precios máximos establecidos. El 
subsidio al arriendo chileno se aplica en el mercado privado, sin establecer 
una regulación de los precios. Por lo tanto, al apoyar la demanda solo se 
contribuye a que los precios suban aún más. Entonces, no corresponde 
a una política de arriendo protegido, y se asimila más bien a las ayudas 
al alquiler que, tanto en Londres como en Barcelona, se aplican solo en 
situaciones de emergencia económica de las familias, para apoyar el 
pago de los arriendos y evitar su desalojo. 

Respecto al arriendo protegido, se ha discutido recientemente la 
aplicación de una política en este sentido y se han estudiado algunas 
experiencias para la administración de inmuebles destinados al arriendo 
asequible (Centro de Políticas Públicas UC, 2018). Por otra parte, se han 
realizado algunas experiencias innovadoras de proyectos de vivienda social 
en arriendo (a través del modelo conocido como “inmobiliaria popular”), 
que se desarrollan en Recoleta, Independencia y Santiago. Sin embargo, 
pese a que en 2017 y 2018 existió un mecanismo ofrecido por el MINVU 
para incorporar estos proyectos (Link et al., 2019), ello no se ha traducido 
aún en la elaboración de una política de vivienda de arriendo protegido. 

RECOMENDACIONES

Si bien históricamente las experiencias de Barcelona y Londres han 
sido diferentes en la manera de abordar el acceso a la vivienda, frente a 
la situación de crisis habitacional que ambas ciudades viven, es posible 
identificar algunos elementos en común que pueden ser considerados 
en modificaciones a las políticas habitacionales chilenas orientadas a la 
vivienda asequible. 

En primer lugar, en ambos casos se reconoce la necesidad de pro-
mover con fuerza la vivienda asequible y de recuperar para ello el rol del 
sector público, luego de que -en las últimas décadas- el mercado ganara 
terreno respecto a la oferta habitacional. En este sentido, se pretende que 
los modelos de alquiler protegido continúen vigentes (especialmente en 
Londres) y se busquen maneras de fomentarlos, lo que podría ser replicado 
en el caso chileno.  Por lo tanto, algunas iniciativas que se podrían instalar 
en Chile serían: i) creación de un modelo de vivienda asequible ofrecida 
en arriendo, a precios protegidos; ii) cuotas de vivienda social en todos 
los proyectos inmobiliarios; iii) incorporación de oferta privada a través 
de una bolsa de alquiler, en que se ofrecen ciertas garantías a los propie-
tarios para que pongan sus viviendas en arriendo a precios asequibles. 

En segundo lugar, es importante tener en cuenta la relación entre los 
planes de vivienda y las atribuciones que tienen los gobiernos metropolita-
nos de Barcelona y Londres para desarrollar herramientas de planificación, 
gestión de suelo y coordinación de iniciativas de inversión que le den 
sustento a estos planes. En Chile no existen planes de vivienda a escala 
de ciudad y la política habitacional se desarrolla sectorialmente desde 
el nivel central, lo que puede dificultar la aplicabilidad de una política de 
vivienda asequible con oferta pública. Algunas iniciativas que se podrían 
desarrollar al respecto son: i) mayores atribuciones de gestión de suelo 
a nivel metropolitano para poner a disposición terrenos para vivienda 
en alquiler protegido; ii) capacidad de sancionar edificios en desuso 
para fomentar su reconversión en vivienda, y iii) incluir en la provisión 
de vivienda a otros actores públicos como los gobiernos municipales.

Las crecientes dificultades para acceder a la vivienda en Chile repre-
sentan un problema urgente, especialmente en el contexto del “estallido 
social” y sus importantes raíces urbanas. En este escenario, es necesario 
explorar iniciativas innovadoras para fomentar la vivienda asequible, 
que permitan contrarrestar los efectos de la segregación y la exclusión 
producidos por el mercado. Es de esperar que, dada la urgencia del pro-
blema, exista la voluntad política necesaria para enfrentar este desafío.  

Santiago, Chile. Fotografía: Fran Onell.
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PUNTOS CENTRALES

El proyecto de Ley sobre Eficiencia Energética establece la obliga-
toriedad de la Calificación Energética de Viviendas, que hasta la fecha, 
había sido de aplicación voluntaria. Si bien esto puede representar un 
avance en la reducción de las asimetrías de información que aqueja a los 
consumidores, requiere de un esfuerzo significativo de comunicación e 
implementación y la complementariedad con otros instrumentos para 
que sea efectiva. 

INTRODUCCIÓN

La Calificación Energética de Viviendas (CEV) como instrumento de 
política pública tiene como objetivo aumentar la transparencia respecto 
a la eficiencia energética en el mercado, tal como ha sido declarado 
por la Comunidad Europea, para sus Certificados Energéticos (Directiva 
2010/31/EU, 2010). De esta manera, se pretende reducir la asimetría de 
información, identificada como uno de los principales fallos del mercado 
asociado a la eficiencia energética en edificaciones, dada la dificultad 
que tiene un consumidor para poder evaluar empíricamente la calidad 
constructiva, por sobre lo que pueda comunicarle el vendedor mismo 
(Caroll et al., 2016; Matisoff et al., 2016). 

Desde una perspectiva de mercado, el etiquetado energético per-
mite que un desarrollo inmobiliario se diferencie efectivamente de sus 
competidores, pudiéndose generar sobreprecios, permitiendo capitalizar 
las mejoras técnicas. De esta forma, se apuesta por la promoción de 
edificios con estándares más altos de eficiencia energética, puesto que 
se entiende que los costos evitados en los consumos energéticos para 
calefaccionar o refrigerar viviendas inciden positivamente en la disposición 
a pagar por ellos. Sin embargo, se han identificado serias dificultades 
en la capacidad de comunicar de manera efectiva la relevancia de la 
eficiencia energética, tal como ha sido señalado por Marmolejo-Duarte 
et al. (2020, En prensa) para el caso español. Esto trae una serie de impli-
caciones, que no solo comprometen el éxito del etiquetado energético 
en cuanto política pública, sino que consolidan una espiral de inacción 
en torno a la construcción sustentable —el “circulo vicioso de la culpa” 
de Cadman (2000)— la cual involucra a usuarios, arquitectos, desarro-
lladores e inversionistas. 

Por el contrario, la variable definida como “buena inversión debido a 
sus características de sustentabilidad” resultó ser por mucho la más 
atractiva en términos de estimular la compra de la vivienda.

Estos resultados pueden entenderse desde el modelo rentista que 
desde hace un par de décadas ha estado asociado al mercado de la 
vivienda en Chile. Concepto que la literatura anglosajona ha denomina-
do investification (Hulse y Reynolds, 2018) —y que Vergara-Perucich y 
Aguirre (2019) han descrito para el caso nacional— y que se define como 
la existencia de una desproporcionada cantidad de propietarios que 
compra viviendas de menores ingresos para arrendarlas y rentar. Dicha 
situación no resulta trivial en el contexto de esta discusión, toda vez que 
la interacción entre oferta y demanda en un mercado de viviendas con 
muy bajas regulaciones, y basada en la explotación monopolística de la 
localización, puede generar que el valor de suelo capture el excedente 
del consumidor casi en su totalidad (Encinas et al., 2019). Esto también 
genera que atributos de eficiencia energética, así como otros asociados 
al proyecto arquitectónico y técnico del producto inmobiliario, pierdan 
total relevancia y no sean percibidos como herramientas útiles para la 
decisión de compra.

Esta condición establece las limitaciones propias de un instrumento 
de política pública pensado desde y para el mercado —también definido 
como “blando” por la taxonomía de GTZ et al. (2006)— haciendo alta-
mente recomendable el que la CEV pase a tener carácter obligatorio. Sin 
embargo, esto no puede darse por si sólo, como un instrumento aislado, 
ni aplicarse de cualquier manera.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

Chile fue uno de los primeros países de Latinoamérica en adoptar 
una regulación energética de carácter obligatorio para viviendas, a través 
del establecimiento de requerimientos de transmitancia térmica en dos 
etapas: para techumbres en el 2000; y para muros perimetrales, ventanas 
y pisos ventilados en el 2007. Sin embargo, ésta ha sido considerada débil 
en comparación con los estándares internacionales, por organismos tales 
como el Banco Mundial (Liu et al., 2010)2 y la OCDE (Caldera Sánchez, 
2012). De manera similar, si bien los expertos nacionales han valorado 
estos estándares como definición inicial, existe consenso en que todavía 
está en deuda como aporte efectivo a la eficiencia energética de las 
viviendas (Bustamante et al., 2009a, 2009b; Celis et al., 2012; Collados y 
Armijo, 2008), además de no haber sido actualizada en más de 10 años.

A raíz de esta situación, el MINVU impulsó una propuesta de actua-
lización en el 2014, cuyos estándares representaban una considerable 
mejora en relación a la situación precedente, pasando en el caso de 
Santiago, de un valor de 1,9 a 0,6 W/m2K como transmitancia térmica 

1La metodología utilizada correspondió a un modelo de Kano, hibridado con Ingeniería Kansei, adaptada de los trabajos de Llinares y Page (2011); Marmole-
jo-Duarte y Villar-Llull (2015); y Tama et al. (2015).
2 En este documento se menciona el hecho de que la transmitancia térmica máxima para muros en Santiago es de 1,9 W/m2K, mientras que Portugal —con un 
valor de grados días de calefacción similar— presentaba una exigencia de 1,2 W/m2K a mediados de la década de los 90. Adicionalmente, todo el resto de los 
países de la Comunidad Europea presentan valores significativamente menores.

ANTECEDENTES

El impacto que generan los etiquetados energéticos sobre los 
precios de venta o arriendo ha sido ampliamente discutido en la 
literatura internacional. Dentro de ésta, existe claramente un contras-
te entre los estudios realizados en base a modelos de preferencias 
reveladas, como los precios hedónicos, según los cuales existiría un 
aumento efectivo en los precios de venta, pudiendo llegar hasta un 
4 o 5% por cada letra del etiquetado en algunas ciudades europeas 
(Bio Intelligence Service et al., 2013; de Ayala et al., 2016; Fuerst et 
al., 2016, 2013; Gelegenis et al., 2014); y otros realizados en base a 
preferencias declaradas o que tratan de recoger directamente la per-
cepción de los consumidores (como encuestas o entrevistas), donde 
este impacto ha sido definido como muy bajo, o incluso como marginal 
(Marmolejo-Duarte et al., 2020; Murphy, 2014; Pascuas et al., 2017).

Se ha propuesto que una de las causas de esta contradicción 
estaría dada por el hecho de que la contribución de los etiquetados 
energéticos en los modelos de precios hedónicos podrían estar 
enmascarando otras variables, tales como la calidad constructiva 
(Marmolejo-Duarte y Chen, 2019; Olaussen et al., 2017).

En el caso nacional, no ha sido posible analizar la formación de 
precios utilizando métodos de preferencias reveladas, debido a la 
baja adopción que ha tenido la CEV —en su modalidad aplicación 
voluntaria— en el mercado. De acuerdo con estadísticas oficiales 
del Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU), en términos de la 
calificación definitiva para viviendas con recepción municipal final 
obtenida, sólo un 11% de estas corresponden al mercado privado, 
lo cual se traduce en 1.365 unidades en todo Chile durante los pri-
meros 5 años de aplicación. Este valor es muy bajo en comparación 
con el stock total del mercado inmobiliario, que a nivel nacional ha 
fluctuado entre las 70.561 y 101.659 unidades dentro del mismo 
periodo (CChC, 2018).

Debido a esto, CEDEUS realizó un estudio1 en base a preferencias 
declaradas para identificar: 1) la relación que existe entre los atributos 
de eficiencia energética y la disposición a comprar la vivienda; y 2) 
la forma en cómo éstos son percibidos por parte de una muestra de 
potenciales compradores. Para esto, se realizaron encuestas en salas de 
venta de 3 promociones inmobiliarias de edificios en altura, ubicados 
en la ciudad de Santiago. Los resultados del estudio mostraron algo, 
en principio, sorprendente: la CEV no sólo no era capaz de consti-
tuirse con un elemento relevante en la decisión de compra, sino que 
incluso desincentivaba la disposición a comprar. Análisis posteriores 
mostraron que la CEV se correlacionaba de manera directa con el 
precio de la vivienda, generando una menor atracción de compra. 
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Fuente:  Manual de Procedimientos Calificación Energética de Viviendas en Chile. .

Figura 1. Ejemplo de los resultados de la CEV a través de: etiqueta de eficiencia energética (izquierda) y sello de eficiencia energética (derecha). máxima para muros (NTM 011/2, 2014). Si bien estos valores constitu-
yeron la base para los Estándares de Construcción Sustentable para 
Viviendas (MINVU, 2016) —de aplicación voluntaria— a la fecha no han 
sido implementados de manera obligatoria en la Ordenanza General de 
Urbanismo y Construcciones.

Al mismo tiempo, desde el 2013 se ha implementado en Chile la 
ya mencionada CEV, constituyéndose como un instrumento voluntario 
que evalúa la eficiencia energética, considerando el consumo de agua 
caliente sanitaria, iluminación y calefacción. Como resultado, se establece 
una etiqueta (Figura 1, izquierda) —que formalmente es muy similar 
a los Certificados Energéticos de la Comunidad Europea— y con un 
ranking en letras que va desde “A+” a “G”, ordenadas de más a menos 
eficiente y siendo la “E” la que representa el estándar constructivo 
mínimo contenido en la regulación vigente. 

Sin embargo, este ranking resulta contradictorio con las últimas 
recomendaciones emanadas desde la Comunidad Europea para los eti-
quetados energéticos. El Reglamento más reciente indica que debiesen 
evitarse las clases A+, A++ y A+++, dado que los consumidores “pueden 
verse inducidos a suponer que existen mejores clases de energía para 
una determinada etiqueta que las expuestas”, y por lo tanto generan 
confusión. En virtud de esto, se recomienda realizar un reescalado de 
las etiquetas existentes, “con el fin de garantizar una escala de A a G 
homogénea” (Reglamento (UE) 1369, 2017). 

De manera complementaria al etiquetado, se estableció un sello 
de eficiencia energética (Figura 1, derecha), que pretende entregar 
“información de fácil entendimiento que puede ser usada para difusión”, 
y que el mandante “podrá usar para fines publicitarios” (MINVU, 2018). 
Esto es, la demanda de calefacción y enfriamiento (expresadas en kWh/
m2 año) y el porcentaje de ahorro energético, pero sin mostrar la clase 
energética (letra) obtenida. Si bien esta medida, en principio, pareciese 
ir en la dirección de favorecer la comprensión de los contenidos del 
etiquetado, no contribuye en proveer transparencia al consumidor con 
respecto al mercado total de viviendas —que es lo que se esperaría al 
estar éste en un proceso de cotización y compra— ya que la vivienda 
no se compara con el resto, entregando solo sus propios parámetros.

El sello de eficiencia omite la clase energética, evitando la compa-
ración con otras viviendas, y establece un indicador de ahorro ener-
gético que no es claro, ni de fácil comprensión, ya que se calcula en 
base al promedio de las 4 orientaciones para la misma vivienda y con 
una envolvente térmica definida según los requerimientos mínimos 

establecidos por la regulación vigente. Esta situación se ve agravada 
por el hecho de que, al existir estándares mínimos débiles en términos 
de desempeño energético, se puede acceder fácilmente a algún tipo 
de mejora sin que necesariamente represente un aporte significativo 
a la eficiencia energética, confort térmico o calidad ambiental interior 
de las viviendas, abriendo la puerta a la práctica del greenwashing3 
(Encinas et al., 2018a).

Finalmente, cabe señalar que el proyecto de Ley sobre Eficien-
cia Energética (Boletín N°12058-08, 2018) —que al momento de la 
publicación de este documento se encontraba en el tercer trámite 
constitucional en el Senado de Chile— establece la obligatoriedad de 
contar con la calificación energética para la obtención de la recepción 
final por parte de la Dirección de Obras Municipales respectiva4. Al 
mismo tiempo, se menciona que el etiquetado “deberá incluirse en 
toda publicidad de venta que realicen las empresas constructoras e 
inmobiliarias” (Boletines No11489-08 y 12058-08 refundidos, 2019). 
De acuerdo a esto, se considera que la propuesta contenida en este 
Proyecto de Ley pareciese ir en la dirección correcta5. Sin embargo, 
existen algunos aspectos que debiesen tenerse en consideración para 
la implementación de un esquema obligatorio de este tipo, los cuales 
se presentan a continuación.

3 El greenwashing o “lavado verde” describe la desinformación difundida por una empresa con el fin de presentar una imagen pública ambientalmente responsable 
o sustentable.
4 Si bien el Proyecto de Ley original contemplaba la obligatoriedad de la calificación solo para viviendas, en su tramitación se amplió a “edificios de uso público, 
edificios comerciales y edificios de oficinas” (Boletines No11489-08 y 12058-08 refundidos, 2019). Sin embargo, para los fines de este documento sólo se analizan 
sus implicancias desde el punto de vista del mercado de viviendas.
5 Presentación realizada el día 9 de enero del 2019 en la Comisión de Minería y Energía del Senado de Chile, Valparaíso, en base a evidencia recolectada en estudios 
previos y publicadas en Encinas et al. (2018a, 2018b, 2016).
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RECOMENDACIONES

• Existe una evidente necesidad por contar con información más clara, 
objetiva y transparente sobre la eficiencia energética de las viviendas en 
Chile. Sin embargo, es importante entender que al adoptar un esquema 
de etiquetado al estilo de los Certificados Energéticos europeo –cuando 
previamente hay muy baja participación a nivel voluntario– generará ini-
cialmente una brecha importante entre la implementación y la obtención 
de éxito comprobable, dada la necesidad de desarrollar o consolidar un 
mercado en torno a la eficiencia energética de viviendas.

• La obligatoriedad de la calificación energética es una buena medida 
para reducir las asimetrías de información sobre la eficiencia energé-
tica de las viviendas entre vendedores y compradores. Para que esto 
suceda, resulta fundamental la exhibición de la clase energética (letra) 
e indicadores de desempeño que sean de fácil comprensión. Para esto, 
se recomienda conservar una escala homogénea que vaya desde la A 
hasta la G y estudiar la posibilidad de generar equivalencias económicas 
y ambientales para los indicadores tradicionales6, pero sin generar un 
sello de eficiencia energética adicional.

• Sin embargo, es importante comprender que estos sistemas ba-
sados en la provisión de información al consumidor no son suficientes 
para capitalizar a cabalidad la eficiencia energética dentro del mercado 
inmobiliario, puesto que su rol es el de apoyar y amplificar los efectos de 
otras políticas públicas, tales como regulaciones o incentivos financieros. 
Esto puede explicarse por el hecho de que la asimetría de información 
constituye sólo uno de los muchos fallos de mercado que pueden ge-
nerarse en torno a la eficiencia energética de viviendas. Por ejemplo, las 
tecnologías o sistemas constructivos más eficientes implican la mayoría 
de las veces un mayor costo inicial, inversión que se ve limitada o constre-
ñida por el acceso al financiamiento por parte del usuario, especialmente 
cuando los esquemas de créditos hipotecarios “verdes” están muy poco 
desarrollados, como es el caso de Chile.

• En síntesis, el etiquetado obligatorio constituye un importante paso, 
pero para poder explotar todo su potencial en términos de información 
y comunicación, debe combinarse con otros instrumentos, tales como 
incentivos tributarios o subvenciones estratégicas para evitar la desva-
lorización de las propiedades con una clase energetica desfavorable en 
la población de menores ingresos o en riesgo de pobreza energética, y 
la posibilidad de atraer capital privado para el financiamiento de “hipo-
tecarios “verdes” asociados a la calificación energética.

6 Por ejemplo, el estudio de Marmolejo-Duarte y Ampudia-Farías (2018), apli-
cado a la experiencia española, propone que las implicancias económicas de 
la eficiencia energética se expresen en Euros/mes, en vez de kWh/m2, y que las 
ambientales lo hagan en emisiones equivalentes a viajes en automóvil, en vez 
de KgCO2/m2. Santiago. Fotografía: Jorge Mulchi Cossio.
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Nuestra ciudad, al ser el lugar que habitamos todos los días, puede 
llegar a ser percibida como si fuera lo natural, como si representara la 
única manera de ordenar nuestras actividades, movimientos y espacios. 
Por el contrario, los espacios que habitamos representan una forma 
particular de hacer ciudad, que muchas veces excluye a algunas acti-
vidades y grupos. La forma en que diseñamos y gestionamos nuestras 
calles y espacios públicos influye fuertemente en la forma en que estos 
serán utilizados. Un buen diseño facilita el avanzar hacia ciudades más 
integradas, justas y sostenibles.

Este capítulo presenta dos documentos con propuestas específicas 
de transformación hacia una ciudad más inclusiva y sustentable. El do-
cumento “Diseño participativo de espacios públicos con perspectiva 
de infancia” presenta metodologías y técnicas a través de las cuales es 
posible capturar la mirada de niños y niñas al momento de diseñar pro-
yectos urbanos. Esto implica el reconocimiento de los niños y niñas como 
un grupo con características propias y con una relación particular con la 
ciudad, de la cual se desprenden necesidades y exigencias específicas. 
Al mismo tiempo, reconoce su derecho a participar de la producción de 
la ciudad, como todo habitante.

El documento “Cambios normativos para la implementación de 
calles para las personas” llama la atención sobre la necesidad de pensar 
la normativa desde los distintos usos y modos de viaje que pueden acoger 
nuestras calles, más allá del flujo vehicular motorizado. De otro modo, la 
forma en que las calles se desarrollan excluye a algunos usos, como los 
vinculados a la permanencia, el juego o la interacción social, o termina 
favoreciendo a los modos motorizados por sobre otros más sustentables, 
y a veces de uso más extendido y transversal, como la caminata.

Vistos en conjunto, ambos capítulos hablan de la relevancia de diseñar 
nuestros espacios colectivos desde una lógica más inclusiva, considerando 
las necesidades y perspectivas de los distintos grupos involucrados, y 
entendiendo que la ciudad debe ser un espacio pensado desde y para 
las necesidades y características de todos y todas, con un foco en los 
más vulnerables y en las actividades y patrones de movilidad que nos 
permiten avanzar hacia ciudades más amables y felices.
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PUNTOS CENTRALES

Este documento presenta el valor de metodologías participativas para 
la integración del conocimiento y percepción de niñas, niños y adolescen-
tes, como insumo para el diseño de espacios públicos urbanos. Se utiliza 
la experiencia del Centro de Desarrollo Urbano Sustentable (CEDEUS) en 
la Villa Marta Brunet (Puente Alto, Región Metropolitana). Dicho trabajo 
se realizó en 2018, en el contexto del Plan de Regeneración Urbana del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

INTRODUCCIÓN

Actualmente se están desarrollando proyectos desde el Ministerio 
de Vivienda y Urbanismo a nivel de barrio, que buscan intervenir zonas 
con déficits de estándares urbanos físicos y del tejido social (División 
de Desarrollo Urbano, 2016). Dentro de ellas, se insertan los Planes 
de Regeneración Urbana (PRU), enfocados en mejorar condiciones de 
habitabilidad en barrios desde una perspectiva integral. Es decir, res-
petando el tejido social y favoreciendo la integración entre viviendas y 
equipamiento urbano (Iraegui, 2015). 

Estos planes cuentan con instancias de participación ciudadana, 
centrados mayormente en la población adulta residente. Así, niñas, 
niños y adolescentes (0-17 años; en adelante NNA), suelen no ser con-
siderados en el diseño de los proyectos de las áreas en que habitan. En 
este documento se busca relevar la importancia de su participación 
como herramienta para el diseño de espacios públicos, con la expe-
riencia recogida en el diseño de una plaza con estudiantes de séptimo 
básico del Colegio Quitalmahue de la Villa Marta Brunet. Esta iniciativa 
se desarrolló en conjunto con el Servicio de Vivienda y Urbanismo, en el 
contexto del Plan Integral de Regeneración Urbana de Bajos de Mena, 
comuna de Puente Alto.

Taller de Mapeo Creativo: “De mi casa al colegio“.
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ANTECEDENTES

Es complejo abordar los intereses de todos los actores involucrados 
en el diseño de políticas públicas y espacios urbanos.  En consecuencia, 
algunos de ellos suelen ser omitidos, tal como ocurre con niños, niñas 
y adolescentes, quienes rara vez son incluidos como actores relevantes 
dentro de procesos de participación ciudadana u otras instancias de 
consulta. Tal como señalan Bosco & Jossart-Marcelli (2015), la planificación 
urbana tiene un sesgo adultista que ignora la posibilidad de este grupo 
como tomadores de decisiones. Sus capacidades y agencia en general 
son asumidas por sus padres y profesores. 

Chile no es la excepción y la planificación territorial ha sido criticada 
por ser altamente centralizada y top down (Friedmann, 1992). No obstante, 
en los últimos años ha sido posible encontrar más iniciativas en la política 
pública que buscan generar una planificación más integradora, multisec-
torial y con la participación activa de los habitantes del territorio. En este 
contexto, se ha vuelto necesario valorizar metodologías participativas 
para el diseño y planificación de los espacios, que, tal como señala Ares 

y Rister (2013),  son una importante herramienta para generar instancias 
de co-diseño en base a las necesidades de quienes habitan los territorios 
y que son invisibilizados por la planificación urbana tradicional. 

Un ejemplo en esta dirección para la validación de las intervenciones 
urbanas es el Plan Integral de Regeneración Urbana. En la actualidad, se 
están llevando a cabo distintas intervenciones en barrios que presentan 
deterioro físico y del tejido social en todo Chile. A las iniciativas piloto 
de estos planes, en sectores como Bajos de Mena y La Legua, se han 
sumado otros en 20 comunas de todo el país. Estas intervenciones dan 
espacio para reflexionar acerca de cómo se llevarán a cabo procesos 
participativos y a qué actores del territorio se extenderán.

El caso de la Villa Marta Brunet, localizada en Bajos de Mena, comuna 
de Puente Alto, permite ver algunas experiencias de las cuales aprender. 
Los conjuntos habitacionales allí presentes son un ejemplo de espacios 
altamente segregados, reflejo de la estructura socio-espacial fragmentada 
del Gran Santiago. La Villa, compuesta por 1.256 viviendas, se enfrenta a 
problemas urbanos como una localización periférica dentro de la comuna 

Imagen 1: Viviendas sociales, Calle Quitalmahue. Fotografía: Pablo Selman.

y del Gran Santiago, alta densidad poblacional, homogeneidad en tér-
minos socio-económicos, uso casi exclusivamente residencial, carencia 
de servicios y escasa presencia estatal (Mynarz, 2006). Ello sumado a 
otras situaciones cotidianas, como mala accesibilidad, inseguridad y 
construcción de muy baja calidad. 

Debido a esto, en el marco del Plan de Regeneración Urbana y 
Mejoramiento llevado a cabo por SERVIU, se han desarrollado diversas 
actividades con la participación de los adultos de la Villa Marta Brunet. 
Durante 2018, se propuso ampliar la discusión sobre el diseño de es-
pacios públicos a las niñas y los niños que allí habitan, desarrollando 
un trabajo conjunto entre SERVIU, Laboratorios Urbanos de CEDEUS y 
el Colegio Quitalmahue, ubicado dentro de la Villa. El objetivo de esta 
propuesta fue conocer la percepción y valoración de niñas y niños sobre 
su barrio, además de lograr identificar sus problemas y la manera en que 
los solucionarían. Para ello se realizaron cuatro talleres con niños y niñas 
de séptimo básico. El primero abordó conceptos de espacio geográfico, 
escala, barrio y territorio. El segundo consistió en un mapeo colectivo 
de rutas de la casa al colegio, seleccionando los lugares que usan, les 

gustan y no les gustan. En el tercer taller, titulado “recorrido fotográfico” 
los estudiantes fotografiaron su lugar favorito en el recorrido hacia el 
colegio, para luego intervenirlo y transformarlo pensando en cómo les 
gustaría que fuera. Finalmente, los estudiantes idearon un nuevo diseño 
para la Plaza Marta Brunet, a través de la elaboración de una maqueta.

La experiencia resultó exitosa, dado que los resultados fueron utili-
zados para el rediseño de la Plaza Marta Brunet ejecutado por SERVIU. 
A partir de este antecedente, se proponen recomendaciones para 
establecer este tipo de dinámicas en contextos similares, que otorguen 
espacio y valoricen la visión de NNA, y su capacidad para diseñar los 
espacios en que habitan.

Imagen 2: Plaza Marta Brunet. Fotografía: Pablo Selman.
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ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

El escenario actual de regeneración urbana comenzó a gestarse a 
fines de los 90’s, donde se buscaba enfrentar problemas de obsolescencia 
y deterioro del tejido social, asociado a problemas urbanos como la alta 
densidad de viviendas. Es importante considerar que una de las falen-
cias más graves respecto a la política habitacional chilena se encuentra 
en el déficit cualitativo asociado a viviendas y barrios (Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo & Programa Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), 2014). Ello, debido a que como señalan Campos-Medina et al 
(2009), el foco estatal -desde la época de la dictadura hasta los primeros 
gobiernos tras el retorno a la democracia- ha estado en resolver la ca-
rencia de viviendas. En este período, algunas iniciativas se acercaron a 
la idea de regeneración urbana (Programa Chile Barrio (1999), Programa 
Chile Solidario (2002) y Programa de Superación de la Pobreza Urbana 
(1995-1996). Sin embargo, no lograron establecerla, pues carecían de 
intersectorialidad y visión territorial.

Las iniciativas de regeneración urbana, entendidas como una “vía para 
la recuperación económica que además garantiza un modelo basado en 
la sostenibilidad y en la integración de los aspectos sociales, económicos y 
ambientales”  (Castrillo, Matesanz, Sánchez, & Sevilla, 2014, p. 129), surgieron 
como parte de las primeras acciones del primer período presidencial de  Mi-
chelle Bachelet (2006) y buscaron hacerse cargo de los efectos de las políticas 
anteriores desde el paradigma de la integralidad. Ello ha implicado un cambio 
de perspectiva, desde mejorar la vivienda como infraestructura a recuperar el 
barrio y su entorno, articulando distintas carteras de gobierno en pos de este 
objetivo. En la actualidad, se encuentran vigentes los siguientes programas:

1) Quiero Mi Barrio

El Programa de Recuperación de Barrios “Quiero Mi Barrio” (2006) –en 
adelante PQMB-, tiene como objetivo la recuperación física y social del 
barrio a través de mejoras en el espacio público y equipamiento urbano.  
Por definición, este programa es multisectorial, interescalar y participativo, 
y se compone de tres hitos:

i. Conformación del Consejo Vecinal de Desarrollo: que es contraparte 
del MINVU y municipalidad.

ii. Plan Maestro: constituyente en el Plan de Gestión de Obras (pro-
yectos físicos); Plan de Gestión Social (proyectos sociales), Estrategia 
Intersectorial; y Estrategia Comunicacional.

iii. Contrato de Barrio: que identifica los proyectos que financiará 
MINVU. Cuenta con fase de elaboración, ejecución y evaluación-cierre.

El PQMB ha manifestado la importancia de incluir a niños, niñas y 
adolescentes (NNA) como actores activos dentro del desarrollo de estos 
proyectos, desde el diseño a la implementación. Ello viene del reconoci-
miento de que las mejoras a los barrios deben incorporar las necesidades 
de toda la población, y particularmente de los NNA (Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo, 2018). Estas intenciones se materializan en el documento 
“Incorporando a Niñas, Niños y Adolescentes en el Proceso de Recupe-
ración de Barrios”. En dicho documento, se destacan distintas iniciativas 
con NNA en Planes Maestros. Algunos lo hacen en su fase diagnóstica, 

otros a través de la conformación de Consejos Consultivos de Infancia 
como instancia de participación más formal, mientras otros lo hacen 
incorporando actividades para NNA dentro de los planes de gestión.

Las metodologías utilizadas, en general, poseen un espíritu basado 
en el aprendizaje en base a juegos o recorridos con carácter participativo 
e inclusivo. También se apunta a la importancia del facilitador dentro del 
desarrollo de las actividades, donde se invita a NNA a imaginar cómo 
quisieran que fuese su barrio a futuro.

2) Programa de Recuperación de Condominios Sociales “Segunda 
oportunidad” (2013-hoy)

Este programa consiste en mejorar condiciones de habitabilidad en 
conjuntos de vivienda social en altura, en presencia de déficits críticos 
de infraestructura, bienes comunes y densidad (Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo, 2014). El programa también es de segunda generación, es 
decir, busca dar soluciones a las consecuencias negativas provocadas en 
barrios vulnerables por intervenciones previas, como por ejemplo el Plan 
de Movilidad Habitacional, que generó espacios baldíos y departamen-
tos a medio demoler utilizados para actividades ilícitas, entre otros. El 
Programa de Recuperación de Condominios tiene dos líneas de acción:

i. Adquirir bloques de vivienda que han sido diagnosticados como 
críticos: los habitantes, voluntariamente, postulan sus blocks para formar 
parte del programa y reciben distintas alternativas de compensación 
económica (subsidio para arriendo o para compra de una nueva vivienda). 

ii. Regenerar blocks y su entorno: puede comprender reparaciones o 
demoliciones y la construcción de nuevas viviendas, junto al desarrollo 
de mejoras al barrio. Contempla participación ciudadana intersectorial.

El programa, además, se encuentra inserto dentro de Planes Integrales 
para Barrios de Alta Complejidad en su primera etapa. Estos consisten en 
intervenciones multisectoriales desde el Estado, en barrios con proble-
mas de hacinamiento, mala calidad de viviendas y entorno, carencia de 
servicios, pobreza, exclusión social, delincuencia, narcotráfico y violencia 
(Fundación Paz Ciudadana, 2017). Los planes son consensuados y cuentan 
con diversas metodologías participativas. 

Estas dos iniciativas han resultado en avances significativos en materia 
de recuperar barrios degradados tanto física como socialmente. La parti-
cipación, sin embargo, se encuentra circunscrita a dinámicas para adultos, 
las que a su vez suelen tener carácter consultivo. Si bien se reconoce el 
valor del PQMB por sistematizar experiencias positivas y propuestas de 
talleres dentro de sus años de operación, se distingue poca claridad entre 
la posibilidad de concretizar los planteamientos generados por NNA en 
dichas instancias. En el caso de “Segunda Oportunidad” la participación 
de NNA parece todavía más difusa, alejándose de la posibilidad de nutrir 
sus planes de participación de la voz de este importante grupo.

Imagen 3: Taller de Mapeo Creativo: “De mi casa al colegio“. Fotografía: Pablo Selman.
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Imagen 4: Taller de Recorridos Fotográficos: “Mi barrio en imágenes“.
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RECOMENDACIONES

La experiencia de Marta Brunet demuestra, entre otras cosas, que 
niñas, niños y adolescentes son capaces de identificar críticamente los 
aspectos que caracterizan a su barrio, en temáticas como infraestructura 
y características del tejido social, pero también resalta sus competencias 
propositivas para mejorarlos. Considerando que SERVIU ha utilizado 
los resultados de este trabajo para el diseño de la Plaza Marta Brunet, 
se proponen las siguientes recomendaciones para el trabajo con NNA 
en otras intervenciones de Regeneración Urbana:

Primero, es necesario contar con equipos facilitadores capaces de 
crear ambientes de confianza para la apertura de NNA. La comunicación 
debe ser fluida para que las dinámicas funcionen, por ello, se deben 
construir espacios de trabajo horizontales, realizando actividades de 
reconocimiento entre participantes. En este caso, se planteó una di-
námica para identificar el concepto de espacio geográfico, junto a una 
“actividad rompe hielo”. Esta consistió en una presentación de los/as 
niños/as del curso y del equipo facilitador, guiados por una pregunta 
simple de responder, “¿Cuál es tu lugar favorito?” y un elemento que 
estimule la interacción entre participantes (como lanzar una madeja 
de lana cuando a un niño o niña le toque hablar). 

 
Segundo, se recomienda el uso de distintas metodologías par-

ticipativas relativas a conceptos de espacio geográfico y escala, con 
objetivos diseñados para cada sesión, capaces de mostrar las carac-
terísticas que el equipo busca relevar. Implica el uso de un lenguaje y 
materiales adecuados al grupo objetivo. Para este caso, se trabajó con 
tres metodologías: mapeo colectivo, recorridos fotográficos y el diseño 
de un espacio público a través de una maqueta.

El mapeo colectivo sirvió como insumo para identificar lugares 
de gran relevancia en la percepción de niñas y niños, que consideran 
positivos, negativos y que podrían mejorar. Los resultados permitie-
ron priorizar opciones para el trabajo de diseño del espacio urbano, 
siendo la Plaza Marta Brunet la seleccionada. Ello, debido a que tuvo 
la mayor cantidad de menciones en las tres categorías, demostrando 
que es sin duda un lugar importante para los participantes del taller.  
Los recorridos fotográficos permitieron identificar las características 
que niñas y niños atribuyen a ciertos lugares y cómo los mejorarían 
(desde su infraestructura hasta sus usos). Finalmente, a través de las 
maquetas se generó un espacio para que niñas y niños construyan un 
nuevo diseño para la plaza recién mencionada. La actividad contempló 
elementos base (como luminaria), pero también la creación de otros 
elementos que realizaron libremente con materiales como plasticina 
(piletas o bebederos, p.e). De este modo, esta herramienta plasma 
sobre el espacio sus preocupaciones e intereses. 

El uso de estas metodologías, entonces, extiende los beneficios de la 
Regeneración Urbana a sus habitantes más pequeños, creando espacios 
más representativos, vivibles y que estimulan las interacciones entre 
las y los vecinos del barrio. Estas iniciativas pueden implementarse en 
el mediano plazo y ser integradas a otros procesos de Regeneración 
Urbana, como los que se están desarrollando en todo Chile. 

Imagen 5: Taller de Construcción de Maqueta: “Ciudad Imaginada”.

Imagen 6: Taller de Mapeo Creativo: “De mi casa al colegio”.
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PUNTOS CENTRALES

La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones (OGUC), el 
documento que en mayor medida regula el diseño de ciudades y edificios 
en Chile, dificulta la realización de calles para las personas, entendidas 
éstas como vías capaces de integrar funciones de movimiento y per-
manencia en el espacio público. Basándose en normativas europeas y 
latinoamericanas, se propone modificar la legislación vigente en Chile 
cambiando la definición de la calle, sus funciones y roles, y la jerarquía 
de la red vial, además de sugerir la adopción de principios generales 
inspirados en los pilares de la sustentabilidad.

INTRODUCCIÓN

La realización de calles para las personas, es decir, calles inclusivas 
que puedan ser usadas por distintos tipos de actividades y de usuarios 
que se mueven en distintos modos de transporte, encuentra distintos 
obstáculos en el contexto chileno y es un desafío crucial para mejorar la 
movilidad en nuestras ciudades, la vitalidad de los barrios y así avanzar 
hacia la sustentabilidad urbana. Además de la falta de recursos públi-
cos, una aguda desigualdad (especialmente en áreas metropolitanas) 
y la ausencia de una gobernanza metropolitana efectiva, un elemento 
crítico es la normativa que rige la construcción y la gestión de las calles 
chilenas. El principal documento en este sentido es la Ordenanza Gene-
ral de Urbanismo y Construcciones (OGUC), que entre sus atribuciones 
incluye la definición de los estándares técnicos de diseño y construcción 
relacionados con urbanización y edificación (LGUC, art. 2).

En Chile, el diseño de las calles depende principalmente de un texto 
normativo y orientado a la construcción de infraestructura nueva, lo que 
reduce la flexibilidad con que se pueden (re)pensar las calles existentes 
y condiciona la adopción de medidas innovadoras. Este cuerpo legal, 
además, no explicita el espíritu que guía su actuar, aunque esté implíci-
tamente priorizando al automóvil particular en desmedro de los otros 
modos y usuarios de la calle.   

En este sentido, la OGUC presenta cinco grandes limitaciones:

1) Primero, está enfocada en la construcción y no en la gestión; 
regula nuevas obras y dificulta la adaptación de calles en contextos 
urbanos consolidados.

 
2) Segundo, tiene directrices que no responden a principios 

de sustentabilidad urbana contemporáneos, que priorizan los 
modos no motorizados (caminata y bicicleta) y el transporte público 
por sobre el uso del automóvil particular. 

3) Tercero, presenta estándares de construcción demasiado 
rígidos, que hacen difícil la generación de soluciones pertinentes 
a la variedad de ciudades, pueblos y aldeas del territorio nacional.

4)  Cuarto, se encuentra desactualizada respecto de modi-
ficaciones recientes en la operación de calles, por lo que ciertas 
indicaciones de diseño, como por ejemplo, la velocidad con la que 
deben ser diseñadas, están en abierta contradicción con la Ley de 
Tránsito.

5) Finalmente, la OGUC no determina qué modo de transporte 
debe ser priorizado en las calles cuando los estándares mínimos 
no pueden ser alcanzados, una cuestión relevante cuando es nece-
sario intervenir la ciudad existente en pos de lograr una recalibración 
urbana (Cervero et al., 2017). 

Por lo anterior, una revisión de la OGUC entonces es clave para avanzar 
hacia calles para las personas.

ANTECEDENTES

La revisión de la normativa de otros países ofrece antecedentes 
para entender qué modificaciones pueden ser relevantes en el contexto 
chileno y proponer cambios a la OGUC. Por ello se revisaron normativas 
que han puesto en marcha iniciativas innovadoras para la realización de 
calles para las personas en contextos similares y diferentes del chileno. 
El foco estuvo en dos casos latinoamericanos; Colombia y México, y 
dos europeos; Italia y España, buscando rescatar aproximaciones que 
pudieran ser de utilidad para la modificación de la normativa nacional. 

En los cuatro países analizados, las normas de tránsito rigen el diseño 
y la gestión de las calles en conjunto con la regulación de la circulación 
de personas y vehículos, mientras que en Chile las normas que abordan 
el rol de las calles se refieren fundamentalmente a su construcción. 

Los países analizados definen lo que es una calle en maneras similares, 
privilegiando su rol para la movilidad:

 
“Vía vehicular de cualquier tipo que comunica con otras vías y que 

comprende tanto las calzadas como las aceras entre dos propiedades 
privadas o dos espacios de uso público o entre una propiedad privada y 
un espacio de uso público” (Chile, Ordenanza General de Urbanismo y 
Construcciones, art. 1.1.2);

“Vía: Zona de uso público o privado, abierta al público, destinada al 
tránsito de vehículos, personas y animales” (Colombia, Código Nacional 
de Tránsito Terrestre, art. 2);

“Se define ‘calle’ el área de uso público destinado a la circulación de los 
peatones, de los vehículos y de los animales” (Italia, Codice della Strada, 
art. 2.1).

Si bien las definiciones generales comparten el mismo foco, las 
normativas analizadas divergen en las tipologías de calles. En todos los 
países se clasifican las calles en base a su ubicación, al contexto que sirven 
y a la función que desempeñan dentro de la movilidad a nivel urbano 
o interurbano; sin embargo, cambia el nivel de detalle de la definición. 
En el caso de Chile, la OGUC identifica cinco tipologías de calle (más ci-
clovías y pasajes), y no se limita a especificar el rol de cada una sino  que 
también menciona varias características de diseño relacionadas con la 
operación de las vías; por ejemplo: continuidad recomendada, velocidad 
de diseño, capacidad, tipo de flujo o distanciamiento de paraderos de 
transporte público. Y en paralelo determina aspectos relacionados con 
la construcción de infraestructura vial; por ejemplo: anchos mínimos 
de pistas, anchos mínimos de vías, largos recomendados, entre otros. 

En los otros casos analizados, se encuentran más tipologías, pero 
definiciones más sencillas. En Colombia se identifican 13 tipologías 
de calles dentro del perímetro urbano y 7 en ámbitos rurales (Código 
Nacional de Tránsito Terrestre, art. 105), que reciben una definición 
sintética basada en el rol que cumplen, los vehículos que las pueden 
ocupar y eventualmente en algunas características de diseño. En España 
se reconocen 8 tipologías, más 6 referidas específicamente a vías para Paseo Bandera, Santiago. Fotografía: Pablo Selman.
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Definición de las calles

En comparación con las legislaciones de otros países, los elementos 
que tienen que ver con formas de movilidad activa son tratados en última 
instancia, mientras que no se mencionan elementos relevantes como la 
estancia de las personas y la presencia de material vegetal en las calles.

Por esta razón, es necesario hacer modificaciones puntuales al texto 
de la OGUC que puedan hacerse cargo de estas limitaciones. A continua-
ción, se proponen posibles cambios a la definición de la calle y a algunas 
tipologías relevantes para implementar calles para las personas (Tabla 1).

Fuente: Sagaris & Vecchio, 2020.

Figura 1. Pirámide invertida del transportebicicletas y eventualmente peatones (Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, Anexo I); la definición se enfoca en la 
ubicación urbana o rural de la vía, en el rol que cumple o en los vehículos 
que la pueden utilizar, y en algunos casos indica algunos requerimientos 
referidos al diseño. En Italia las tipologías mencionadas son 7 y también 
reciben definiciones sintéticas enfocadas en el rol que cumplen, mientras 
que se especifican algunas características de diseño para las vías con 
mayores flujos y velocidades (Codice della Strada, art. 2). 

La clasificación de las calles presentada en la OGUC resulta entonces 
mucho más detallada, pero al mismo tiempo más confusa, pues combina 
regulaciones aplicadas a la operación de flujos, que además es regulada 
por otras circulares y normativas de otros ministerios o agencias, con 
normativas del diseño de calles. Más aún, la ausencia de principios recto-
res explícitos en pro de la sustentabilidad, hace que esta normativa esté 
desactualizada con respecto a documentos como la Política Nacional de 
Desarrollo Urbano (2014). 

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA 

Principios rectores para la nueva OGUC

Como se mencionó, la OGUC contiene algunos principios rectores 
implícitos, que privilegian el rol de la calle como espacio para el movi-
miento y se enfocan en la presencia de vehículos motorizados. Este énfasis 
resulta evidente observando la definición de las tipologías de vías, que 
ponen acento en los elementos necesarios para una circulación fluida de 
los vehículos motorizados, no de peatones, ciclos o transporte público. 

Por esta razón, es necesario incluir principios rectores inspiradores, 
que por lo menos reconozcan:

- La calle como espacio de desplazamiento de personas que 
se mueven o son trasladados en diferentes medios: automóviles, 
transporte público, bicicletas, o se trasladan de manera autónoma 
(peatones). Esto hace necesario referirse a viajes ejecutados, en vez de 
los vehículos que circulan. Esta idea no solo favorece los medios más 
sustentables y eficientes en la ocupación del espacio, sino también 
garantiza la igualdad de la ciudadanía ante la ley independiente de 
su modo de desplazamiento.

- La calle como espacio público, que permita la permanencia 
de las personas y el desarrollo de diferentes actividades humanas. 

- La pirámide invertida del transporte (figura 1; véase Sagaris 
& Vecchio, 2020) como principio para jerarquizar el diseño de la calle 
y la distribución de su espacio, favoreciendo los modos sustentables.

- La calle como espacio que acoja la diversidad de las perso-
nas y de sus necesidades en el espacio público, tomando en cuenta 
diferencias de género, físicas, demográficas y socioeconómicas. 

- La calle como recurso ambiental para enfrentar la crisis 
climática que afecta a nuestro planeta, así como eventuales crisis 
sanitarias como la actual.

- La calle como espacio flexible, cuyo diseño responda a cada 
contexto urbano, en función de lo que definan los gobiernos locales 
-o regionales- respectivos.

Texto Actual Propuesta de modificación

Definición de 
calle (art. 1.1.2)

Vía vehicular de cualquier tipo que comunica con otras vías 
y que comprende tanto las calzadas como las aceras entre 
dos propiedades privadas o dos espacios de uso público o 
entre una propiedad privada y un espacio de uso público.

Espacio de uso público destinado a la permanencia y el 
desplazamiento de personas y vehículos motorizados 
y ciclos. La calle comprende tanto las calzadas como las 
aceras entre dos espacios, ya sean privados o públicos.

Vía troncal
(art. 2.3.1)

a) Su rol principal es establecer la conexión entre las dife-
rentes zonas urbanas de una intercomuna.

a) Establece la conexión entre las diferentes zonas urbanas 
de una intercomuna. Las vías troncales están compuestas 
por calzadas y aceras, deben permitir la operación de 
transporte público y el desplazamiento de ciclos en 
vías segregadas.

b) Sus calzadas permiten desplazamientos a grandes dis-
tancias, con una recomendable continuidad funcional en 
una distancia mayor de 6 km. Velocidad de diseño entre 
50 y 80 km/h.

b) Su capacidad de desplazamiento se mide en viajes 
(pax/h) ejecutados por peatones y vehículos sean 
motorizados o ciclos, siendo mayor a 200 viajes/hora. 
Se consideran los viajes entre líneas oficiales, esto es, 
considerando veredas y calzadas en ambos sentidos. 

c) Tiene alta capacidad de desplazamiento de flujos ve-
hiculares, mayor a 2.000 vehículos/hora, considerando 
ambos sentidos.

c) Sus calzadas permiten desplazamientos a grandes dis-
tancias en relación al contexto urbano en que se insertan. 
Tienen una velocidad máxima de diseño que no podrá 
superar los 50 km/h.

d) Flujo predominante de locomoción colectiva y automó-
viles. Restricción para vehículos de tracción animal.

d) El flujo predominante se compone de peatones y ve-
hículos ya sea transporte público, automóviles o ciclos, 
con restricción para vehículos de tracción animal (solo 
para casos donde haya vía alternativa).

e) Sus cruces con otras vías o circulaciones peatonales 
pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose la preferencia 
de esta vía sobre las demás, salvo que se trate de cruces 
con vías expresas, las cuales siempre son preferenciales. Sus 
cruces a nivel con otras vías troncales deben ser controlados.

e) Sus cruces con otras vías o circulaciones peatonales 
pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose la preferencia 
de esta vía sobre las demás, salvo que se trate de cruces 
con vías expresas, las cuales siempre son preferenciales. Sus 
cruces a nivel con otras vías troncales deben ser controla-
dos. La determinación de la forma de los cruces deberá 
considerar la opinión de la autoridad municipal en base 
a estudios fundados.

f ) Los cruces, paraderos de locomoción colectiva, servicios 
anexos y otros elementos singulares, preferentemente 
deben estar distanciados a más de 500 m entre sí.

f ) Considerando el contexto, los cruces peatonales 
deberán favorecer la seguridad y el confort de los pea-
tones, en base a lo que determine estudios fundados 
y previa consulta a la autoridad municipal. Los cruces 
peatonales en zonas urbanas no deben estar a más de 
300 metros y en zonas rurales a más de 800 metros unos 
de otros, a menos que estudios fundados demuestran 
otros valores.

g) Presenta una segregación funcional parcial con su 
entorno. Servicios anexos sólo con accesos normalizados.

h) Prohibición absoluta y permanente del estacionamiento 
y la detención de cualquier tipo de vehículo en su calzada.

i) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 30 m. i) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 30 m.

Tabla 1. Propuestas de cambio al texto de la OGUC. En negrilla, los textos que se proponen incluir/modificar.
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j) El ancho mínimo de sus calzadas pavimentadas, en 
conjunto, no debe ser inferior a 14 m.

j) Los anchos mínimos de calzada dependerán de las 
condiciones de uso y operación de la calle, y serán 
definidos por la municipalidad tomando como base el 
artículo 2.3.2.5.j. Para la definición de anchos mínimos 
se deberá considerar estudios previos y la opinión de 
la autoridad municipal.

k) En el caso de las zonas urbanas, se recomienda la 
presencia de vegetación en sus bordes.

Vía colectora
(art. 2.3.1)

a) Vía central de centros o subcentros urbanos que tienen 
como rol permitir la accesibilidad a los servicios y al comercio 
emplazados en sus márgenes.

a) Permite la circulación de personas que se trasladan en 
distintos modos entre centros y subcentros urbanos, y la 
repartición hacia o desde la trama vial de nivel inferior. 
Sus bordes deben permitir la estancia de personas. Tiene 
una velocidad de diseño de 40 km/h máximo.

b) Su calzada atiende desplazamientos a distancia media, con 
una recomendable continuidad funcional en una distancia 
mayor de 1 km. Velocidad de diseño entre 30 y 40 km/h.

b) Su capacidad de desplazamiento se mide en viajes 
(pax/h) ejecutados por peatones y vehículos sean mo-
torizados o ciclos, siendo mayor a 1.500 viajes/hora. 
Se consideran los viajes entre líneas oficiales, esto es, 
considerando veredas y calzadas, en ambos sentidos.

c) Tiene capacidad media de desplazamiento de flujos 
vehiculares, aproximadamente 600 vehículos/hora, con-
siderando toda su calzada.

c) Sus calzadas y veredas permiten desplazamientos a 
distancias medias según el contexto urbano en que 
se encuentren.

d) Flujo predominante de locomoción colectiva. Restricción 
para vehículos de tracción animal.

d) El flujo predominante se compone de peatones y 
vehículos; ya sea transporte público, automóviles y 
ciclos, con restricción para vehículos de tracción animal 
(solo para casos donde haya vía alternativa).

e) Sus cruces pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose 
la preferencia de esta vía sólo respecto a las vías locales y 
pasajes, los cuales podrán ser controlados.

e) Sus cruces pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose 
la preferencia de esta vía sólo respecto a las vías locales y 
pasajes, los cuales podrán ser controlados. La determinación 
de la forma de los cruces deberá considerar la opinión 
de la autoridad municipal en base a estudios fundados

f ) No hay limitación para establecer el distanciamiento entre 
sus cruces con otras vías. La separación entre paraderos de 
locomoción colectiva preferentemente será mayor de 300 m.

f ) No hay limitación para establecer el distanciamiento 
entre sus cruces con otras vías.

g) Ausencia de todo tipo de segregación con el entorno. g) Considerando el contexto, los cruces peatonales 
deberán favorecer la seguridad y el confort de los 
peatones, en base a lo que determine estudios fun-
dados y previa consulta a la autoridad municipal. Los 
cruces peatonales en zonas urbanas no deben estar 
a más de 300 metros y en zonas rurales a más de 800 
metros unos de otros, a menos que estudios fundados 
demuestran otros valores. 

h) Puede prohibirse el estacionamiento de cualquier tipo 
de vehículos en ella.

h) Ausencia de todo tipo de segregación con el entorno. 
Servicios anexos sólo con accesos normalizados.

i) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 20 m. i) Puede permitirse el estacionamiento de cualquier tipo 
de vehículos en ella siempre y cuando no dificulte la 
operación del transporte público o el desplazamiento 
de ciclos.

j) El ancho mínimo de sus calzadas pavimentadas, en 
conjunto no debe ser inferior a 14 m. j) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 20 m.

k) Puede estar conformada por un sólo cauce, bidireccional, 
con o sin mediana, o bien, puede constituirse un sistema 
colector conformado por un par de vías con distinto sentido 
de tránsito, en que cada una de ellas cumpla los siguientes 
requisitos mínimos: - Distancia entre líneas oficiales no inferior 
a 15 m. - Ancho de calzada pavimentada no inferior a 7 m.

k) Los anchos mínimos de calzada dependerán de las 
condiciones de uso y operación de la calle, y serán 
definidos por la municipalidad tomando como base el 
artículo 2.3.2.5.j. Para la definición de anchos mínimos 
se deberá considerar estudios previos y la opinión de 
la autoridad municipal.

l) Deberán existir aceras a ambos costados, cada una de 
ellas de 3 m de ancho mínimo.

l) Puede estar conformada por un sólo cauce, bidireccional, 
con o sin mediana, o bien, puede constituirse un sistema 
colector conformado por un par de vías con distinto sentido 
de tránsito, en que cada una de ellas cumpla los siguientes 
requisitos mínimos:  Distancia entre líneas oficiales no 
inferior a 15 m.  

m) Deberán existir aceras a ambos costados, cada una de 
ellas de 3 m de ancho mínimo.

n) En el caso de las zonas urbanas, se recomienda la 
presencia de vegetación en sus bordes.

Vía de servicio
(art. 2.3.1)

a)  Vía central de centros o subcentros urbanos que tienen 
como rol permitir la accesibilidad a los servicios y al comercio 
emplazados en sus márgenes.

a) Vía central de centros o subcentros urbanos. Tiene una 
velocidad de diseño máxima de 40 km/h.

b) Su calzada atiende desplazamientos a distancia media, con 
una recomendable continuidad funcional en una distancia 
mayor de 1 km. Velocidad de Diseño entre 30 y 40 km/h.

b) Su capacidad de desplazamiento se mide en viajes 
(pax/h) ejecutados por peatones y vehículos, sean 
motorizados o ciclos, siendo mayor a 600 viajes/hora. 
Se consideran los viajes entre líneas oficiales, esto es, 
considerando veredas y calzadas en ambos sentidos.

c) Tiene capacidad media de desplazamiento de flujos 
vehiculares, aproximadamente 600 vehículos/hora, con-
siderando toda su calzada.

c) Permite desplazamientos a distancia media, según el 
contexto urbano en que se encuentren. 

d) Flujo predominante de locomoción colectiva. Restricción 
para vehículos de tracción animal.

d) El flujo predominante se compone de transporte pú-
blico, con restricción para vehículos de tracción animal 
(solo para casos donde haya vía alternativa).

e) Sus cruces pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose 
la preferencia de esta vía sólo respecto a las vías locales y 
pasajes, los cuales podrán ser controlados.

e) Sus cruces pueden ser a cualquier nivel, manteniéndose 
la preferencia de esta vía sólo respecto a las vías locales y 
pasajes, los cuales podrán ser controlados. La determinación 
de la forma de los cruces será definida por la autoridad 
municipal en base a estudios fundados.
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f ) No hay limitación para establecer el distanciamiento entre 
sus cruces con otras vías. La separación entre paraderos de 
locomoción colectiva preferentemente será mayor de 300 m.

f ) No hay limitación para establecer el distanciamiento 
entre sus cruces con otras vías.

g) Ausencia de todo tipo de segregación con el entorno. g) Dependiendo del contexto, los cruces peatonales 
deberán favorecer la seguridad y el confort los peato-
nes, en base a lo que determine la autoridad municipal.

h) Permite estacionamiento de vehículos, para lo cuál 
deberá contar con banda especial, la que tendrá un ancho 
consistente con la disposición de los vehículos se adopte.

h) Ausencia de todo tipo de segregación con el entorno.

i) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 15 m. i) Permite estacionamiento de vehículos, para lo cual de-
berá contar con banda especial, la que tendrá un ancho 
consistente con la disposición de los vehículos se adopte.

j) El ancho mínimo de su calzada pavimentada no debe 
ser inferior a 7 m, tanto si se trata de un solo sentido de 
tránsito como doble sentido de tránsito.

j) La distancia entre líneas oficiales no debe ser inferior a 15 m.

k) Debe estar conformada por un sólo cauce. k) Los anchos mínimos de calzada serán definidos de-
pendiendo de las condiciones de uso y operación de la 
calle, definidos por la municipalidad en base al artículo 
2.3.2.5.j. El ancho mínimo será definido considerando 
estudios previos y la opinión de la autoridad municipal.

l) Deberán existir aceras a ambos costados, cada una de 
ellas de 2,5 m de ancho mínimo, en su condición más 
desfavorable.

l) Debe estar conformada por un sólo cauce.

m) Deberán existir aceras a ambos costados, cada una 
de ellas de 2,5 m de ancho mínimo, en su condición más 
desfavorable.

RECOMENDACIONES Y PRÓXIMOS PASOS

Las modificaciones propuestas para la OGUC son un primer paso 
para facilitar la realización de calles para las personas en todo Chile. Los 
cambios permiten orientar el diseño de nuevas vías y la remodelación de 
las existentes hacia espacios que permitan tanto el movimiento como el 
desarrollo de distintas actividades humanas, aportando a la vitalidad de 
barrios y espacios comerciales, áreas metropolitanas, ciudades intermedias 
y pueblos. De la misma forma, la adopción de explícitos principios rectores 
inspirados en la movilidad sustentable es relevante para construir calles 
que cumplan con sus múltiples roles y puedan adaptarse a las exigencias 
de diferentes contextos territoriales.

Es posible implementar los cambios propuestos a la OGUC a corto 
plazo, aprovechando las revisiones periódicas a este instrumento que 
hace el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU). Sin embargo, la 
normativa es solo uno de los elementos a intervenir. Primero, es nece-
sario vincular más estrictamente la OGUC con los diferentes manuales 
de diseño vial que han surgido en los últimos años para promover una 
movilidad sustentable, ofreciendo distintas alternativas de diseño que 
se puedan implementar en contextos reales. Segundo, es necesario 
determinar criterios más flexibles para el rediseño de calles, que por sus 
límites estructurales y por la existencia de rígidos criterios normativos 
en muchos casos no permiten realizar transformaciones que puedan 
realmente beneficiar los modos activos de transporte o los diferentes 
usos del espacio público a los bordes de una vía. Tercero, junto a la nor-
mativa es necesario trabajar en la gobernanza que caracteriza las distintas 
etapas de los proyectos viales y también las formas de financiamiento 
que permiten estas intervenciones, reduciendo el centralismo de las 
decisiones, facilitando la coordinación horizontal entre actores a la misma 
escala territorial, y garantizando mayores recursos para la realización de 
calles para todos y todas.
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Capítulo IV

Planificación y 
regeneración urbana
Presentación:
Luis Fuentes y Margarita Greene
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La relevancia de la planificación urbana, así como de la regeneración 
urbana, radica en su capacidad para abordar los desafíos multidimensio-
nales de los procesos de urbanización actuales y recientes. Las ciudades, 
enfrentadas a problemas de deterioro, segregación y vulnerabilidad, 
requieren estrategias que no sólo prevean y mejoren los aspectos físicos, 
sino también fomenten la cohesión social, la equidad y la resiliencia 
económica. Estos enfoques permiten una revisión integral del tejido 
urbano, buscando mejorar la calidad de vida, promover la inclusión y 
fortalecer la identidad.

Proponer la ciudad de forma anticipada, así como regenerar zonas 
degradadas, incorporando dimensiones económicas y sociales para mi-
tigar problemas de deterioro y desigualdades urbanas, son imperativos 
para la sustentabilidad de la ciudad, especialmente en contextos de crisis 
sociales, políticas y ambientales. En el presente capítulo se presentan dos 
propuestas para implementar políticas públicas en estas líneas.

El documento “Propuestas a la política de regeneración urbana 
en Chile” parte por presentar una revisión crítica de las experiencias de 
este tipo en Inglaterra y Estados Unidos, países con una larga trayectoria 
en los modos de gestión de políticas de regeneración urbana. Desde 
ahí, recorre las principales líneas de acción de los últimos años en Chile: 
programas como “Quiero Mi Barrio” y la “Regeneración de Conjuntos 
Habitacionales de Viviendas Sociales”, que ilustran esfuerzos recientes 
hacia una aproximación más integral. Por último, busca contribuir en 
esta área, proponiendo recomendaciones concretas a la gestión de las 
políticas públicas de regeneración urbana en Chile.

El documento “Oportunidades y desafíos para la planificación 
urbana en Chile: Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad 
y Espacio Público (PIIMEP)” entrega antecedentes, justificando la ne-
cesidad e incluso la voluntad del país por descentralizar la gobernanza 
y planificación urbana en Chile. Se argumenta desde los lineamientos 
de la Política Nacional de Desarrollo Urbano (PNDU), que establece los 
lineamientos generales, hasta la Ley de Aportes al Espacio Público y los 
Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público 
(PIIMEP), donde se operacionalizan dichos objetivos. Desde ahí se sintetiza, 
analiza y entregan recomendaciones para implementar los PIIMEP y se 
realiza un análisis de desafíos y oportunidades en torno a la elaboración 
e implementación de estos planes. Finalmente, se efectúan recomen-
daciones para la elaboración e implementación de los planes PIIMEP.

La planificación y la regeneración son esenciales para promover la 
sostenibilidad en tres áreas clave: ambiental, social y económica. Desde 
el punto de vista ambiental, se busca mejorar el consumo de suelo ur-
bano, la eficiencia energética de los edificios, la producción de espacio 
público adecuado, reducir la contaminación y mitigar los efectos del 
cambio climático. Socialmente, se centra en mejorar la habitabilidad, la 
seguridad y la accesibilidad, fomentando comunidades más fuertes y 
resilientes. Y desde el punto de vista económico, se busca generar áreas 
bien servidas, revitalizar áreas degradadas, estimulando la inversión y 
creando oportunidades de empleo.
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PUNTOS CENTRALES

Las políticas públicas de regeneración urbana tienen como objetivo 
mejorar áreas degradadas de la ciudad, por lo cual son muy relevantes para 
la equidad urbana. En base a la revisión de la experiencia internacional 
de los modos de gestión de las políticas en el área, se discute el estado 
actual y se proponen recomendaciones a la política de regeneración 
urbana en Chile.

INTRODUCCIÓN

Las políticas públicas de regeneración urbana tienen como objetivo 
abordar el problema de la degradación social, económica y física de la 
ciudad. Dichas políticas han sido implementadas en Chile por el Ministerio 
de Vivienda y Urbanismo (MINVU), en zonas con déficits de estándares 
urbanos, físicos y del tejido social (División de Desarrollo Urbano, 2016). 
Sin embargo, se ha cuestionado si este proceso considera una perspectiva 
integral, tomando en cuenta aspectos no solo económicos, sino que 
también sociales, culturales y ambientales en su gestión (Iraegui, 2015).

A partir de la revisión de las experiencias de Inglaterra y Estados 
Unidos, países con una larga trayectoria en los modos de gestión de 
políticas de regeneración urbana, este documento busca contribuir en 
esta área, proponiendo recomendaciones generales a la gestión de las 
políticas públicas de regeneración urbana en Chile.

ANTECEDENTES

Desde mediados del siglo pasado, tanto Estados Unidos como Ingla-
terra han llevado a cabo procesos enfocados en resolver la problemática 
del deterioro urbano, impulsando políticas de regeneración urbana 
(Carmon, 1999; Hall, 2015). Estos casos se presentan como experiencias 
de aprendizaje valiosas aún cuando vienen de realidades diferentes a 
la de nuestro país. Si bien estas medidas fueron una solución en algún 
momento, luego mostraron falencias y recibieron críticas, presentando 
una oportunidad para profundizar las discusiones respecto a este tema. 
De este modo, en ambos casos se permitió transitar hacia una mayor 
inclusión de actores, redistribución y, finalmente, la búsqueda de la 
equidad social. En este sentido, se busca dar valor a los resultados de 
este aprendizaje iterativo en el contexto de la realidad chilena.

En el caso de Estados Unidos, la atención en los problemas urbanos 
comienza con la ley “Housing Act” de 1949, cuyo objetivo fue entregar 
fondos fiscales a las entidades locales para regenerar áreas destruidas 
eliminando las propiedades en mal estado (Teaford, 2000) y preser-
vando las áreas centrales (“dowtown preservation”) (Hyra, 2012). Entre 
1950 y 1974 se demolieron cerca de 2.500 vecindarios en 993 ciudades 
(Fullilove, 2005), donde la mayoría de las residencias eran viviendas 
antiguas y casas unifamiliares en las que habitaban afroamericanos. 
Solo entre 1950 y 1960, casi un millón y medio de personas se muda-
ron a distintas ciudades, en lo que James Baldwin denominó como “la 
remoción de los negros” (1963). 

Las políticas públicas del “old urban renewal” en Estados Unidos no 
resolvieron el deterioro urbano ni la pobreza. Más bien, lo que hicieron 
fue un traslado de la pobreza a otras áreas de la ciudad, creando se-
gundos guetos (Hirsch, 1998; Hyra, 2012) y provocando traumatismo 
emocional y psicológico severo en las personas desplazadas por la 

destrucción de sus redes sociales y comunidades (Fullilove, 2005). 
Considerando esto, entre 1992 y 2007 se implementan los programas 
HOPE VI y la iniciativa “Enterprise Zones” (EZ), con la finalidad de revita-
lizar ciudades del país, demoliendo viviendas públicas en dificultades, 
atrayendo a las familias de clase media a nuevos barrios de ingresos 
mixtos e incentivando el movimiento de capital comercial privado 
hacia el centro de la ciudad (Hyra, 2008). Cerca de $80.000 millones 
de dólares destinó el Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano 
de los Estados Unidos para estimular la reurbanización económica de 
las comunidades negras de bajos ingresos, teniendo como resultado la 
demolición de 163.393 unidades de vivienda pública en 139 ciudades 
durante este periodo (Hyra, 2012).

El caso de Inglaterra se ha caracterizado por un financiamiento 
gubernamental, una implementación llevada a cabo por actores locales, 
en ciertas áreas del país, y una narrativa de falla de mercado para expli-
car el declive económico, físico y social (Dorling, 2006). En particular, 
el gobierno de Margaret Thatcher (entre 1979 y 1990) diseñó políticas 
de regeneración urbana que incluían la eliminación de los obstáculos 
políticos y fiscales al desarrollo; la creación de oportunidades de in-
versión para el sector privado a través de proyectos de regeneración 
enfocados en la propiedad; subsidios del sector público; y la creación 
de riqueza en lugar de su redistribución (Dorling, 2006).

Las principales críticas a estas políticas apuntan a la escasa defini-
ción del problema urbano y la escala de respuesta; poca coordinación 
entre los departamentos de gobierno; el corto plazo de las políticas 
para abordar problemas de largo plazo; pensar que la inversión priva-
da en propiedades beneficiaría a las comunidades desfavorecidas; y 
finalmente, relación jerárquica entre el gobierno central y autoridades 
locales, excluyendo a estos últimos de la toma de decisiones (Tallon, 
2010; Oatley, 1995).

Green de Chicago, Estados Unidos, Jet Lowe.
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A pesar de que existe un reconocimiento de que las políticas de 
principios de los 90 intentaron crear asociaciones multisectoriales, in-
cluir la opinión de la comunidad en el proceso de regeneración urbana 
(Butler, 1991), y otorgar fondos según la calidad del proyecto, se constata 
una reducción del beneficio a grupos desfavorecidos de la población 
(Tallon, 2010). En este contexto, y bajo el gobierno de Tony Blair (entre 
1997 y 2007) se impulsa la política denominada “The Third Way”, cuyo 
objetivo fue integrar a los individuos y hogares desfavorecidos en la 
economía general a través de intervenciones de oferta, que incluyeron 
mejorar las habilidades y el conocimiento, establecer vínculos entre los 
desempleados y los empleados, y garantizar el pago de los trabajadores 
a través de la reforma fiscal. Sin embargo, en 2010, el gobierno de David 
Cameron disuelve dichas políticas por considerarlas burocráticas y sobre 
centralizadas, adoptando el modelo denominado “The Big Society Model”, 
donde el diseño de los proyectos de regeneración urbana es transferido a 
las autoridades locales, disminuyendo así el gasto público y la presencia 
del gobierno central, lo que se ha traducido en una menor presencia del 
Estado y un número menor de iniciativas en la materia.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

Para entender la política de regeneración urbana en Chile es necesario 
comprender la política de vivienda del Ministerio de Vivienda y Urbanismo 
(MINVU), organismo que llevó a cabo una producción masiva de vivienda 
social durante los años 80 y 90 (Delgado, 2013: 41), y que a mediados de 
los 90’s evidenció falencias y problemas de índole cualitativo en términos 
habitacionales. Estos problemas están asociados al entorno, a las condiciones 
de habitabilidad del interior de las viviendas, y al proceso de desplazamiento 
forzoso de personas a la periferia de la ciudad que generó marginalidad 
urbana (División de Desarrollo Urbano, 2016). En este período surgen 
algunas iniciativas que se aproximan a la idea de regeneración urbana, 
como el Programa Chile Barrio en 1999, el Programa Chile Solidario en 
2000, y el Programa de Superación de la Pobreza Urbana.

Sin embargo, dichas iniciativas carecían de intersectorialidad y vi-
sión territorial. Considerando estas falencias, durante el primer período 
presidencial de Michelle Bachelet (2006 - 2010) se produce un cambio 
de perspectiva, donde no solo se busca mejorar la vivienda como in-
fraestructura, sino que se plantea la recuperación del barrio y su entorno 
articulando distintos ministerios. Así, el MINVU crea el Programa Quiero 
Mi Barrio, iniciando su implementación en 200 barrios de 80 comunas en 
todas las regiones del país buscando generar mayor integración a través 
de la recuperación de espacios públicos, mejores condiciones de entorno 
y relaciones sociales fortalecidas (Delgado, 2013). La iniciativa continúa en 
la actualidad con el nombre de Programa Recuperación de Barrios “Quiero 
mi Barrio“, planteándose “contribuir al mejoramiento de la calidad de vida 
de los habitantes de barrios que presentan problemas de deterioro urbano, 
segregación y vulnerabilidad social, a través de un proceso participativo 
de recuperación de los espacios públicos y de los entornos urbanos de 
las familias” (Delgado, 2013: 43).

Otro programa fue Condominios Sociales Segunda Oportunidad, el 
que buscó promover el ejercicio de deberes y derechos de los copropieta-
rios, mediante la rehabilitación y mejora de espacios compartidos en los 
condominios sociales (Delgado, 2013). El programa ofrece un subsidio habi-
tacional con distintas opciones para las familias: a) trasladarse a otro sector; 
b) realizar obras de reparación y/o mejoramiento en los bienes comunes; 
c) formar comités de administración de las copropiedades, capacitación 
a los residentes y sus comités de administración en torno a los derechos 
y deberes de la vida en copropiedad (Delgado, 2013). Este programa se 
aplicó en un comienzo en sólo cuatro conjuntos habitacionales, dos en la 
Región Metropolitana, correspondientes a Francisco Coloane en Puente 
Alto y Parinacota en Quilicura; uno en Vicuña Mackenna en Rancagua; y 
otro en Brisas del Mar en Viña del Mar.

Una de las acciones más importante del programa Condominios 
Sociales de Segunda Oportunidad fue la masiva demolición de bloques, 
lo que generó una disminución importante del stock de viviendas, al 
tiempo que se incrementó en el precio de viviendas sociales en el mer-
cado (Jimenez, 2017). Dado que para demoler un block de vivienda se 
requería del consentimiento del 90% de los propietarios, adicionalmente 
se generaron conflictos entre los vecinos y se fragmentaron varias orga-
nizaciones comunitarias. Al no contar con planes maestros respecto a la Bajos de Mena, Puente Alto. Fotografía: Pablo Selman.

recuperación y usos de los espacios despejados tras las demoliciones, los 
vecinos que decidieron permanecer en los lugares intervenidos vieron 
fuertemente deterioradas sus condiciones de vida. Así, el programa recibió 
una evaluación bastante crítica por parte de la DIPRES ya que se observó 
ausencia de avances significativos en el desarrollo de sus intervenciones 
en períodos superiores a 3 años de ejecución.

Así es como surge el programa de Regeneración de Conjuntos Habi-
tacionales de Viviendas Sociales, que reemplaza al programa de Segunda 
Oportunidad asumiendo los proyectos iniciados por su antecesor. Tiene 
por objetivo regenerar conjuntos habitacionales de viviendas sociales 
altamente deteriorados o irrecuperables, incluyendo su respectivo 
entorno, seleccionados de acuerdo a lo establecido por el D.S. Nº18 de 
2017. En la práctica, el programa no cuenta con una orgánica más allá 
del decreto que lo origina, y articula recursos de distintas fuentes y par-
tidas presupuestarias. Dada la complejidad de su abordaje y que aún no 
haya finalizado ningún proyecto de los que están en curso, se presenta 
la oportunidad de analizar sus fortalezas y debilidades.

Bajos de Mena, Puente Alto. Fotografía: Pablo Selman.
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RECOMENDACIONES

La experiencia de Inglaterra y Estados Unidos en materia de políticas 
de regeneración urbana muestra que existen algunos aspectos que son 
de gran importancia, no solo para profundizar en la discusión, sino para 
tomar aprendizajes factibles de aplicar a la realidad chilena y que se 
presentan a continuación:

Primero, es necesario definir claramente el problema urbano, la 
escala de respuesta y el plazo de la acción. Estas tres medidas se visua-
lizan en el proceso de gestión que se ha llevado a cabo en las políticas 
de regeneración urbana en Inglaterra y Estados Unidos, países que con 
el tiempo han intentado y logrado en menor o mayor grado resolverlo. 
A nivel nacional, el Programa Condominios Sociales Segunda Oportuni-
dad del MINVU ha definido como unidad de análisis el barrio, llevando a 
cabo su gestión y dando respuesta en esta escala, en un periodo que ha 
considerado diferentes gobiernos durante la última década. 

Segundo, se evidencia que, en la experiencia internacional revisada, 
el carácter multisectorial es un aspecto clave para el buen desarrollo 
de la gestión de las políticas de regeneración llevadas a cabo. Como 
caso ilustrativo de ello, a principio de los años 90 en Inglaterra se crearon 
asociaciones multisectoriales para resolver la falta de coordinación y 
cooperación entre los organismos del Estado (Butler, 1991).

Tercero, en ambos se reconoce la importancia de la inclusión de 
la comunidad local en el proceso de regeneración urbana llevado a 
cabo, para así no excluir a las autoridades locales y la comunidad de la 
toma de decisiones (Oatley, 1995; Tallon, 2010). Si bien, en los programas 
propuestos por el MINVU en los últimos años consideran la participación 
de actores locales, es necesario fortalecer dicha participación a lo largo 
del proceso y en las diferentes etapas de desarrollo de los programas que 
intervienen los territorios que precisamente habita la comunidad local.

Cuarto, es fundamental entender que la vivienda no solo repre-
senta el ámbito físico, sino que trasciende a aspectos psicológicos y 
sociales. La experiencia internacional mostró que, en el caso de Estados 
Unidos, las políticas que trasladaron población a otras áreas de la ciudad 
provocaron traumatismo emocional y psicológico severo en las personas 
desplazadas por la destrucción de sus redes sociales y comunitarias 
(Fullilove, 2005). Considerando ello como elemento contextual, resulta 
fundamental conocer los anhelos y las necesidades de las diferentes 
familias y las preferencias y expectativas residenciales de los individuos 
(Delgado, 2013), para así abordar los graves problemas psicosociales, 
espaciales y ambientales que presentan los conjuntos habitacionales 
internacionales revisados, y también, en poblaciones en el país, donde 
se ha reconocido la ausencia de tales aspectos.

Fuente: CEDEUS.
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PUNTOS CENTRALES

· Se realiza una breve revisión histórico-legislativa de los procesos de 
descentralización de la gobernanza y planificación territorial en Chile.	

· Se presentan alcances e implicancias de la Ley de Aportes al Espa-
cio Público (2016) para la gobernanza y planificación territorial a nivel 
regional y municipal.

· Se realiza un análisis de desafíos y oportunidades en torno a la ela-
boración e implementación de los Planes Intercomunales y Comunales 
de Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público (PIIMEP).

· Finalmente, se efectúan recomendaciones para fomentar el rol del 
nivel local en la elaboración de los planes PIIMEP.

INTRODUCCIÓN

En los últimos años, en Chile se han producido hitos legislativos que 
en la teoría y en la práctica pueden incidir en el nivel de descentralización 
de la gobernanza y planificación territorial. Por una parte, el año 2016 
se promulgó la Ley de Aportes al Espacio Público, que modifica la Ley 
General de Urbanismo y Construcciones (LGUC), y da sustento legal a 
herramientas para el nivel comunal e intercomunal, que buscan definir el 
impacto de proyectos que conllevan crecimiento urbano por extensión o 
densificación (Ley 20.958, 2016). Por otra parte, el 2018 se promulgó la Ley 
de Fortalecimiento de la Regionalización, la cual oficializa la legitimidad de 
un proceso de traspaso de competencias desde los ministerios sectoriales, 
a los gobiernos regionales (GORE). Esta ley también oficializa la Política 
Nacional de Ordenamiento Territorial (PNOT), los Planes Regionales de 
Ordenamiento Territorial (PROT), y permite que los GORE definan áreas 
metropolitanas en base a condiciones especificas (Ley N° 21.074, 2018). 

El objetivo principal de este documento es analizar las oportunidades 
y desafíos que conlleva la Ley de Aportes y los Planes de Inversión en 
Infraestructura de Movilidad y Espacio Público (PIIIMEP), para el desa-
rrollo urbano descentralizado. Se argumenta que la Ley de Aportes y los 
PIIMEP conforman un avance en los procesos de descentralización. Sin 
embargo, se deben guardar ciertos cuidados para que se aprovechen 
las oportunidades y atiendan los desafíos de planificación ligados a su 
implementación.

ANTECEDENTES

En el contexto de un diagnóstico consensuado sobre el atraso en 
materias de descentralización de la planificación urbana en nuestro país, 
se vuelve imperativa la necesidad de un mayor trabajo intersectorial, y 
una mayor integración entre los planes y los instrumentos ligados al 
financiamiento1. Más específicamente, se diagnostica la importancia de 
fortalecer los instrumentos de planificación territorial en el nivel regional 
y local, y la participación de actores regionales y locales en procesos de 
planificación e implementación, con el objetivo de mejor reflejar las 
necesidades y objetivos de desarrollo urbano de los territorioxs; tam-
bién se reconoce la importancia de pasar del tradicional mecanismo de 
políticas urbanas controladas y dirigidas, a una nueva aproximación al 
desarrollo urbano y la administración de las fuentes de financiamiento 
de infraestructura y proyectos urbanos  (OCDE, 2013). 

Para contextualizar los hitos legislativos mencionados (Ley de Aportes 
y Ley de Regionalización), es necesaria la revisión de algunos diagnósticos 
y escenarios deseables para el caso chileno. Por ejemplo, para la OCDE 
(2013), en el contexto del acelerado desarrollo urbano que se ha experi-
mentado en Chile durante el s. XX, se puede reconocer una estructura de 
gobernanza y de institucionalidad de carácter centralizada y sectorial, la 
cual ha tenido pocas mutaciones desde su consolidación (OCDE, 2013). 

A su vez, en cuanto a materias de institucionalidad y gobernanza, 
la Política Nacional de Desarrollo Urbano (PNDU, 2013) estipula como 
importante realizar “un reordenamiento institucional, tanto de la admi-
nistración central como de los gobiernos locales”; se plantea también la 
importancia de que “la institucionalidad avance hacia procesos integrados, 
planificados, descentralizados y participativos”. Más específicamente, 
la PNDU plantea la importancia de instaurar “un sistema integrado y 
descentralizado de toma de decisiones en materia de desarrollo urbano 
y territorial” y que dicha capacidad implica “dotar a las entidades descen-
tralizadas a cargo de la planificación de mayores facultades de decisión 
respecto del conjunto de materias que inciden en el desarrollo urbano, 
no solo las referidas a las construcciones y sus usos, sino también las 
referidas a sistemas de transporte, infraestructura, redes de servicios e 
instalaciones, manejo integrado de residuos, gestión de tributos asociados 
a obras o actividades locales, entre otros” (PNDU, 2013). 

En el documento de propuestas para la institucionalidad de la go-
bernanza urbana del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU, 
2018), específicamente en el diagnóstico sobre planificación urbana, 
se afirma que “si bien los ministerios sectoriales han incorporado en la 
elaboración de sus políticas y planes, en algún grado, la participación 
de los demás ministerios, de los gobiernos sub-nacionales y de la ciuda-
danía, aún predomina una planificación sectorial, con limitados niveles 
de integración con la planificación realizada por los otros sectores y por 

1 Si bien el trabajo intersectorial de la Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda 
y Territorio de Chile (COMICIVYT) ha permitido avanzar en este aspecto, aún se 
puede avanzar en desarrollar una mayor colaboración intersectorial reflejada 
en el nivel de gobernanza en la escala regional.

los niveles sub-nacionales” (CNDU, 2018). En el documento también se 
afirma que “a nivel subnacional, las potestades en materia de planifi-
cación urbana y territorial son muy restringidas” y que a nivel comunal 
si bien los instrumentos tienen mayor poder vinculante comparados 
con los instrumentos del nivel regional, aún carecen de facultades para 
implementarlos (CNDU, 2018).

Contexto histórico-legislativo
	
A continuación se describe brevemente el proceso de descentrali-

zación político-administrativa en Chile, resaltando aquellos hitos que 
han incidido en la estructura actual de la gobernanza y planificación 
territorial. Se puede definir como punto de partida la promulgación de la 
Constitución Política de 1823, que establece la figura de la municipalidad. 
Con la Constitución de 1823, se crean las primeras asambleas provin-
ciales e intendencias. Luego con la Constitución de 1833 se promulga 
la figura de los departamentos y las comunas. Hacia fines de siglo, se 
promulga la Ley de la Comuna Autónoma (Ley N° 5.357, 1891), la cual 
otorga atribuciones a las municipalidades, en particular con respecto 
al manejo de las elecciones. Con la Constitución de 1925, se hicieron 
ajustes a la división geopolítica del país, la cual no sufrirá cambios hasta 
el año 1974 (Marshall, 2018). 

En 1974 se crean las regiones con el proyecto de regionalización de 
la Comisión Nacional de la Reforma Administrativa (CONARA). En 1993, 
con la entrada en vigor de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno 
y Administración Regional (Ley N° 19.175), se implementan los gobiernos 
regionales (GORE), compuestos por la figura del Intendente y del Consejo 
Regional. La legislación de los años noventa definió nuevos roles de los 
gobiernos subnacionales en la planificación territorial, incluyendo la 
modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (Ley 
N° 18.695, 1992) y la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Admi-
nistración Regional, en coordinación con la Ley General de Urbanismo y 
Construcciones (LGUC) y su ordenanza. Por ejemplo, en 1993 se estableció 
que los Consejos Regionales debían establecer políticas y objetivos para 
el desarrollo de los asentamientos humanos de la región, aprobar los 
planes reguladores comunales, los planes reguladores intercomunales 
y opinar sobre los planes regionales (Ibid). 

Durante las primeras décadas del s. XXI, el proceso de descentralización 
avanzó en el ámbito político para el nivel regional con la promulgación 
de la Ley N° 20.678 (2013), la cual estableció la elección de los consejeros 
regionales. Luego, la Ley N° 20.990 (2017) oficializó la elección directa 
de los gobernadores regionales para liderar el órgano ejecutivo de los 
GORE y presidir los consejos regionales (CORE). Finalmente, se promulgó 
la Ley N° 21.074 de Fortalecimiento de la Regionalización (2018), que 
si bien refleja un avance en diversos aspectos, su incidencia en un real 
proceso descentralizador no está asegurado. Por ejemplo, con respecto al 
traspaso de competencias y atribuciones que señala la ley desde el nivel 
central al nivel de los gobiernos regionales, si revisamos el artículo 21bis, 
se puede producir una lectura restrictiva o generalizada con respecto a 
las competencias a traspasar: “el Presidente de la República transferirá, 
a uno o más gobiernos regionales, en forma temporal o definitiva, una o 
más competencias de los ministerios y de los servicios públicos…”, pero 
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al mismo tiempo en artículo 21ter siguiente se señala que “…se declarará 
inadmisible, sin más trámite, aquella solicitud de competencias que no 
se refiera a los ámbitos de ordenamiento territorial, fomento productivo 
y desarrollo social y cultural“ (Orellana y Marshall, 2019). A ello se suma 
el hecho de que queda en manos del Ministerio del Interior y Seguridad 
Pública la decisión de traspasar las competencias, lo que finalmente es 
una decisión centralizada (Orellana y Marshall, 2019). 

En el siguiente apartado se analizarán las condiciones necesarias 
para que las nuevas herramientas que especifica la Ley de Aportes, en 
particular con respecto a los PIIMEP, realmente signifiquen un avance 
con respecto al fortalecimiento del rol de los gobiernos subnacionales 
en la planificación territorial.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA 

Con la promulgación de la Ley de Aportes, se ajustan los mecanismos 
con que se cuantifican los impactos de proyectos que conllevan altos 
niveles de crecimiento urbano, ya sea por extensión o densificación. El 
primer mecanismo guarda relación con las mitigaciones directas que 
deberán realizar los proyectos que ocasionen impactos significativos 
sobre la movilidad local. El segundo aborda una modificación al artículo 
70 de la LGUC, en que se detalla la obligación de cesiones de terreno 
por parte de los gestores de los proyectos en cuestión. La ley acota que 
de manera alternativa se podrá hacer un aporte monetario equivalente 
al avalúo fiscal del porcentaje de terreno a ceder a la municipalidad 
respectiva, según densidad y destino de los proyectos. 

Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio 
Público (PIIMEP)

Las herramientas mencionadas (mitigaciones y aportes), serán exi-
gibles transcurridos 18 meses desde la publicación del reglamento de 
la Ley (D.O. 17 de mayo, 2019), es decir, después del 17 de noviembre 
del 2020. A su vez, a partir de esa fecha, los municipios podrán admi-
nistrar los aportes monetarios para la inversión en infraestructura de 
movilidad y espacio público, con el objetivo de mejorar condiciones 
de conectividad, accesibilidad, operación y movilidad de las comunas, 
mejorar la calidad de espacios públicos, mejorar la cohesión social y la 
sustentabilidad urbana (Ley 20.958, 2016). Para comenzar a recolectar 
los fondos, las comunas deberán elaborar y promulgar los Planes de 
Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público (PIIMEP), los 
cuales podrán elaborar y promulgar por cuenta propia, en coordinación 
con otros instrumentos de planificación territorial de la comuna. En caso 
necesario, los municipios podrán encargar la elaboración del plan a los 
gobiernos regionales (GORE) correspondientes o asistencia técnica a las 
Seremis de Vivienda y Urbanismo y de Transporte y Telecomunicaciones. 

En relación con los PIIMEP, los proyectos sobre los cuales se decide 
invertir, deberán estar incluidos en el Plan Regulador Comunal (PRC) o 
en el Plan de Desarrollo Comunal (PLADECO). Los aportes recolectados 
podrán ser destinados a financiar: obras contenidas en los PIIMEP, pago 
de expropiaciones, actualización de instrumentos de planificación te-
rritorial y gastos de administración (con un tope de 10% de los fondos 

recaudados). A su vez, al menos un 70% de los aportes recaudados 
deberán ser gastados en movilidad. Es decir, en proyectos que buscan 
mantener y mejorar la infraestructura que sostiene los diversos mo-
dos de transporte motorizados y no motorizados. Resulta importante 
mencionar que las obras contenidas en los PIIMEP también podrán ser 
financiadas complementariamente con otros fondos de origen sectorial 
(ministerial), regional (FNDR y otros), privados u otros a los que tenga 
acceso el municipio por recaudación propia. 

Los PIIMEP también tendrán una escala de aplicación en el nivel 
metropolitano o intercomunal, ya que en las áreas metropolitanas, o en 
las comunas que estén incluidas en un plan regulador metropolitano o 
intercomunal, las Seremis de Vivienda y Urbanismo y de Transportes y 
Telecomunicaciones, con consulta a las municipalidades, elaborarán un 
proyecto de PIIMEP intercomunal, adicional a los PIIMEP comunales, que 
contendrán proyectos, obras y medidas incluidas en los instrumentos de 
planificación de nivel intercomunales o asociados a éstos. En este caso, 
el intendente someterá el proyecto a la aprobación de los alcaldes de las 
comunas en cuestión, y en conformidad a la mayoría absoluta, el plan será 
presentado al consejo regional y promulgado por el intendente luego de 
su aprobación (Ley N° 21.074, 2018).

Recientemente, el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU) 
publicó una guía para la elaboración de los PIIMEP, en que se detallan los 
objetivos y alcances del plan (2019). Entre los objetivos de los PIIMEP se 
encuentran los siguientes:

- Mejorar las condiciones de conectividad, accesibilidad, operación 
y movilidad 
- Mejorar la calidad de los espacios públicos
- Mejorar la cohesión social
- Mejorar la sustentabilidad urbana

La guía también detalla los actores que cumplen un rol en la elabo-
ración y ejecución del plan. En la Tabla 1 se sintetizan los actores.

Sobre la tipología de proyectos que se pueden incluir en los PIIMEP, la 
guía plantea que éstos pueden ser obras asociadas a: (1) Infraestructura 
de movilidad motorizada y no motorizada; (2) proyectos de espacios 
públicos y áreas verdes en bienes nacionales de uso público existentes o 
planificados. Entre los elementos que se pueden considerar para las obras 
mencionadas se incluye: áreas verdes, aceras, arborización, circulaciones 
peatonales y pasos para peatones, calzadas, ciclovías, iluminación, sote-
rramiento de redes, equipamiento y mobiliario urbano (ver contenido 
textual en Art. 2.8.1 OGUC según Decreto 14 MINVU, 2017). La guía 
también establece etapas para la formulación de los PIIMEP (ver Tabla 2). 

La guía también establece etapas para la formulación de los PIIMEP 
(ver Tabla 2).

Actores Rol

Alcalde Promulgar PIIMEP

Concejo Municipal Aprobar el PIIMEP

La comunidad Instituciones, universidades, vecinos, empresas y otros actores locales que aportan desde 
las instancias participativas

Mesa Técnica Municipal (MTM) Organismo técnico municipal sugerido para la supervisión y validación del PIIMEP

Coordinador PIIMEP
Miembro de la MTM, idealmente Secplac u otro profesional de planta municipal con 
formación académica o experiencia en planificación, a cargo de coordinar el desarrollo, 
implementación y control de avance del plan

Equipo Ejecutor Equipo técnico profesional definido por el municipio (ya sea municipal, regional o consultor 
externo), sugerido para la elaboración del PIIMEP

Gobierno Regional (GORE) En caso de ser necesario, los municipios podrán solicitar al GORE la elaboración del PIIMEP

Secretarías Regionales Ministeriales Asistencia técnica de las Seremi MINVU y MTT

Programa de Vialidad y Transporte Urbano 
(MTT) Asistencia técnica

Etapa Rol

1 Recopilación de antecedentes y diagnóstico

Desarrollo de diagnóstico basado en aspectos urbanos determinantes para la 
movilidad y los espacios públicos, mediante la recopilación y análisis de información 
existente, con el objetivo de caracterizar la comuna y orientar la elaboración del 
PIIMEP.

2 Elaboración de una visión para el PIIMEP
Recoge intenciones, deseos y aspiraciones comunales existentes y nuevas, que 
sirvan de base para la construcción de objetivos específicos y metas que orientan la 
cartera de proyectos del PIIMEP.

3 Elaboración de la cartera de proyectos

Preparación del listado de proyectos, obras y medidas de infraestructura de 
movilidad y espacio público relevantes para la comuna, en virtud de los resultados 
de las primeras etapas (se debe realizar en base a Art. 2.8.1 de la OGUC agregado 
por D.S.14 MINVU, 2017).

4 Elaboración del plan PIIMEP Ejecución de un plano de localización, en el cual se codifican y ubican todos los proyec-
tos que conforman el PIIMEP (ver Art. 28.1 OGUC agregado por D.S.14 MINVU, 2017).

5 Control y ajuste
Definición de procedimientos que permitan controlar el avance en la ejecución de 
los proyectos, obras y medidas que conforman el PIIMEP, revisar los logros, realizar 
ajustes, incorporar nuevos proyectos.

 Fuente: Elaboración propia en base a Guía para la elaboración de los Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público (PIEP) (CNDU, 2019).

Tabla 1. Actores responsables sobre elaboración, aprobación, modificación y materialización de los PIIMEP. 

Tabla 2. Etapas de formulación, elaboración e implementación de los PIIMEP. 

 Fuente: Elaboración propia en base a Guía para la elaboración de los Planes de Inversión en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público (PIEP) (CNDU, 2019).
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RECOMENDACIONES 

La elaboración e implementación de los PIIMEP, tiene un potencial 
descentralizador, por el rol activo que tendrá el nivel regional y comunal 
en el proceso. Sin embargo, para que la descentralización suceda efec-
tivamente, se identifican dos instancias de coordinación crítica, cada 
cual en una escala diferente: (a) Escala regional: Seremis de Vivienda y 
Urbanismo y de Transporte y Telecomunicaciones deberá coordinarse 
con el gobierno regional y el nivel comunal para la elaboración e imple-
mentación de los PIIMEP intercomunales; (b) Escala comunal: en el caso 
de que un municipio delegue su elaboración o solicite apoyo técnico al 
GORE o Seremis, su elaboración e implementación de los PIIMEP deberá 
realizarse en coordinación con los actores locales. 

A continuación, se analizan las oportunidades y desafíos de la 
elaboración e implementación de los PIIMEP para posibles escenarios. 

 

Escenario A1/ PIIMEP Intercomunal

Representa el caso de los PIIMEP elaborados por Seremis de Vivienda 
y Urbanismo y de Transporte y Telecomunicaciones (Ley N° 20.958, 2016). 
En la Tabla 3 se detallan los requerimientos para la promulgación del 
PIIMEP Intercomunal, junto al principal desafío y oportunidad asociados 
a cada requerimiento.

Recomendaciones para escenario A1:

- Frente a los diversos intereses de las comunas contenidas en el 
área metropolitana en cuestión, trabajar mediante una metodología 
que considere las propuestas formuladas desde el nivel local para la 
definición de la visión y luego la cartera de proyectos. Ello puede facilitar 
la aprobación final del plan por parte de las autoridades municipales 
(ver guía PNDU, 2019).

- Trabajar mediante una metodología que fomente la creación de 
consensos y objetivos comunes del tipo de ciudad hacia la cual avanzar, 
desde la etapa de la construcción de la visión del plan, lo que facilitará la 
definición de la cartera de proyectos (que deberá estar acorde a la visión 
de ciudad definida en conjunto). 

- Considerar las observaciones que pueda tener el Consejo Regional 
durante todo el proceso de elaboración del PIIMEP Intercomunal, para 
que se consideren perspectivas plurales y diversas desde la elaboración 
de la visión hasta la definición de la cartera de proyectos del plan.

- Al considerar los Instrumentos de Planificación Territorial (IPT), 
para construir la cartera de proyectos de los PIIMEP Intercomunales, 
priorizar aquellos localizados en sectores que presenten un déficit de 
infraestructura de movilidad y espacio público.

- Reunirse con actores locales del ámbito público, privado, academia 
y sociedad civil a lo largo del proceso de elaboración del PIIMEP.

- Realizar procesos de participación ciudadana a lo largo del proceso 
de elaboración del PIIMEP (ver guía PNDU, 2019). 

Escenario B1/ PIIMEP Comunal

Representa el caso los PIIMEP, elaborados por la municipalidad (Ley 
N° 20.958, 2016). En la Tabla 4 se detallan los requerimientos para la pro-
mulgación del PIIMEP comunal, junto al principal desafío y oportunidad 
asociados a cada requerimiento.

Recomendaciones para escenario B1:

- Al considerar los Instrumentos de Planificación Territorial (IPT), para 
construir la cartera de proyectos de los PIIMEP, identificar los proyectos 
localizados en sectores de la comuna que presenten un déficit de in-
fraestructura de movilidad y espacio público.

- Reunirse con actores locales del ámbito público, privado, academia 
y sociedad civil a lo largo del proceso de elaboración del PIIMEP.

- Realizar procesos de participación ciudadana a lo largo del proceso 
de elaboración del PIIMEP. 

Escenario B2/ PIIMEP Comunal

Representa el caso en que la comuna delega la elaboración de los 
PIIMEP al gobierno regional (Ley N° 20.958, 2016). En la Tabla 5 se detalla 
el requerimiento para la promulgación del PIIMEP comunal, junto al 
principal desafío y oportunidad asociado.

Recomendaciones para escenario B2 (también aplican las del 
Escenario B1):

- Realizar reuniones de manera constante con autoridades, profesio-
nales y funcionarios del municipio a lo largo del proceso de elaboración 
del PIIMEP, para considerar las diversas perspectivas específicas para la 
elaboración de la visión del plan, la definición de la cartera de proyectos 
y el orden de prioridad de su desarrollo.

En síntesis, uno de los aspectos más importantes de los PIIMEP es que 
conforman una oportunidad de avanzar en la descentralización del país, en 
materias de gobernanza y planificación territorial. Si se resguardan ciertas 
condiciones, en particular con respecto al rol de las Seremis de Vivienda y 
Urbanismo, Transporte y Telecomunicaciones y gobiernos regionales, los 
cuales en casos específicos podrán hacerse cargo de la elaboración del 
PIIMEP, el proceso de descentralización puede cobrar mayor fuerza. Asegurar 
la participación de actores regionales permitirá reflejar los requerimientos 
subnacionales y objetivos de desarrollo en los procesos de planificación e 
implementación (OECD, 2013) . Por otra parte, los PIIMEP intercomunales 
para áreas metropolitanas también son una oportunidad para avanzar a 
una gobernanza y planificación territorial de escala de ciudad más que de 
unidades político-administrativas, como se enfatiza en el documento de 
Propuestas para una Institucionalidad de Gobernanza Urbana del Consejo 
Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU, 2018).

Requerimientos Principal desafío Principal Oportunidad

1. Seremis MINVU y MTT deberán considerar 
las perspectivas de las comunas para la ela-
boración del PIIMEP Intercomunal y obtener 
la aprobación de las mismas.

Seremis deberán llegar a consensos con 
respecto a la formulación de la visión y 
definición de la cartera de proyectos.

Avanzar en la planificación a escala de 
ciudad, más que por unidades político-
administrativas, como se recalca en el 
documento CNDU, 2018.

2. Seremis MINVU y MTT deberán considerar 
las perspectivas del Gobierno Regional (GORE) 
en la elaboración del PIIMEP y una vez listo 
tendrá que ser presentado y aprobado por el 
Consejo Regional antes de ser promulgado.

Seremis deberán llegar a consensos con 
respecto a la formulación de la visión y 
definición de la cartera de proyectos.

Con la participación de los integrantes 
del Consejo Regional, se podrá avanzar 
en aprobar planes PIIMEP que represente 
la visión intersectorial entre temas de 
vivienda-urbanismo y transporte.

3. Seremis MINVU y MTT deberán considerar 
los instrumentos de planificación territorial 
existentes en la elaboración del PIIMEP e in-
cluir proyectos, obras y medidas que ya estén 
incluidos en los IPT del nivel intercomunal.

Seremis deberán priorizar proyectos, obras 
y medidas ya contenidos en los IPT, lo que 
significa tomar decisiones que pueden 
favorecer algunas zonas por sobre otras.

Priorizar proyectos, obras y medidas que 
aprotenal desarrollo sostenible, a disminuir 
la inequidad territorial y que permitan una 
mayor integración social.

Fuente: Elaboración propia según Ley N° 20.958, 2016 y Ley N° 21.074, 2018.

Tabla 3. Escenario A1: Seremis elaboran el PIIMEP Intercomunal de un área metropolitana, según Ley N° 20.958, 2016 y Ley N° 21.074, 2018.

Tabla 4. Escenario B1: Municipio realiza por cuenta propia el PIIMEP con apoyo técnico Seremis y Programa de Vialidad y Transporte Urbano del 
MTT,  según Ley N° 20.958, 2016.

Fuente: Elaboración propia según Ley N° 20.958, 2016.

Requerimientos Principal desafío Principal Oportunidad

1. Municipio deberá considerar perspectivas 
Seremis MINVU y MTT, y programa de vialidad 
y Transporte Urbano del MTT.

El apoyo técnico del municipio, deberá 
mantener latentes las prioridades 
comunales para el plan.

Avanzar en la planificación a escala de 
ciudad, más que por unidades político-
administrativas, como se recalca en el 
documento CNDU, 2018.

2. Municipio deberá considerar perspectiva 
del Concejo Muncipal y alcalde tendrá que 
obtener aprobación del Concejo Municipal 
antes de promulgar el plan.

Alcanzar consensos respecto a la 
formulación de la visión y definición de la 
cartera de proyectos.

La participación del Concejo Municipal 
permitirá avanzar en aprobar proyectos 
que representen la realidad y necesidades 
locales.

3. Municipio deberá considerar instrumentos 
de planificación territorial existentes, inclu-
yendo proyectos, obras y medidas que ya 
estén incluidos o vinculado a IPT comunales.

Seremis deberán priorizar proyectos, obras 
y medidas ya contenidos en los IPT, lo que 
significa tomar decisiones que pueden 
favorecer algunas zonas por sobre otras.

Se podrá aprovechar la oportunidad de 
elegir proyectos, obras y medidas que 
aproten al desarrollo sostenible que 
aporten a disminuir la inequidad territorial, 
que permitan una mayor integración social.

Requerimientos Principal desafío Principal Oportunidad

1. El Gobierno Regional (GORE) elabora el 
PIIMEP comunal.

Que el GORE sea capaz de identificar y 
considerar las prioridades comunales en 
la formulación del diagnóstico, la visión 
del plan y en la definición de la cartera de 
proyectos.

Que el apoyo técnico solicitado sirva a la 
comunidad para actualizar mediante el 
PIIMEP, una visión de ciudad sostenible, 
que represente diversos intereses, que 
permita disminuir la inequidad territorial y 
aumentar la integración social.

Fuente: Elaboración propia según Ley N° 20.958, 2016. N° 20.958, 2016.

Tabla 5. Escenario B2: Municipio decide delegar por completo la elaboración del PIIMEP al GORE, según Ley N° 20.958, 2016. N° 20.958, 2016.
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Finalmente, resulta importante estar pendientes de la formulación de 
los PIIMEP; como todo plan de su tipo, los PIIMEP deberán elaborar una 
visión de ciudad para plasmar ideales y valores de manera consensuada, 
y así guiar la definición de objetivos, acciones y metas del plan. Según un 
reporte de la American Planning Association, un plan comienza con la 
definición de una visión general para el futuro de la comunidad, basada 
en un proceso de participación ciudadana, y las políticas y acciones que 
componen el plan, deben surgir y apoyar esa visión (APA, 2012). Según 
la Guía de Elaboración de los PIIMEP del CNDU (2019), la visión del plan 
se puede trabajar mediante talleres con la comunidad, cuestionarios a 
informantes claves y expertos locales. Otra oportunidad importante a 
partir de la elaboración de la visión del plan, es integrar a la cartera de 
proyectos, obras que fomenten el desarrollo urbano sustentable, por 
ejemplo, infraestructura que mejore la accesibilidad a zonas densas o 
centralidades y que mejore las condiciones para la convivencia de los 
diferentes modos de movilidad no-motorizada.
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Capítulo V

Protección del 
suelo y agua
Presentación:
Jorge Gironás y Pablo Pastén

La sustentabilidad de nuestras ciudades depende de las interacciones 
que establecen con las cuencas donde se emplazan.  El acceso seguro y 
suficiente a recursos críticos necesarios para la vida en la ciudad, como 
el agua, el aire y el suelo, se configura por procesos que ocurren a nivel 
de cuenca, y que se manifiestan desde escalas locales a globales. El ciclo 
hidrológico y sus distintos procesos controlan e interactúan directamente 
con el clima del planeta, la geomorfología de los continentes, la salud, 
estructura y conectividad de los ecosistemas, la presencia y dinámica de 
la vegetación, entre otros. Las actividades y gestión de flujos metabólicos 
que dan vida a nuestras ciudades, como aquellos del ciclo urbano del 
agua, impactan profundamente la calidad ambiental de nuestras cuencas 
y presentan oportunidades de mejora. Por otra parte, la diversidad de 
ambientes geoquímicos e hidrológicos de norte a sur dan lugar a aguas 
y suelos que requieren consideraciones muy distintas en cuanto a su 
gestión y capacidad de soportar la vida en la ciudad.

Es urgente que la planificación y ocupación del territorio y de nues-
tras ciudades consideren la diversidad y riqueza de estas interacciones 
complejas, y que son todavía insuficientemente conocidas a lo largo de 
Chile. Para abordar esas brechas, se necesita avanzar la frontera del conoci-
miento a distintas escalas desde la inter y la transdisciplina, pero también 
operativizar las implicancias de este conocimiento en los acuerdos que 
logramos como sociedad, plasmados, por ejemplo, a través de políticas, 
leyes, normas, y estándares de calidad.  Una comprensión compartida de 
las interacciones entre cuenca y ciudad es una base sólida y generativa 
para lograr acuerdos hacia la sostenibilidad de nuestras ciudades. 

¿Cómo interactúan nuestras ciudades con sus cuencas a lo largo 
de Chile?, ¿Cómo se relacionan los ambientes urbanos con los periur-

banos?, ¿Cómo las actividades socioeconómicas impactan la ciudad 
y la calidad ambiental? ¿Podemos reducir los impactos negativos y 
potenciar los positivos? Los dos Documentos de Política Pública de 
este capítulo presentan dos esfuerzos de CEDEUS en esa dirección. Un 
primer documento, “Ciudad y territorio: protección del agua”, entre-
ga antecedentes relevantes respecto del agua como elemento crítico 
para la sustentabilidad urbana, con objeto de promover la protección 
y rehabilitación del recurso hídrico. Se describe el ciclo del agua en el 
contexto urbano y periurbano, relevándose actores y factores territoriales 
críticos, así como los permanentes cambios y dinámicas que afectan 
este ciclo. El documento busca servir de insumo para la discusión y el 
trabajo al interior de organizaciones de la sociedad civil, el estado y la 
ciudadanía en general. 

El segundo documento, “Consideraciones ambientales para la 
planificación territorial en ciudades mineras en Chile”, acerca a la 
comunidad una realidad silenciosa pero de alta significancia para el 
bienestar y salud de las personas, como es la interacción de nuestras 
ciudades con otras actividades relevantes para la economía territorial de 
impacto en la cuenca donde se ubican. En este caso particular se analiza 
la distribución de metales y su relación con residuos mineros en la ciudad 
de Copiapó y se conecta con el riesgo a la salud por ingestión de polvos 
de calles y suelos enriquecidos con metales tóxicos. Finalmente, se ana-
liza la posibilidad de usar los Instrumentos de Planificación Territorial y 
de Gestión Ambiental para evitar, controlar o mitigar los problemas de 
exposición de la población a la contaminación.
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INTRODUCCIÓN

Las ciudades necesitan de recursos críticos como agua, suelo, energía, 
materiales y alimentos. Tienen una capacidad única de impactar y ser 
impactadas por las características geomorfológicas y culturales de 
los territorios donde se emplazan, donde ecosistemas coexisten con 
actividades humanas como minería, pesca y agricultura. Asegurar la 
sustentabilidad de la ciudad y del territorio en su conjunto impone 
un desafío formidable a distintos niveles por la complejidad de las 
relaciones e interacciones que ocurren.

El siguiente documento preparado por investigadores del Centro 
de Desarrollo Urbano Sustentable y otros colaboradores, entrega 
antecedentes relevantes respecto del agua como un elemento crítico 
para la sustentabilidad de las ciudades, con el objetivo de que sirva de 
un marco para la discusión constitucional sobre protección de recursos 
críticos para las ciudades y territorios. Además, puede servir de insumo 
para también ser consultado por la ciudadanía y sus organizaciones.

EL CICLO URBANO Y PERIURBANO DEL AGUA A LO LARGO DE CHILE: 
AVANCES Y DESAFÍOS

La vida en las ciudades y comunidades depende de la disponibili-
dad de agua segura y suficiente.  En Chile, a nivel urbano la cobertura 
de agua potable es de un 99,9% y a nivel rural es cercana a un 80,0%i. 
Aún hay más de 70.000 viviendas abastecidas por camiones aljibeii y 
más de 81.000 familias en campamentosiii. De estos últimos, el 93% 
de las familias accede al agua de manera no formal o irregular: 31% se 
abastece desde camiones aljibe; y 4,6% desde ríos, vertientes, pozos o 
compra de bidones de aguaiii.

Además, las pérdidas físicas y comerciales de agua potable reportadas 
por las sanitarias en los últimos dos años se han mantenido en valores 
cercanos al 33%, lo que contrasta con la situación de escasez hídrica 
que afecta a muchas regiones del país. La cobertura de conexión al 
alcantarillado en zonas urbanas es cercana a un 97%iv, mientras a nivel 
rural se estima que el saneamiento superior al básico1 no supera el 25%i. 

La Figura 1 muestra un modelo de cuenca típica en Chile y distintos 
elementos característicos del ciclo urbano del agua. El agua destinada 
a consumo humano se capta desde fuentes superficiales (44%) y sub-
terráneas (55%, con una tendencia al alza), que en Chile puede tener 
un amplio rango de disponibilidad y calidades, imponiendo diferentes 
desafíos a distintas latitudes. Actualmente, el conocimiento de la di-
námica que controla la calidad y cantidad de las aguas subterráneas a 
nivel territorial todavía es limitada. 

El agua que abastece las comunidades es potabilizada por empresas 
sanitarias o servicios sanitarios rurales a través de distintos procesos que 
aseguran cumplir con estándares de calidad establecidos por la NCh409 
(norma técnica que establece requisitos para parámetros físicoquími-
cos y bacteriológicos para agua potable). Sin embargo, esta norma 
no considera todos los contaminantes para los cuales la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) ha emitido valores guía. En algunas ciuda-
des (como Antofagasta, Tocopilla y Caldera), se ha hecho necesario la 
implementación de la desalinización para potabilizar el agua, proceso 
que es intensivo en usos de energía, reactivos, materiales consumibles, 
y en la producción de salmuera como flujo residual. De acuerdo a la 
Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS), actualmente hay 21 
plantas potabilizadoras de agua que utilizan osmosis inversa, de las 
cuales tres se abastecen de agua de mar (1% de la producción nacional, 
todas ubicadas en la Región de Antofagasta; la Planta Desaladora Norte 
abastece el 90% de la ciudad de Antofagasta y el 100% de Mejillonesv), 
y el resto se abastece de agua salobre.  

Además del consumo humano, el agua potable se usa para fines 
industriales, riego de jardines y mantención de áreas verdes. Se ha esti-
mado que en el riego de un área verde de 100 m2 en Santiago se utilizan 
12,8 m3 de agua al mesvi durante el verano, lo que equivale al 43% de lo 

1 Saneamiento básico: Tratamiento primario de aguas residuales como fosas sépticas.
2 De acuerdo a la Ley 21075 las aguas grises se refiere a las aguas servidas domésticas residuales provenientes de las tinas de baño, duchas, lavaderos, lavatorios 
y otros, excluyendo las aguas negras, y las aguas negras son las aguas residuales que contienen excretas.

que consumiría en el interior de un hogar promedio de 5 personas en el 
mismo periodo. En sectores de altos ingresos una parte del consumo de 
agua potable se destina a piscinas, lo que sumado al riego de extensos 
jardines explica que, en Chicureo, el consumo per capita alcanza 1.120 
litros diarios, mientras que en la Comuna de San Pedro de la Paz dicho 
consumo apenas supera los 11 litros diariosvii. 

La red de alcantarillado urbano conduce las aguas residuales 
(generadas desde cada hogar y también otras fuentes) a plantas de 
tratamiento de aguas servidas que las devuelven a ríos y lagos, utilizan-
do tratamiento secundario (proceso biológico, donde la utilización de 
microorganismos permite la depuración de la materia orgánica biode-
gradable) o emisarios submarinos (cerca del 20% de las aguas servidas 
recolectadas por las sanitarias). En los emisarios submarinos, las aguas 
servidas se transportan a través de ductos después del tratamiento 
primario, donde se remueven sólidos gruesos, pero no sólidos finos 
y sustancias disueltas, para posteriormente descargarlas a través de 
difusores en lugares suficientemente alejados de la costa para prevenir 
contaminación con coliformes en el borde costero. 

Las plantas de tratamiento de aguas servidas no restituyen la 
condición original del agua. Las aguas tratadas típicamente contienen 
contaminantes como materia orgánica, nutrientes, microorganismos, 
y algunos compuestos clasificados como contaminantes emergentes, 
como productos farmacéuticos, productos de cuidado personal y sub-
productos de la desinfección. Actualmente, pocas plantas de tratamiento 
cuentan con control avanzado de nutrientes (nitrógeno y fósforo), los 
cuales pueden provocar problemas de eutroficación, y se desconoce 
en gran medida la presencia de contaminantes emergentes, con sus 
potenciales efectos sobre ecosistemas y la salud humana. 

Entre los contaminantes emergentes, hay de origen natural y de 
origen industrial. Lamentablemente en Chile no se realiza monitoreo 
de estos contaminantes, aunque varios estudios académicos han 
dado cuenta de su existencia. De este modo, se necesita estrechar la 
brecha entre lo que se conoce como agua potable (que cumple los 
límites definidos NCh49) y el agua segura para el consumo humano 
(un agua inocua para la salud). Esto es más importante si pensamos 
que aguas abajo, en el río, pueden existir otras captaciones de agua 
superficial para distintos usos del agua como riego, o incluso para la 
producción de agua potable.

La búsqueda de nuevas fuentes y el reúso del agua cobran cada vez 
más importancia. El reúso de aguas grises y negras2 requiere adoptar 
estrategias de gestión y uso de tecnologías. En países como Singapur, 
se dispone de sistemas avanzados de tratamiento de aguas servidas 
que apuntan a un rol central del reúso en el ciclo urbano del agua. 
Después de aplicar tratamientos convencionales de aguas servidas, 
se aplica microfiltración y osmosis inversa para generar un agua que 
podría ser bebida directamente (se denomina NEWater). Sin embargo, 
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Fuente. Elaboración propia.

Figura 1. El ciclo urbano del agua.

1 Captación
2 Planta potabilizadora
3 Red de aducción
4 Almacenamiento
5 Distribución
6 Alcantarillado
7 Plantas de tratamiento de 
aguas servidas

no se usa para abastecer la red de agua potable, sino que para pro-
cesos industriales, y el abastecimiento de reservorios abiertos donde 
se mezclan con aguas lluvias urbanas para posteriormente producir 
agua potable. Tal como la desalinización, estos procesos que avanzan 
hacia el concepto “from toilet to tap” (del inodoro a la llave de agua) 
son sumamente intensivos en el uso de energía y recursos, además de 
desafiar actitudes y preferencias de los usuariosviii.

La gestión de las aguas lluvias urbanas plantean actualmente una 
oportunidad y un desafío relevante. El concepto tradicional de basar el 
manejo de las aguas lluvias mediante colectores que las saquen rápido 
de la urbanización se acerca más a tratarlas como residuos que como 
recursos. Actualmente, el uso de infraestructura verde (parques, plazas, 
techos verdes, entre otros) y de obras de almacenamiento e infiltración 
puede aportar a restaurar los patrones de drenaje natural, recargar 
acuíferos en zonas urbanas, y proteger la geomorfología y ecología 
de los cursos receptores.  Sin duda que el uso de colectores unitarios 
formales e informales (es decir, colectores que llevan aguas lluvias y 
aguas servidas en el mismo ducto) implica la descarga superficial de 
aguas sin tratar cuando se superan los caudales de diseño en las plantas 
de tratamiento, o en distintos puntos de la red. Esto es especialmente 
preocupante en ciudades lacustres y en ciudades ribereñas aguas 
abajo de estas descargas.

LA CUENCA COMO CONTEXTO BIOFÍSICO Y SOCIOHIDROLÓGICO

Nuestras ciudades se insertan en cuencas hídricas, dominios 
espaciales definidos por una red de drenaje que comparte un punto 
común de salida al mar, o a un lago o salar, en el caso de las cuencas 
endorreicas.   Así, los flujos de agua en una cuenca establecen una co-
nexión natural entre los distintos territorios que la componen, donde el 
suelo, la vegetación, los ecosistemas acuáticos y terrestres, son partes 
integrales de esta trama.

La conexión natural que se da en una cuenca implica que las activi-
dades que consumen o contaminan el agua en una parte de la red de 
drenaje, condicionan la cantidad y calidad en otra parte de esta. Los 
cambios en cantidad y calidad pueden afectar el uso de agua para con-
sumo humano, producción de alimentos, pesca, acuicultura, el sustento 
de ecosistemas acuáticos, o el soporte de sistemas de vida y costumbres 
de comunidades. En este sentido, es fundamental proteger la cantidad 
y la calidad del agua, no solo para el consumo humano, sino también 
para otros usos que resultan fundamentales para la sostenibilidad del 
territorio, el bienestar de sus habitantes y para asegurar la protección 
de ecosistemas. Como ejemplo de aquello, se puede destacar la com-
petencia por el recurso especialmente entre agricultura y agua potable 
en las cuencas de Aconcagua y Maipo en los últimos años.

3 Contaminación difusa: Contaminación proveniente de fuentes no puntuales que pueden abarcar amplias superficies.
4 Aliviadero: Conducto que permite el vertido de aguas sobrantes de un embalse o canalización.

En los últimos años, el uso de la cuenca como unidad de gestión y 
análisis ha tenido un desarrollo muy interesante a través de los procesos 
de establecimiento de normas secundarias de calidad de aguas (NSCA) 
y planes de gestión de recursos hídricos. Las NSCA imponen límites 
a parámetros de calidad del agua que buscan preservar ecosistemas 
acuáticos y mejorar la provisión de bienes y servicios ecosistémicos 
(riego, recreación, pesca artesanal, etc.). Donde hay pueblos originarios, 
estas normas también deberían considerar áreas de vigilancia separadas 
para proteger su cultura con valores consistentes con el uso de dife-
rentes servicios ecosistémicos del que hacen uso estas comunidades. 
Las NSCA son sitio específicas y requieren de una cantidad importante 
de información científico-técnica sobre el área. También consideran 
un análisis de impacto económico y social, e involucran un proceso 
de participación ciudadana donde distintos actores de la cuenca y 
personas naturales pueden generar observaciones y comentarios a 
ser considerados en el proyecto final. El establecimiento de una NSCA 
genera un programa de monitoreo, y en caso que se acerque o supere los 
límites impuestos, se gatilla un plan de prevención o descontaminación, 
según corresponda. Se espera que las NSCA aporten a controlar fuentes 
puntuales y difusas3, algunas de las cuales se asocian al metabolismo 
urbano, como los efluentes tratados de aguas servidas, la descarga de 
aliviaderos4 de aguas servidas y lluvias combinadas, y la contaminación 

difusa. Lamentablemente, en la actualidad sólo 5 de las 101 cuencas 
en Chile cuentan con NSCA.

Cualquier marco o acuerdo que busque la sostenibilidad hídrica 
y socio-ambiental debe tener un correlato con la dinámica natural e 
interdependencia territorial que ocurre en las cuencas. La Figura 2 con-
ceptualiza distintos componentes naturales que controlan la dinámica de 
contaminantes en un lago. La protección del ecosistema y en particular 
los usos del agua requiere analizar el sistema integralmente, y articular 
distintos actores en el territorio hacia un objetivo común de protección. 
La fragmentación en la toma de decisiones sobre el recurso, ya sea a 
nivel institucional o administrativa del territorio, no aporta al manejo 
integral y sostenible del recurso.  Por el contrario, la gestión y análisis 
del agua en la ciudad debe ser realizada con un enfoque de cuenca.

Fuente: Elaboración propia.

Figura 2.  Múltiples actores y factores en el territorio determinan la calidad de un cuerpo de agua. Fuente: Modificado sobre la base del Ministerio del 
Medio Ambiente, 2017.ix
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CAMBIO CLIMÁTICO, SISTEMAS DINÁMICOS, DIVERSOS, 
COMPLEJOS E INTERDEPENDIENTES: ¿PODEMOS PROTEGER LO 
QUE DESCONOCEMOS?

La sostenibilidad de la relación entre la ciudad y su cuenca depen-
de de interacciones complejas.  Cada cuenca tiene su geomorfología, 
hidrología, y geoquímica, lo cual da origen a un amplio rango de con-
diciones a lo largo de Chile. Las cifras de precipitación, escorrentía, y 
calidad del agua varían dramáticamente en nuestras cuencas de norte 
a surx. También están expuestas en forma variable a los cambios en los 
patrones hidrológicos asociados al cambio climático.  

Las actividades antrópicas también configuran distintos desafíos de 
protección a lo largo del territorio nacional, sumado a distintas caracte-
rísticas naturales que limitan o posibilitan distintos usos del agua. Por 
ejemplo, la presencia de sales disueltas, metales y metaloides tóxicos 
de origen natural en varias cuencas del norte de Chile limitan el uso del 
agua para consumo humano y agrícolaxi. Lo mismo ocurre con el suelo, 
otro elemento crítico para el desarrollo urbano, cuyas concentraciones 
naturales de metales pueden superar las recomendaciones interna-
cionales para concentraciones máximas en usos de suelo residencial, 
pudiendo representar un peligro para la salud de las poblaciones que 
se instalen en estas cuencas. En consecuencia, la gestión y marcos 
regulatorios deben considerar esta variabilidad y tomar en cuenta la 
exposición a distintos peligros a lo largo del territorio, especialmente 
considerando riesgos e incertidumbres naturales, antrópicos y otros 
derivados del cambio climático.

La complejidad y diversidad de procesos naturales y antrópicos que 
concurren en la determinación de la cantidad y calidad de las aguas de 
una cuenca, así como las diferencias ya mencionadas entre las distintas 
cuencas de nuestro país, hacen necesaria una gobernanza muy distinta 
a la actual. Esta gobernanza debe hacerse cargo de la necesidad (y 
urgencia) de resguardar las fuentes de agua dulce y los procesos na-
turales que mantienen dichas fuentes; esto implica la protección de 
humedales, glaciares y riberas de todos los cursos de agua superficial, y 
de las áreas de alimentación de los acuíferos. También debe resolver la 
competencia entre los distintos usos posibles del agua de una cuenca, 
priorizando el consumo humano y estableciendo formas transparentes 
de resolver conflictos entre los distintos usos y usuarios. Esta nueva 
gobernanza debe incorporar las diferencias regionales y locales en la 
toma de decisiones, y reconocer las particularidades culturales y sociales 
de las comunidades que habitan a lo largo del territorio. El contexto de 
crisis climática actual obliga también a definir una gobernanza adap-
tativa, capaz de incorporar las innovaciones tecnológicas y avances 
del conocimiento para responder a los desafíos del cambio climático.  

La complejidad anterior se profundiza al considerar los nexos que 
se generan entre distintos recursos críticos. Por ejemplo, las plantas 
desaladoras pueden ser usadas para producir agua para consumo hu-
mano desde agua de mar y fuentes salobres. Sin embargo, implican un 
uso significativo de energía, reactivos, y fungibles, y generan residuos 
en la forma de salmueras que contienen las sales removidas desde la 
fuente, que impactan severamente el borde costero y los ecosistemas 

bentónicos potencialmente afectados. También es bien conocido el 
nexo entre el consumo de agua y la producción alimentaria, uno de los 
flujos críticos para la ciudadxii. No obstante, en un país agroexportador 
como Chile, el agua destinada a la agricultura no es necesariamente 
integrada al ciclo de provisión de alimentos para las ciudades de la 
misma cuenca, sino que es exportada en forma de frutos hacia otros 
países o continentes (e.g., el caso del valle de Petorca). Aunque se 
desarrollen y apliquen tecnologías que permitan desalar aguas o au-
mentar la eficiencia del regadío, en ausencia de un sistema adecuado 
de administración de las aguas se puede generar un aumento de la 
demanda por la mayor eficiencia, aumentando finalmente el consumo, 
lo que vuelve a presionar todo el sistema. Por lo tanto, la existencia de 
nexos entre distintos recursos críticos nos obliga a ser especialmente 
cuidadosos en la adopción de políticas públicas. Más aún, las soluciones 
tecnológicas deben ser acompañadas de un profundo entendimiento 
de los fenómenos sociales, los que pueden alterar el funcionamiento 
de estas soluciones inicialmente concebidas desde la técnica. 

En consecuencia, los marcos institucionales y jurídicos que regulan 
el territorio y la protección de los recursos críticos deben ser capaces de 
operar sobre estos sistemas complejos, interdependientes, dinámicos 
y diversos que ocurren en nuestras cuencas.  La generación activa de 
conocimiento que sea compartido y aceptado por distintos actores del 
territorio se convierte en pieza clave para la sostenibilidad del territorio. 
Se necesita desarrollar ciencia, tecnología y formar capital humano que 
alimente vigorosamente la formulación de políticas públicas, marcos 
regulatorios, y toma de decisiones basada en evidencia con pertinencia 
local y cultural. La construcción de conocimiento compartido sobre 
cómo funcionan nuestras cuencas y ciudades es fundamental para 
generar acuerdos y agendas compartidas que aseguren la protección 
de los recursos críticos. No podemos proteger lo que desconocemos. 

OPORTUNIDADES Y DESAFÍOS PARA UNA NUEVA CONSTITUCIÓN

En el presente contexto nacional y en especial dada la urgente 
necesidad de construir un nuevo Chile desde los territorios humanos y 
físicos que lo componen, el tema hídrico es un asunto esencial que no 
debe desatenderse. En dicho sentido, estimamos debe considerarse el 
agua, de una manera directa o indirecta, en diversos capítulos de una 
nueva Constitución:

1. A nivel de principios
a. Principio del desarrollo sostenible: se sugiere incorporar este 

principio y establecer expresamente que el modelo económico 
del país debe asegurar el agua para las comunidades locales tanto 
para su subsistencia actual como para la futura.

2. A nivel Institucional
a. Se requiere una gobernanza a nivel de cuencas, reconociendo 

que estas son las unidades básicas del territorio (al respecto se 
puede ver el artículo 47 de la Constitución Política de Uruguay).

b. Se requiere establecer el mecanismo del ordenamiento 
territorial, tanto para el logro de la equidad territorial, como 
para la planificación del territorio y las cuencas dentro de ello. 

Desagüe en Lago Llanquihue, Puerto Varas, Chile. Fotografía: Nicolás Gutiérrez. 

Son muchas las Constituciones Extranjeras que lo contemplan 
(e.g. Ecuador, España, Grecia, Portugal).

c. Se requiere mandatar a los órganos de la administración del 
Estado, como los gobernadores regionales, a actuar de manera 
coordinada, solidaria y transparente en la gestión de cuencas que 
sean compartidas entre regiones. Puede verse como referencia el 
art.262 de la Constitución de Ecuador. Y de manera más amplia, los 
principios mencionados son tratados en muchas constituciones. 
Puede verse por ejemplo en la Constitución de Alemania, Italia, 
Francia, Portugal y Colombia.

d. Mandatar a la ley la creación de un consejo de desarrollo 
económico, social y de ordenamiento territorial que vele, entre 
otras materias, por la coordinación en la gestión hídrica y la coo-
peración en el fomento de la ciencia cuando el alcance exceda 
el de una región.

3. A nivel del derecho humano al agua
a. Incorporación de este derecho al menos a nivel de consumo 

humano. Lo cual implica: i) agua potable de calidad apta para la 
salud y cantidad suficiente, debiendo tenerse como referencia las 
guías de la OMS, recordando que Chile concurrió a su creación; 
ii) en calidad y cantidad necesaria para desarrollo de actividades 

agrícolas y ganaderas, que permitan la subsistencia y además 
el desarrollo de la cultura del campesinado y de los pueblos 
originarios del país.

4. A nivel del derecho a un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado y en el contexto del desarrollo sostenible, mencionar:

a. Los principios preventivos y precautoriosxiii como parte 
de la gestión ambiental del Estado.

b. La priorización de la reutilización y reciclaje como obligación 
del Estado y de los ciudadanos.
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PUNTOS CENTRALES

El texto presenta evidencia acerca de las altas concentraciones de 
algunos metales y metaloides en polvos de calle y suelos de Copiapó y 
realiza estimaciones preliminares de riesgo para la salud de la población. 
Además, analiza cómo desde la planificación territorial se puede gestionar 
la situación ambiental de ciudades en el contexto minero para disminuir 
riesgos sobre la población residente.

INTRODUCCIÓN

Entre las problemáticas ambientales que afectan a las ciudades 
mineras, una de las más graves es la exposición crónica de la población 
a metales a través del aire, del suelo o aguas. En 2016, el Ministerio 
del Medio Ambiente (MMA) evaluó numerosos sitios con potencial 
presencia de contaminantes (CENMA, 2016), entre ellos los “relaves 
urbanos”, e identificó múltiples sitios con contaminantes metálicos, 
concluyendo que existen carencias de información con respecto al 
contenido de metales en los suelos urbanos y periurbanos en nuestra 
zona de estudio, la ciudad de Copiapó. 

El Centro de Desarrollo Urbano Sustentable (CEDEUS) realizó un 
diagnóstico de la condición ambiental de Copiapó, para luego estimar 
de forma preliminar el riesgo a la salud de la población debido a la 
ingestión de polvos de calles y suelos enriquecidos con metales. Parte 
de la investigación identificó el origen de los metales en la ciudad y 
cómo se distribuyen en Copiapó. 

Luego, se analizó cómo los Instrumentos de Planificación Territorial 
(IPT) y los Instrumentos de Gestión Ambiental pueden ser utilizados para 
evitar, controlar o mitigar el uso de suelo con presencia de contaminantes, 
a partir de una priorización por las implicancias sanitarias poblacionales. 
Asimismo, el documento entrega recomendaciones a la política pública 
para ciudades insertas en un contexto minero.

ANTECEDENTES 

Caso de estudio: Copiapó

Las concentraciones de metales medidas en suelos y polvos de calles 
en Copiapó indicaron altos valores para arsénico y cobre. Para ambos 
elementos se superan en más del 90% de las muestras con respecto a 
la norma de referencia para suelos urbanos de Canadá. Existen también 
casos puntuales de concentraciones que superan las normas de referencia 
internacionales para cobalto, mercurio y plomo.

El trabajo de campo determinó una línea base o background de 
metales para suelos de Copiapó (condiciones naturales para 14 ele-
mentos) a través de 59 muestras de zonas naturales. Ello arrojó que: 
i) 40 de las muestras poseen concentraciones de arsénico sobre los 
valores de referencia establecidos para el caso de Polimetales de Arica 
(20 mg/Kg, según regulación de UE) (Secretaría Regional Ministerio de 
Salud, 2011); ii) las concentraciones basales de hierro y manganeso 
corresponden a más del doble de las reportadas por estudios con 
mediciones similares realizadas en otros países y que en el caso del 
cobre es más de siete veces. 

Esta información es coincidente con la alta presencia de yacimien-
tos mineros y con que, geológicamente, la zona presenta un elevado 
contenido de metales en el suelo. Por otro lado, debido a la deposición 
atmosférica de emisiones industriales, se observó una mayor concentra-
ción de metales en la parte superficial (entre 0 y 5 cm de profundidad) 
de los suelos en zonas naturales cercanas al área minero-industrial. Por 
ejemplo, las concentraciones de arsénico aumentaron en promedio 
268% en las muestras superficiales más cercanas a la fundición de cobre 
versus las profundas (más de 20 cm de profundidad). Así, el polvo que 
llega a la ciudad desde las zonas aledañas es rico en metales, debido a 
las condiciones naturales de la zona y por la actividad industrial presente 
en la misma.

Al comparar los valores medidos con la línea base se determina un 
factor de enriquecimiento (por cociente). Un factor de enriquecimiento 
indica el aporte de fuentes de metales NO naturales en relación a la 
condición natural (Sutherland, 2000), en este caso aplicado sobre los 
polvos de calles y suelos para comparar la condición urbana con la línea 
base natural. Valores altos implican alto aporte no natural. Diferentes 
metales relacionados a la actividad minera presentan factores de enri-
quecimiento por sobre la condición natural, como el caso del arsénico 
con un 24%, el cobre con un 79%, el mercurio con un 63% y plomo con 
un 75% de las muestras de polvo de calles enriquecidas. Dentro de la 
ciudad, el enriquecimiento depende del lugar en donde fue tomada 
la muestra. En el caso del mercurio, existe un enriquecimiento leve en 
todo Copiapó, pero intensificado en sectores cercanos a relaves ricos en 
mercurio, como el relave Ojancos, ubicado en el centro de la ciudad, y el 
relave Santa Blanca, cercano a la zona agrícola de San Fernando, ambos 
provenientes de la actividad extractiva de oro (que comúnmente utiliza 
mercurio en forma artesanal y a pequeña escala). En el caso del cobre, 
los enriquecimientos son mayores en las zonas cercanas a relaves de la 
minería del cobre y a la fundición. 

Los altos factores de enriquecimiento y su distribución en el territorio 
nos indican dos hechos: a pesar del alto aporte natural de metales, existe 
un enriquecimiento debido a causas humanas; y el enriquecimiento de 
metales depende altamente de las fuentes cercanas. Se identificaron 
seis fuentes cuyas actividades aportan metales a los polvos de calles 
y suelos de la ciudad: 1) los relaves ricos en mercurio, 2) los relaves de 
la minería del cobre, 3) los procesos mineros realizados por la minería 
activa en la zona, 4) las emisiones del tráfico, 5) agricultura y 6) el polvo 
originado en los suelos naturales de la región. Cinco de estas fuentes 
son de origen antrópico y sólo una es de origen natural, destacando 
que tres de éstas se relacionan con actividades mineras pasadas o 
actuales, cuyo perfil químico se presenta en la Figura 1. 

Los procesos mineros son la principal fuente de cobre, arsénico y 
zinc en el área; los relaves ricos en mercurio son el principal origen de 
este metal en la ciudad y los relaves de la minería del cobre entregan 
además elementos como vanadio, hierro y cromo. El aporte de los pro-
cesos mineros activos es homogéneo en toda la ciudad, con mayores 
niveles en las zonas industriales.

Por otro lado, polvos de calles de las zonas cercanas a los relaves Santa 
Blanca y Ojancos presentan mayor concentración de mercurio. Mientras 
que los relaves de la minería del cobre se ubican en la zona agrícola e 
industrial al sur de la ciudad, en donde se centran sus impactos. Este es-
cenario sugiere una potencial fuente de exposición a las personas debido 
al consumo involuntario de metales a través de alimentos producidos 
localmente, tal como verduras allí cultivadas. 

Las evaluaciones de riesgo a la salud son un método opcional para 
estimar el nivel de riesgo al que se expone la población expuesta a metales. 

Fuente: Elaboración propia.

Figura 1. Perfil químico de potenciales fuentes de metales para polvos de 
calles de Copiapó, PMF de campaña año 2014.

Cu: Cobre; As: Arsénico; Zn: Zinc; Pb: Plomo; Hg: Mercurio; 
V: Vanadio; Fe: Hierro; Cr: Cromo; Ca: Calcio.
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Se basa en las concentraciones ambientales existentes, su biodisponibilidad, 
una ruta o todas las rutas de exposición y una concentración a la cual la 
exposición se considera segura. Si la sustancia tiene un potencial tóxico y 
está en una concentración sobre el límite de exposición estimado que se 
considera seguro para la salud, podría relacionarse con daños a la salud a 
nivel poblacional, especialmente cuando esta exposición ocurre por largos 
periodos de tiempo, presentando un riesgo carcinogénico, o no, según sus 
perfiles toxicológicos. Es importante también considerar las características 
de las personas expuestas por las diferentes vías (aire, agua, suelo, alimentos).

Qué tan expuestos están niños y adultos también dependerá de la 
biodisponibilidad del metal en el medioambiente. Según la definición de 
la ATSDR “la biodisponibilidad es el porcentaje de la cantidad total de una sus-
tancia química que se absorbe en el torrente sanguíneo, donde solo la cantidad 
absorbida de la sustancia química puede producir algún daño”. Esto podría ser 
variable para cada uno de los elementos químicos evaluados. 

La estimación preliminar de la biodisponibilidad para el plomo en 
muestras de suelo, polvos de calles y relaves de Copiapó indicó que, en 
promedio, la biodisponibilidad es de 84% en relaves, 72% en suelos y 69% 
en polvo de calles. En palabras simples, por ejemplo, si un niño consume 
un puñado de relave que contiene plomo, y luego consume un puñado del 
mismo tamaño y con la misma concentración de plomo, pero de polvo de 
calle, el plomo que estaría ingresando a su cuerpo será mayor en el caso del 
relave que con el polvo de calle. 

Fuente: Elaboración propia.

Figura 2. Áreas priorizadas para futuras evaluaciones del estado de salud 
poblacional. Las cinco áreas prioritarias se definieron según el enriquecimiento 
en los polvos de calle, sus concentraciones de metales, el estudio preliminar 
de riesgo y la ubicación de las fuentes de metales

Considerando la distribución de las concentraciones de los metales, 
su enriquecimiento y la estimación de riesgo teórico para la salud, se 
establecieron cinco áreas que deberían ser priorizadas en futuros estu-
dios de evaluación de riesgo o de daño a la salud de la población (no 
jerarquizadas) (Figura 2). Dos corresponden a zonas residenciales: una 
en el centro de la ciudad (Área B) y la otra en la población El Palomar en 
la ribera sur del río Copiapó (Área C). En estas áreas se sugiere establecer 
un monitoreo ambiental y una caracterización integral del estado de 
salud, especialmente en niños y niñas, para caracterizar adecuadamente 
la zona y establecer la importancia de los determinantes ambientales y 
sociales que influyen en el estado de salud de la población.

ESTADO ACTUAL DE LA POLÍTICA PÚBLICA

Se presenta un análisis de las normas sobre planificación territorial 
y de otros instrumentos ambientales en relación a la presencia de con-
taminación en suelos.

Instrumentos de Planificación Territorial-Áreas restringidas al 
desarrollo urbano

La Ordenanza General de Urbanismo y Construcción (OGUC) establece 
(art. 2.1.17) que:  “En los planes reguladores podrán definirse áreas res-
tringidas al desarrollo urbano”1, estableciendo restricciones de dos tipos: 
i) aquellas que por su especial naturaleza y ubicación no son susceptibles 
de edificación, tales como franjas o radios de protección de obras de 
infraestructura peligrosa (“áreas no edificables”), y ii) áreas que revisten 
algún tipo de riesgo ya sea por causas naturales o antrópicas, en las cua-
les se restringe la edificación, previo estudio fundado (“áreas de riesgo”) 
(Figura 3). Entre las causales para declarar áreas de riesgo no se incluye la 
contaminación, sino que se señala de manera general “zonas o terrenos 
con riesgos generados por la actividad humana”, pudiendo entenderse 
incorporadas las áreas contaminadas en razón de una actividad productiva. 
En zonas urbanas, la determinación de estas áreas debiese utilizarse como 
herramienta principal para evitar exposición de las personas a contami-
nación de suelos y fomentar la remediación de los mismos en caso que 
se requieran utilizar en especial para fines habitacionales o áreas verdes.

Lo anterior es concordante con lo expresado en el “Cuaderno 1 
Zonificación para la planificación territorial”, de la División de Planifica-
ción Regional del ex Ministerio de Planificación y Cooperación (2005), 
que señala que la contaminación es un factor a considerar desde la 
perspectiva de que ciertas actividades desarrolladas por la población 
pueden afectar negativamente el entorno, de modo que justifican una 
limitación o restricción al desarrollo de dicha actividad.

Evaluación Ambiental Estratégica 

La Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) permite entregar una visión 
ambiental en etapas tempranas de tomas de decisiones. Se encuentra 
regulada en la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente 

1 Decreto Supremo N°40 de la Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Aprueba reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
30 de octubre de 2012.

2 Además, existe escasa evidencia de que las EAE contribuyen de manera significativa a modificar los planes de desarrollo territorial para mitigar mejor los problemas 
ambientales en las zonas urbanas (CEPAL/OCDE, 2016).

y el Decreto Supremo Nº 32 (2015), es obligatoria para los Planes Regu-
ladores Comunales (PRC) y planes Intercomunales nuevos. En el proceso 
de EAE para un Instrumento de Planificación Territorial (IPT), no sólo se 
presentan los antecedentes técnicos como base para establecer zonas 
de riesgo, sino que también por su amplitud, transversalidad y objetivos 
permitiría que las calidades de suelo (como la presencia de contamina-
ción) puedan considerarse al definir los usos de suelo.

Sin embargo, existe un problema sobre las modificaciones a los 
IPT, puesto que el artículo 29 del Reglamento de EAE no considera 
como modificaciones sustanciales, respecto de cada instrumento de 
planificación, las medidas que se puedan tomar sobre “áreas de riesgo” 
para Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos y tampoco 
para los casos de los PRC o Seccional. 

De acuerdo a la enumeración anterior, el establecimiento de un área 
de riesgo por contaminación del suelo que limite el futuro asentamiento 
con fines residenciales no es considerada una modificación sustancial del 
Plan Regulador Comunal y, de acuerdo al Reglamento de la EAE vigente, 
dicha modificación al PRC no debería pasar por EAE2. 

Normas de Calidad del Suelo

En Chile no existe una norma de calidad primaria de suelo, tal como 
existe en agua y en aire, es decir, relacionadas de manera directa con la 
presencia de contaminantes y estándares de contaminación que afecte 
la salud. Las normas de calidad de suelo son regulaciones sectoriales que 
buscan protegerlo desde su uso silvoagropecuario y centran su regulación 
en la conservación de los suelos degradados, evitando la pérdida de su 
capacidad productiva. Entre ellas están la Ley 20.412, que establece un 
sistema de incentivos para contribuir a la sustentabilidad agroambiental 
del recurso suelo, recuperando su potencial productivo; el Decreto Ley 
N° 3557 (1980), con disposiciones sobre protección agrícola; y el D.F.L. 
235 (1999) del Ministerio de Agricultura, que establece un sistema de 
incentivos para la recuperación de suelos degradados.

Desde hace varios años el Ministerio de Medio Ambiente ha inten-
tado infructuosamente avanzar en esta materia. Así, por ejemplo, la 
Resolución Exenta N° 177 (2016) del Ministerio del Medio Ambiente, 
establece el Primer programa de regulación ambiental 2016-2017. El 
Título IV Residuos, suelo y evaluación de riesgos, establece en la sec-
ción criterios de sustentabilidad la tarea de “la gestión de los suelos 
con potencial presencia de contaminantes, mediante la aplicación de 
la metodología de evaluación de riesgo”, y entre sus políticas y planes 
únicamente contempla “la actualización de la política nacional para la 
gestión de sitios con presencia de contaminantes y su plan de acción”. 
En este sentido, el instrumento parece quedarse en una etapa previa a 
la de elaboración de una norma de calidad para suelos que contemple 
su impacto en la salud de las personas. 

Fuente: Elaboración propia.

Figura 3. Esquema áreas restringidas al desarrollo urbano. 
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RECOMENDACIONES

Considerando los antecedentes presentados, los cuales se pueden 
revisar en el documento extendido  del Centro de Desarrollo Urbano 
Sustentable (CEDEUS), estimamos que es fundamental considerar las 
siguientes propuestas. 

En materia de planificación territorial

a. Incorporar en la elaboración de los futuros Instrumentos 
de Planificación Territorial y modificaciones a los existentes, es-
tudios fundados para declarar “áreas de riesgo”, bajo la categoría 
de “Zonas o terrenos con riesgos generados por la actividad o 
intervención humana”.

Chile cuenta con un registro de normas de referencia para el 
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental: http://sea.gob.cl/
documentacion/normas-de-calidad-y-valores-referenciales. Mien-
tras no se elaboren las normas propias para nuestro país, se sugiere 
utilizar éstas.

b. Incorporar al artículo 29 del Reglamento de la Evaluación Am-
biental Estratégica (EAE), lo referente a las hipótesis de modificación 
sustancial de Instrumentos de Ordenamiento Territorial que gatillan 
un EAE, modificación del siguiente tenor: Incorporar bajo la letra d) 
referida al Plan Regulador Comunal o Seccional, un nuevo numeral, 
a saber: “viii) Se incorporen nuevas áreas de riesgo generados por 
actividad o intervención humana”.

c. Sugerimos la elaboración de normas de usos de suelo al alero 
del Instituto Nacional de Normalización (INN) que luego puedan ser 
recogidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción 
(OGUC) y referenciadas a los usos: residencial, áreas verdes, actividad 
agrícola y espacios públicos. 

En el desarrollo de estas normas debe considerarse la geología 
del país y evaluar los niveles naturales de metales para definir así los 
niveles base o background para las distintas zonas de Chile.

d. En el largo plazo, desarrollar normas de calidad de suelos, 
con foco en la protección de las personas, identificando zonas que 
pudieran representar riesgos para la salud de la población. En ello se 
debe considerar la geología del país y evaluar los niveles naturales de 
metales para definir los niveles base o background para cada zona; 
de igual importancia es la caracterización de estas poblaciones en 
cuanto a otros aspectos que puedan aumentar su vulnerabilidad, tal 
como aspectos sociales (ej. situación de pobreza) o bien biológicos, 
tal como la proporción de población infantil y la cercanía de sitios 
de aprendizaje o de recreación a las zonas de riesgo. 

4 INN ha avanzado en el desarrollo de normas técnicas de suelos.
5 Similar al trabajo que ha realizado MMA y SERNAGEOMIN en los últimos años.

Sin embargo, la falta de esta normativa no es excusa para no 
utilizar los importantes mecanismos que contempla la legislación 
urbanística y las normas internacionales que expresamente son 
incorporadas como referenciales en materia ambiental.

En materia técnica y métodos a considerar

a. Establecer a nivel nacional los métodos de muestreo y deter-
minaciones analíticas para polvos de calles y suelos, considerando 
la alta heterogeneidad y los distintos contextos, propios de estos 
sistemas ambientales donde se lleva a cabo el estudio4. 

b. Certificar laboratorios que cumplan con estándar de compa-
rabilidad y confiabilidad para medir metales en polvos y suelos, para 
contar a nivel nacional con análisis en condiciones y calidad similares.

c. Elaboración de estudios técnicos en áreas de riesgo urbanizadas 
o futuras a urbanizar, realizando un diagnóstico del contenido de 
metales en los suelos y polvos de calles para estimar el riesgo a la 
salud de la población que se instalará en dichos lugares de manera 
preliminar. Este insumo también podría ser útil para establecer áreas 
prioritarias para futuros estudios o intervenciones. La identificación 
de las potenciales fuentes aportantes de contaminantes es vital para 
la mitigación, pudiendo realizarse con el modelo de receptor (PMF) 
desarrollado por la United State Environmental Protection Agency 
(US-EPA) y aplicado por CEDEUS.

d. Establecer prioridades de intervención5 para las fuentes de 
contaminación presentes en la ciudad, como los relaves urbanos, 
dando urgencia a aquellos que tengan potencial inminente de riesgo 
a la salud de la población, especialmente por la presencia de conta-
minantes carcinogénicos como lo es el arsénico u otros elementos 
asociados a deterioro cognitivo, tales como el plomo, mercurio, entre 
otros. Una posible solución para los relaves mineros puede ser la 
aplicación de tecnologías para la reutilización de estos residuos o 
estabilizarlos física y químicamente, disminuyendo la exposición de 
la población que tiene contacto con ellos de manera involuntaria.
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